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PnOLOGO 

El motivo que me impulsó a abordar el lema de la responsabilidad 

administrativa de Jos servidores pl1hlicos a Ja lnz de Ja Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores J>t'Jblicos, surgió que al analizar la misma 

detecté que ésta era vaga y delicienle, por lo que el planteamiento central de esta 

obra es que Jos servidores pí1blicos tengan conocimiento de sus obligaciones 

como tal. 

Asi también, se puede observar que en Ja presente investigación aporto 

algunos puntos de vista, sugerencias y propongo reformas y adiciones a la Ley en 

comento, ya que dicha Ley es un código de conducta que regula algunas de las 

obligaciones ele los servidores públicos. 

La conclusión de este lrab;tio, da cumplimiento a una de las grandes metas 

que me he lijado. Objetivos que sólo se alcanzan si se cuenta con la ayuda y 

solidaridad de otras personas, quienes tienen un sitio especial dentro de mi. 

Con la esperanza que el presente trabajo resulte de utilidad, para quienes lo 

consulten. 

/Ita. G11ad11/11pe At·o.1·111 Go11zález. 



1 N TllO DUCC 1 O N 

Una de las medidas adoptadas por el anterior !'residente de los Estados 

Unidos Mexicanos, Licenciado Miguel de la Mmlrid l lurtaclo, al iniciar sn gestión 

presidencial, fue la de modificar el Título IV de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, relativo a la responsabilidad de los servidores 

públicos; ello para expedir una nueva Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Pirblicos, reglamentaria del citado Título IV Constitucional. 

La medida mloptacla durante la campaña del ex-presidente de la Rcpirblica 

tenia corno propósito prevenir y combatir pnícticas cornrptns en la Administración 

Pública Federal, cometidas por los servidores pírblicos. 

La relación laboral entre el Estado y sus servidores públicos se configura 

con la existencia de un nombramiento expedido por la Dependencia o Entidad a 

favor de la persona ftsica que prestará sus servicios pnra el Estado, el cual puede 

ser ele base o de confianza, desde el momento qnc una persona percibe salarios 

provenientes del Estado, es considerado como servidor pírhlico, 

independientemente de la Dependencia o Entidad a la que preste sus servicios, es 

decir a la Administración Pírblica Centralizada o Descentralizada. 

Cuando a una persona la liga . una relación laboral con el Estado se 

considera que tiene la calidad de servidor pírblico; y desde ese momento cst;í 

sr\jeto a hacerse acreedor a sanciones administrativas; polflicas; civiles y penales 

en los casos de que incurra en irregularidades durante el desempeño de su empico, 



cargo o comisión, así pues, previa modificación a la Ley Orgiinica de Ja 

Administración Pública Federal se crea la Secretaria de la Contmloria General de 

la Federación, Dependencia a In que se Je ha confiado la rcsponsabiliclacl de evitar 

la corrupción dentro de la Administración Pública Federal. 

En el presente trnhi\jo, se realiza un estudio histórico nacional e 

internacional de la relación laboral que ha existido entre el Estado y sus 

servidores públicos; haciendo alusión dentro ele los antecedentes históricos en 

México, específicamente en la época colonial, los juicios a los que se Jmclan 

acreedores Jos servidores pí1blicos por incurrir en alguna responsabilidad. 

También merece especial atención la forma de orgnnización de In 

Administración Pública Federal, así como el concepto de servidor pl1blico, con la 

finalidad de llegar a Jos tipos de responsabilidades a las que pueden ser sujetos los 

funcionarios durante su encargo, nbarcando los aspectos csc11cinlcs para dislinguir 

mm responsabilidad penal, polltica, civil y administrativa. 

En el aspecto medular estudiamos el sistema de responsabilidad 

administrativa a la luz de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Pl1lilicos, considerando que la materia es de interés para cualquier persoua como 

son: abogado, profosor, profcsionista, estudiante, ciudadano común y para 

quienes revisten la calidad de servidores públicos, para estos últimos porque es 

necesario conozcan sus derechos y obligaciones mientras fungen como tal. 

Respecto a las dc1mis personas para que puedan exigir en la forma y 

ténninos que conforme a derecho corresponda sus derechos ante la autoridad 

competente cuando les conste que un servidor público inc111Tió en deficiencias en 



sus funciones y se les sancione conforme a la Ley, siempre y cumulo se les haya 

comprobado su responsabilidad; por otra parte también es de gran int.:rcs conocer 

este tema como cultura. 



CAl'ITUl.O 1 

ANTECEDENTES lllSTOIUCOS UE LA IUU.ACION tAHORAI, 

ENTltE EL ESTADO\' SUS SEltVIDOIU:S l'UHLICOS 

1.1. ANTECEDENTES lllSTOIUCOS INTEltNACIONAtES. 

A) ALEMANIA. 

La relación que se da entre el Estado /\lcm:ín y sus servidores públicos, 

para algunos autores gcnnanos la consideran como un contrato y otrns como un 

acto de adhesión, en ambos existe la obligación de ejercer la timción pública bajo 

las condiciones previstas por el Estado. 

"Existen condiciones generales en el dcsempeílo de la timción pl1blica, 

aplicables a todos los empicados, y también existen condiciones especiales según 

su categoría y tipo de trabajo" JI! 

Las condiciones generales entre las más importantes son, la posibilidad de 

ser elegido todo ciudadano para ocupar un empico público sin distinción de sexo; 

(1) ~t1•RTINEZ /llt1rnle.\·, Rnfllf!I. "/Jeret.·ho ,,i,/111inistrntfr11", .\'eg11111/o c11r.~o, Etlitoritll 
llnrln, /llt!xirt> 1991, 1'1i¡: . • 1 /J. 
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credo; raza o ideologla política; su actuación como servidor público la realizará 

con estricto apego a las disposiciones legales aplicables, no podni aceptar 

recompensas para cumplir con su trabajo, que no sea la rcmuucración asignada por 

el Estado. 

Las condiciones especiales son impuestas por el propio Estado /\lc1min, 

dependiendo el tipo de trabajo a desarrollar especifico y la categoría que tendrá el 

empicado, para poder desempel1ar uua labor dentro de la función pública, es decir 

considerando el nivel cultural y especialidad en las actividades a desarrollar. 

O) INGLATERltA. 

Las relaciones laborales entre el Estado y sus servidores públicos no son 

reguladas por un estatuto o reglamento expedido cspccificamcnte para tal fin, ya 

que para los ingleses de acucnlo a sus principios el limgir como servidor público 

es una actividad honorable y privilegiada. 

En Inglaterra, todas las inslilucioncs que comprenden la Administración 

Pública como son las Secretarías de Estado son las encargadas de la fonnación, de 

los servidores públicos para el buen dcscmpcílo en sus limcioncs, que tienen 

encomendadas. 



ll 

"Las oficinas del lcsoro se encargan de lijar las nonnas, así como de 

coordinar Jos programas de cada Minislerio para orienlar y adieslrar a Jos 

empicados para el servicio de Ja corona" /!I 

"El ingreso al gobierno inglés es una responsabilidad y un privilegio; es una 

dislineión de allo rango social"J.11 

C) l'l{ANCIA. 

"Por lo que se refiere al sislcma francés, se enlcndía como fimciorrnrio a 

toda persona que parlicipaba normal y permanenlemenle en la operación de un 

servicio pí1blico; acllmlmenle es m1uclla persona que pm1icipa en la 

Adminislración Gubcmamcnlal de acuerdo a un cslalulo o rcglmncnlo pí1blico".141 

Lo anlerior viene a concluir que en dicho país se consideraba como 

servidor pí1blico a m1!1clla persona que prcsla sus servicios para el Eslado, 

conlralado por el mismo, para descmpcfüir funciones que se le encomendaban en 

un pueslo que ocupaba dentro de la Achninislración Uubcrnamcnlal de ese país, y 

que su conduela se regía por un cuerpo nonnalivo jurídico que le sería aplicado, en 

caso de incurrir en deficiencias en el servicio o inobservancia a sus obligaciones. 

(2) lhhl. Pti11 .. 116. 
(.l} ROIJRl<iUl!"Z Rt.)'C.", ,.t/li11ro. "/ .. t1fi1rm11dú11 1lefit11L'Ít111t1rio.'i ¡11ihlh·o.\·", ,\'ecret11rÍfl 1/c /11 

Pre.fitlenl'in, ftfé.\·ic11 /977, /'1íg. H7. 
(4) /lfAR71NEZ /lf11mlt·.1-, Rnfitr/. Oh. Cit., l'tí11 . . l /6. 
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D) ITALIA. 

"La legislación ilaliana, en lo que se refiere a una relación laboral enlre el 

Eslado y sus servidores pi1blicos hace mrn dislinción cnlre un rl'fJrl'senlnnfe del 

Estado, quien será la persona encargada de tomar las decisiones del órgano para 

el que trabaja y un empleado, quien será aquella persona que efe manera 

pennanente presla sus servicios al Eslacfo sin asumir toma de decisiones".m 

"Por fo que se refiere a la Co11slitución italiana que entró en vigor en 1948, 

y fa Ley denominada "Nomms Sobre El f'roccdimicnlo Y Juicios De Acusación", 

vigcnlc a partir efe 1962, en sus artículos 134 y 135, disponen que corresponde a la 

Corte Conslilucionaf la focnllmf efe juzgar al Presicfenle efe la Repl1hlica, cuando 

contravenga principios Constilllcionalcs de fa Federación o efe las Enlicfacfes 

Fecfcralivas" .101 

Lo anterior con ° la finalidad de que el Rcprcscnlm1tc efe dicho país se 

abslcnga de incurrir en cfelicicncias en sus limciones, y a su vez se discipline en el 

cargo que dcsempella. 

(5) lhhL l'ti¡: .. 117. 
(6) f"l.X Zn111111/Ítl, //eL·ftlr. "l.U"i R1•.ttpo11:mhili1fm/1•s 1/r los Sen•itlore.'i Plíhlicfl.t'~, E1/it1>ri11l 

Po"1ia, ,,,éxico 1984, PtÍJf. 6H. 
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1.2 ANTECEDIWl'l\S lllSTOIUCOS l'N J\mXICO. 

Toda ve;r. que el derecho est;í ell eo11sta11te evolución es uccesario conocer 

algu11as de sus etapas; por las cuales ha pasado a través de la historia. 

Considcrmnus 11ceesario tener u11a visión histórica de la respu11sabilidad de 

los servidores públicos, en lns épocas prehisp;inicas, colonial, imlepcndienle, asi 

como In contc111pnní11ca. 

A) EPOCA l'llElllSl'ANICA. 

Sabido es que el territorio que actualmente constituye 1111estra Patria estuvo 

habitado por varios pueblos de diversas cullurns y ditcrentcs costumbres como: los 

mílyas, los lollccas, los aztecas, los tarascos, entre otros; quienes i11cl11dahlcmcnlc 

crearon sus propios sislcmas de Derecho, pero en csla ocasiú11 nos rcfbrimos 

ímicameute al pueblo azteca, por ser el que alcanzó la hegenm11ía en la mayor 

parle del territorio y por ser éste del que tenemos noticias históricas más 

completas. 

El pueblo azteca, al cstahlecersc en México, y crear la gn111 Ciudad, 

orgm1izó ésta cu barrios a los que llamó calpulli, "reunión de tribus de los antiguos 

pueblos de iudios aborígenes ".<7J 

(7) /Jkdmrnrio tic /11 l.l'llJ:llll 1~:v1111io/a, llct1f Acm/c•111it1 l:.".\¡u11io/u, J::tlitoritll l:.:\71t1.m li1/pc, 
Mmlritl 1970, l'ú¡:. 2.11. 
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También el calpulli, es "el agrupamiento o formación de una tribu en un 

lugar detenninado para fines agrlcolas"JHJ 

La mayor parte de los cargos de Gobierno tenían carácter electivo, cada 

calpulli posela sus fimcionarios militares y sociales que administraban la 

comunidad, cuidaban el orden, atendían las escuelas y castigaban los delitos. 

El primer emperador azleca se llamó Acmnapichtli (puiiado de caílas) y 

gobemó entre los ailos 1375 a 1395, a su muerte lo sucedió su hermano 

Chimalpopoca (escudero humea11le), quien gobernó hasla 1428. 

Al respecto Alfredo Chavero nos comenta que: "Los jueces administraban 

justicia rectamenlc, y si no cumplían con sus deberes, como por ejemplo el 

embriagarse o el cohecho si no era grave el caso, los amonestaban sus 

compaíleros, y si rein~idían se les privaba del cargo, y si cometían una gran 

injusticia, el Rey mandaba matarlos".r•J 

La anterior cita, hace necesario un comcnlario, pnes ele la simple lectura 

nos ciamos cuenta de tocias las caractcristicas que en la época prccolonial existían, 

como es el caso de la embriaguez por vicio de los empicados públicos, quienes 

eran privados de sus oficios públicos que tenían o inhabilitarlos según crilerio del 

Rey. 

(R) Enriclope1/in lllutratln Cumbre, Tomfl 111, Etlil,,rittl Cumhrr, Atb:ico 19HI, Pá¡.:. J6. 
(9) CllAVERO, Alfrc1/o. "Atédco '' trm•és 1/e lmt .dglm;", Tomo/, E1litori11/ li1nrhre, Al1.~-.:ic11 

1958, l'ág. 1155. 
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Respecto a los fimcionarios encargados de la administración fiscal, a los 

cuales se les conocía como los calpixquc, que significa persona encargada del 

pago de tributos en fovor del gobierno, cabe señalar que "si estos incurrían en 

malos 111an1<ios en la recaudación de los tributos se les imponía prisión, se les 

condenaba a muerte y su mujer e hijos eran despojados de su casa".<i11J 

H) EPOCA COLONIAL. 

Esta época comprende la llegada de los españoles al continente Americano, 

y espcclficamcntc a la Nueva Espaiia. 

En la Ley de Indias creada para las colonias de Espm1a en América, de 

manera sistemática se ordenaron las disposiciones emitidas, tratando con ello 

limitar el gran poder que gozaban los li111cionarios de la Nueva Espniia. Dicha 

legislación contc111plaba las reglas para el desempeño de los empicados pilblicns. 

Se hizo necesario que se contara con dos procedimientos que la Corte 

Española estableció para vigilar la actnación de sus füncionarios, sicudo éslOs el 

juicio de residencia y las visilas, instrumentos efectivos de control para 

impedir abusos de poder, por parte de los empicados pilblicos, pretendiéndose 

con ello controlar la corrupción y salvaguardar las garantías individuales. 

(10) lhitl l'IÍg. 6.1.1. 
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a) LAS VISITAS. 

José Trinidad Lanz Címlcnas define a las visitas como: "Las inspecciones 

ordenadas por las autoridades superiores para verificar la actuación de todo 

virreinato o capitanía general, o bien la gestión de un f\111cim1ario detenninado"J! 11 

Por su parte Guillermo Porras nos dice que las visitas son "el medio de 

inspección utilizado por el gobierno superior para darse cuenta de la nianera como 

se desempeñaba un cargo s11bordinado",l/!1 

Los juicios de visitas diferían según la persona o institución visitada. Para 

analizarlos debidamente hay que tomar en cuenta las partes en el juicio que son el 

juez visitador y el funcionario o institución visitada; el procedimiento a seguir y 

sus efectos jurídicos. 

Podrían ser visitados todos los füncimrnrios de mayor a menor jerarquía y 

cualquier organismo pí1blico. 

El procedimiento comenzaba con el nombramiento del juez visitador, desde 

el inicio se le encargaba a éste ciertas medidas cautelares corno son el mayor· 

secrelo, sin olvidar que las visitas eran ordenadas casi siempre cuando existían 

denuncias que respondían a abusos comelidos por servidores pÍlblieos, en razón a 

ello el visitador debía actnar con ra11ide7., por lo que se le otorgaba la facultad de 

(//) Citndt> por //ERRf'..RA />erf!z, A¡:11.ftín, "tt1'> Re.vpommhili1lmles A1lmi1ti.\·tnlffrn,\· tle lo.'i 
Sen•i1/nre.f l'lihlico.'t", /frlitt1rinl ('ttn.H, Alb:frt1 199/, /11ÍJ.:. 41. 

(12) Jhitl Ptig. 42. 
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consultar toda la docmnenlación que considerara convcnienle sobre el visilado. El 

visitador era huésped sin lugar a dudas incouvcnicutc, pero de gran honor y 

dignidad. 

Postcrionncntc se pasaba a la 1111hlicaciím, y al re1111crimien10. "La 

publicnción se hacia de viva voz y por edicto, enviando copias del mismo a todas 

las ciudades, villas y pueblos circunvecinos .Mientras que por medio del 

requerimiento se convocaba a todas las personas qnc se sintieran agraviados por 

parte del servidor público visilado, ¡rnra que fonuulman sus dcnuncias".<l-'J 

"Se pasaba después a la recusación, éstas fücron muy frecuentes, 

consislcntc en que el juez visitador podía ser recusado desde el momenlo en que 

se hacía público su nombramiento" JU/ 

"Entcmliéndose por recusación el aclo por el cual el servidor pí1blic 

visitado o institución visitada, podía rechazar o solicilar a las auloridadc. 

superiores que el juez visitmlor se separma o se abstuviera de praclicar In visila 

cuando se juzga que su imparcialidad ofrece motivadas dudas" .051 

Postcrionncntc, se pasaba a la nolificnción del visi1ado y por consiguicnl 

su comparecencia ante el juez visilador, para darle a cm10ccr al visitado qu 

estaría sujeto a una visita, parn que comparccicrn ante el juez visitador 1 

(IJ) llERRl!RA />ere;;, A¡.:1u-tln. "l.1u Ri•.,¡w11.mhili1/111le.'i A1/111i11i.'ifrt1ffra.t tle lo.,. Ser1•i1lar 
l11ihlico.t", E1/itoritll C11r.m, l'1tt..:ic·t11991, l'ág. 47. 

(U) l1fc111. 
(15) l~t1IAÑ11S tft• Torrr.\·, (i11ill1•r11m. "1>h-1·fom1rfo J11rlrlico Elcmcnttrl", E1litori1 I 

llelia.ita, /J11cno.~ Aire.i, Ar¡:enti1111, 19HR, /'ti¡:. 275. 
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manifcslar lo que a su derecho conviniern, en ·defensa de la visila que se le 

practicarín. 

El Consejo de Indias sólo conocía de visilas efccluadas conlra funcionarios 

como virreyes, oidores, presidentes , oficiales del Tribunal de Cuenlas , oficiales 

reales de hacienda y Gobernadores . La senCencia del cilado Consejo de Indias 

podla consliluir en una pena pecuniaria (mulla), o en suspensióu , privacióu o 

inhahililacióu lemporal o deliniliva de su cargo, enlrntlindose de éslas l1lti11ms se 

nombraba a olra persona para que ocupara la plaw vac;1111e. 

"Por úilimo, contra la sentencia del Consejo de Indias, en el juicio de 

visilas, cabla siempre, el recurso de s1111licación"J'"1 

"El recurso de suplicación consislía en la pelieión, por escrilo por parle del 

visilado anle el Consejo de Indias, con el lin de que su senleneia sea modilicada o 

quedara sin efcclos"J/71 

b) EL JUICIO DE IWSIUENCIA. 

José Mariluz Urquijo, deline al juicio de resideucia como : "La cue1Ua que 

se tomaba de los aclos cumplidos por un limcionario pí1blico al concluir el 

desempeño de su cmgo" Jl8J 

( 16) lhitl l'ti¡: . • u. 
(17) CAllAÑAS 1/e Torre.•, <i11i//er1110, Oh. Cit. l'ti¡:.•. 27.f J' 275. 
(IN) Otmf,, por 11/iRRliRA Pere;;, A¡:11sti11, 0'1. Cit., l'ág. 56. 
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El juicio de residencia consiste en exigir al fi111cionario público al concluir 

sus fimciones, en que pcrnrnnccicra en el lngar en que se encontraba 

desempeñando la misma, para que pudiera ser juzgado si durante el mismo 

incurrió en irregularidades mientras fungió como tal. 

"Los servidores públicos podían ser juzgados. según las Leyes de Indias y 

en consecuencia la Corona Española extendió dicho juicio a casi todos los 

funcionarios que ejercían la tarea de Gobierno, administrativas, judiciales y 

municipales" /19J 

El juicio de residencia estaba dividido en dos par1es, la primera par1c 

llamada secreta: en la que el juez averiguaba de oficio la conduela del funcionario 

juzgado y la segunda parte era la 11í1blica, en la que cualquier pm1icular qnc se 

consideraba agraviado podía promover sus demandas. 

El juicio de residencia al igual que la visita, tienen ciertas características y 

una de ellas es la 1mhlicidnd, ésta comenzaba con un anuncio hecho por el juez a 

través de edictos, publicados éstos en todo el territorio. 

En dichos edictos se invitaba a la población a presentar sus demandas 

contra el enjuiciado o enjniciadorcs que habían cometido actos irregulares, con el 

objeto de que hicieran valer sus derechos y se les aplicara la sanción 

correspondiente por comlucto de las anloridades superiores. 

(19) llERRIIRA Pere;:, 1l¡;tl.\IÍ11, Oh. Ot., f'tÍ¡:.>. J7 J' JH. 
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Se procedía después n In investigación y con hase en ella el juez de 

residencia designado por el Consejo de Indias, actuando de oficio, solicitaba 

infonncs a los organismos olicialcs, revisaba documentación públicn, examinaba 

testigos e inclnso recibía demmcías anónimas. La prueba de mayor importancia 

para este tipo de juicio era la testimonial. En esta misma fase del procedimiento 

destinada a In investigación, el juez daba entrada a las querellas de los agraviados, 

en forma pública, quienes debían otorgar una fianza, que perdían en caso de no 

haberse comprobado sus dichos. 

Con ello se pretendía evitar falsas acusaciones derivadas de rencillas o 

envidias personales. 

Guillermo Porras Mui1oz scílala que "el término fijado para la 

substanciación del proceso, era generalmente de sesenta días, el cual podía ser 

prorrogado",IJIJJ 

Por último el juez podía dictar sentencia, ya sea absolutoria o condenatoria, 

las penas nuís frecuentes eran: la multa, inhabilitación temporal o permanente para 

el ejercicio de un oficio, traslado y destie1rn; incluso lns penas pecuniarias enm 

transmisibles n los herederos en la medida de su enriquecimiento. El sentenciado 

podía apelar ante el Consejo de Indias, mediante el recurso de apelación. 

Los objetivos fundamentales del juicio de residencia fücron: 

(211) l'itmlo ¡mr llliRRl!.~RA Pf..•re:. Agustín, Ob. Cit., !'ti¡:. 66. 
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1.- Evitar la corrupción y obtener un equilibrio de honradez en la 

Administración Pí1blica; y 

2.- Proteger los derechos de los particulares freute a la Administración 

Pública, evitando los abusos de poder de los funcionarios públicos. 

C) EPOCA INDEPENDIENTE. 

Nuestro país, al consumar su independencia no tenía una tradición 

constitucional, ya que d11ra11te casi todos los trescientos aiios que duró la 

denominación espaiiola sólo prevaleció en Espaiia y sus colonias, la volnntml del 

Rey, sin consultar la opinió11 del pueblo, ni la ele sus representantes. 

A partir de 1812, se cnenta con una Constitnción que es la de Cádb:, dicho 

ordenamiento tiene gra11 impm1ancia para nosotros, ya que fue un antecedente 

histórico y fuente de inspiración de nuestras primeras Constituciones. 

"Debido a la importancia que llegó a tener el juicio de residencia en la 

época colonial, éste se consagró en la Constitución de Cádiz, espccílieamente en 

el artículo 261, fracción VI, Título V, "De los Tribunales y ele la Administración 

de Justicia en lo Civil y en lo Criminal", Capítulo 1, "De los Tribunales". 

"Articulo 261.- Toca a este Supremo Tribunal: 



22 

Fracción VI.- Conocer de la residencia de todo empicado público c¡ue esté sujeto a 

ella por disposición de las Leycs".(2/J 

La responsabilidad de los fimcionmios inculpados que contemplaba la 

Constitución de Cádiz de 1812, era universal e ilimitada, porque no existlau tipos 

de responsabilidades cspccílicas, a las c1Íalcs se podfan hacer acreedores los 

funcionarios pi1blicos. 

Más tarde el 22 de octubre de 1814, fue aprobada la Constitución llamada 

"Decreto Constitucional 1111ra la libertad de la América Mexicana", en 

Apatzingan, Michoacán, primera Constitución que apareció en nuestro país 

México Independiente por la voluntad de José María Marcios y Pavón. Dicha 

Constitución también consagró el juicio de residencia en sus artículos 59, 196 y 

224. 

"Con la promulgación de la Constitución de 1824, también se cstablcci:í lo 

relativo a la responsabilidad de los sc1vidores públicos, en la c¡uc las 

responsabilidades del Presidente y Vicepresidente de la Federación, de los 

Secretarios del Despacho, Gobcrm1dorcs de los Estados, Diputados y Senadores, y 

demás empicados públicos, serían juzgados ante la Corte Suprema de Justicia, y 

cuando el responsable fuera un miembro de ésta, conocería de ellas un Tribunal 

Especial" JJ2i 

(21) /JARRA(,'AN JJ11rrt1gan, Jm"é, ('itmlo l'or lll!.NRERtt l'ercZt Ag11.-.tín, Oh. Cit., Pág. 72. 
(22) nEl.<.'A/J/1.1.0 <i111ié"cz, l.11i.• llrmrhcrt". "El /Jcrcc/111 1Ji.<ciplinarit1 <le la F11nci<ln 

Plihlicn", ln.ttituto Naci1m11/ 1/e A1/mi11i.ttrnci1í11 l'iihlic:n, 1\lé\·ic11 19911, /'1ig.t. 52 )' J.l. 
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"Duranle la vigencia de la Conslilución de 1824, se suscilaron algunas 

cucsliones inlercsanlcs, como la prcocnpaciún del Gobierno surgido del 

movimicnlo indcpcndcnlisla, por los cargos o empleos públicos c¡ue todavla 

estaban ocupados por españoles, lo c¡ne motivó el 30 de junio de 1833 a la 

expedición de un Bando c¡uc rcliraba del servicio público a los espmioles"J2.1J 

El 5 de febrero de 1857, bajo el Gobierno de Ignacio Comonfort, fue 

promulgada la Constituciiíu l'olltica de In llepública l\luicana, csla 

Constitución rclomó la impor1ancia del juicio de residencia, y en el Titulo IV de la 

misma lo denominó "De la Responsabilidad de los Funcionarios PÍJblicos" en la 

c¡ue estableció la responsabilidad de los empleados pÍJblicos pero con un enfoque 

fundamcnlal de naluraleza penal y política, dejando a un lado los aspeclos 

disciplinarios de los trabajadores al servicio del Eslado, y otros lipos de 

responsabilidades. 

Por úllimo, el 5 de febrero de 1917 es promulgada m1eslra aclual 

Constitución Política de los Est;ulos Unidos l\lexicanos, en este inciso señalaré 

los tcxlos originales rclalivos a la responsabilidad de los funcionarios públicos, en 

dicho Ordcnamienlo, y c¡uc a saber son los siguientes prcceplos legales: 

"Tílulo Cuarto 

De la Responsabilidad de los 1'1111cionarios Públicos. 

(2J) Jll1RTINF.Z llft>rt1/e.<, R1tfnd, Ob. Cit., P1í¡: . .J //. 



Artículo 108.- Los Senadores y Diputados del Congreso 
de la Unión, los Magistrados de la Suprema Cor1e de 
Justicia de la Nación, los Secretarios de Despacho y el 
Procurador General de la Repi1blica, son responsables 
por los delitos comunes que cometan durante el tiempo 
de su encargo y por los delitos, faltas u omisiones en que 
incurran en el ejercicio de ese mismo cargo. 

Los Gobernadores de los Estados y los Diputados a las 
legislaturas locales, son responsables por violaciones a la 
Constitución y Leyes Federales. 

El Presidente de la República, durante el tiempo de su 
encargo sólo podrá ser acusado por traición.a la patria y 
delitos graves del orden comim. 

Articulo 109.- Si el delito füere común, la Cámara de 
Diputados, erigido en gran jurado, declarará por mayoría 
absoluta de votos del nllmcro lota! de miembros que la 
fonnen, si hay lugar o no a proceder contra el acusado. 

En caso negativo, no habrá lugar a ningún procedimiento 
ulterior; pero tal declaración no será obstáculo para que 
la acusación contini1e su curso, cuando el acusado deje 
de tener fuero, pues la resolución de la Cámara no 
prejuzga absolutamente los fundamentos de la acusación. 
En caso afinnativo, el acusado por el mismo hecho, 
separado de su encargo y sujeto desde luego a la accii1n 
de los tribunales comunes, a menos de que se lratc del 
Presidente de la República, pues en tal caso sólo habrá 
lugar a acusarlos mllc la Cümara de Senadores como si 
se tratare de un delito oficial. 

Articulo 1 1 O.- No gozan de fücro constitucional los altos 
funcionarios de la f7edcración por los delitos oficiales, 
faltas u omisiones en que incmrnn en el desempeño de 
algún empico, cargo o comisión pública que hayan 
aceptado durante el período e11 que conforme a la Ley se 
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disfrute de lhcro. Lo mismo sucederá respecto a los 
delitos comunes qne cometan durante el desempcílo de 
dicho empico, cargo o comisión. Para 1¡ue la causa pueda 
iniciarse cuando el alto limcionario haya vuelto a ejercer 
sus füncioncs propias, deberá procederse con aneglo a lo 
dispuesto en el articulo anterior. 

Artículo 111.- De los delitos olicialcs, será el Senado 
erigido en gran jurado; pero no podrá abrir la 
averiguación conespomliente sin previa acusación de la 
Cámara de Diputados. Sí la Cámara de Senadores 
declarase, por mayoría de las dos terceras partes del total 
de sus miembros, dcspucs de practicar In.• diligencias 
que estimen convenientes y de oír al acusado, que este es 
culpable, quedará privado de su puesto, por vi1111d de tal 
declaración, e inhabilitación para obtener otro por el 
tiempo que dctennine la Ley. 

Cuando el mismo hecho tuviere scílalada otra pena en la 
Ley, el acusado quedará a disposición de las antoridades 
comunes para qnc lo juzguen y consignen con arreglo a 
ella. 

En los casos de este artículo y en los del 109, las 
resoluciones del gran jurado y la declaración, en su caso, 
de la Cámara de Diputados son inatacables. 

Se concede acción popular para denunciar ante la 
Cámara de Dipntados los delitos comunes u oficiales de 
los altos funcionarios de la Federación. Cuando la 
Cámara mencionada declare que hay lugar a acusar, 
nombrará una comisión de su seno para que sostenga 
ante el Senado la acusación de que se trate. 

El Congreso de la Unión expedini, a la mayor brevedad, 
una Ley de Responsabilidad de todos los Funcionarios y 
Empicados de la Federación y del Distrito Federal, 
determinando como delito o faltas oficiales todos los 
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actos u omisiones que puedan redundar en perjuicio de 
los intereses píiblicos y del buen despacho, aím cuaudo 
hasta la fecha no hayan tenido carácter delictivo. Estos 
delitos o faltas serán siempre juzgados por nn jurado 
popular, en los ténninos que para los delitos ele imprenta 
establece el articnlos 20. 

El Presidente de la Rcpí1hlica podrá pedir ante la Cámara 
de Diputados la destitución, por mala conclncta, ele 
cualquiera de los Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de los Magistrados de Circuito, de 
los Jueces de Distrito, de los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal y de los Jueces 
del orden comiln del Distrito Federal. En estos casos, si 
la Cámara de Diputados primero y la de Senadores 
después, declaran por mayoria absoluta de votos 
justificada la petición, el limcionarin acusado quedaní 
privado desde luego de sn pnestn, independientemente 
de la responsabilidad legal en qne hubiere incurrido, y se 
procederá a nueva designación. 

El Presidente de la Repilbliea, antes de pedir a las 
Cámaras la destitución de algiln limcionario judicial, oirá 
a éste, en lo privado, a efecto de poder apreciar en 
conciencia la justificación de tal solicitud. 

Artículo 112.- Pronunciada una sentencia de 
responsabilidad por delitos oficiales, no puede 
concederse al reo la gracia del indulto. 

Articulo 113.- La responsabilidad por delito y faltas 
oficiales sólo podrá exigirse durante el período en que el 
funcionario ejerza su encargo, y dentro de un año 
después. 

Artículo 114.- En demandas del orden civil no hay fuero 
ni inmunidad para ningiln funcionario pilhlico. 

26 
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D) EPOCA CONl'El\IPOltANEA. 

Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dla 28 de 

diciembre de 1982, se refonna el Título Cuarto de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos que comprende de los artículos del 108 al 114, 

empezando por cambiar el Titulo "De la responsabilidad de los Funcionarios 

Públicos" por el "De Responsabilidades de los Servidores Públicos", 

estableciendo nuevas bases jurídicas para prevenir y castigar la corrupción en el 

servicio público, compuesta de cuatro modalidades de responsabilidad, la penal y 

Ja civil, sujetas a las leyes relativas, y la política y administrativa, que se regulan 

por la Ley reglamentmia del Título Cuarto Constitucional. 

La Ley reglamentaria del Titulo Cuar1o Constitucional se ha denominado 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1982, que entró en vigor el 

1 º de enero de 1983 , integrada por noventa preceptos legales, cuatro Titulos y 

siete Capítulos. 

Dicha Ley fue publicada con la finalidad de prevenir y sancionar las fallas 

administrativas en las que incurren los servidores públicos por actos u omisiones 

en violación a Jos principios de legalidad, lealtad, honradez, imparcialidad y 

eficiencia que garantizan el buen servicio público, las cuales según el caso, 

también podrán ser sancionadas confonnc a Ja legislación penal o civil. 
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La responsabilidad administrativa del se1vidor público a la lnz de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, es tema a tratar en la 

presente obra, por lo que durante el transcurso de la investigación de la misma 

ampliaremos sobre los aspectos más sobresalientes. 
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CAPITULO 11 

FORl\IA DE OltGANIZACION DE LA ADl\llNISTRACION PUHLICA 

l'EDEltAL. 

2.1. FOltl\IA DE OltGANIZACION ADl\llNISTl(ATIVA. 

A) CENTRALIZACION. 

Pocos países contemplan un desarrollo tan amplio de la Administración 

Pública Federal como el que ha tenido México, durante los últimos setenta 

años. 

De acuerdo con el artículo 1 º. de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal, integran la organización administrativa centralizada federal: La 

Presidencia de la República, las Secretarías de Estado, los Departamentos 

Administrativos y la Procuraduría General de la Repilblica. 

Como lo prevé el artículo 26 de la citada Ley las Secretarías de Estado y 

Departamento Administrativo serán los siguientes: 

1.- Secretarla de Gobernación; 
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2.- Secretaría de Relaciones Exteriores; 

3.- Secretaría de la Defonsa Nacional; 

4.- Secretaria de Marina; 

5.- Secretaría de Hacienda y Crédito Piiblico; 

6.- Secretarla de la Contralorln General de la Federación; 

7.- Secretaría de Energla, Minas e Industria Paracstatnl; 

8.- Secretarla de Comercio y Fomento Industrial; 

9.- Secretaria de Educación Pí1blicn; 

10.- Secretaría de Agriculturn y Recursos J lidráulicos; 

11.- Secretaria de Salud; 

12.- Secretaría de Trabi\io y Previsión Social; 

13.- Secretaría de In Refomrn Agraria; 

14.- Secretaría de Turismo; 



15.- Secretaria de Pesca; 

16.- Secretaría de Comunicaciones y Transportes; 

17.- Secretaría de Desarrollo Social; y 

18.- Departamento del Distrito Federal. 

Miguel Acosta Romero, define a la centralización como "una fonna de 

organización administrativa en la cual las unidades y órganos de la administración 

píiblica, se ordenan y acomodan articuhíndosc bajo un orden jerárquico a partir del 

Presidente de la República, con el objeto de unificar las decisiones, el mando, la 

acción y la cjccución"J.?.f) 

Por su parte Andrés Scrra Rojas, define a la centralización administrativa 

como "el régimen que establece la subordinación unitaria, coordinadora y directa 

de Jos órganos administrativos al poder central, b1tjo los diferentes puntos de vista 

del nombramiento, ejercicio de sus funciones y la tutela jurídica, para satisfacer las 

necesidades públicas"J2.IJ 

(24) ACO.\'TA Hr1111t•r11, ltli¡.:11e/, "1i~t1rít1 <i,•11t•rt1l 1/el /Jertl'lw A1lmi11istrfltil't1", E1/it11rit1I 
P11"tin, ltlé.\"it·11 1984, />1í¡:. 69. 

(25) ~\'ERRA Rnj11s, A111/ré.\', "IJerec/111 A1/mi11istruli1•1J'', 1imw /, E1/itt1rit1/ l'arnít1, Al<h-ico 
191111, P1í¡:. 51!9. 
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Asimismo, dá otro concepto estableciendo que la centralización "es nn 

régimen administrativo, un sistema de organización de la administración, que 

coordina y vincula a los demás órganos píiblicos"J26J 

La centralización administrativa implica la unidad de mando y ésta se dá a 

través de una relación jerárquica que une a los órganos administrativos de diversas 

categorías y los subordina a la anloridad central, que es el Presidente 

Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, esto es, tomar para sí el 

gobiemo central toda la autoridad, concentrándose en una sola persona. 

O) LA DESCENTRALIZACION O ADl\llNISTnACION PlJllLICA 

PARAESTATAL 

Sobre este lema, Gnbino Fraga nos comenta que "la descentralización tiene 

lugar cuando se contia la realización de algunas actividades administrativas a 

organismos desvinculados en mayor o menor grado de la Administración 

Central",127! 

El Maestro Sen-a Rojas, nos dice que "la descentralización administrativa 

es la técnica de organización jurídica de un ente pi1blico, que integra una 

personalidad a la que se le asigna una limitada competencia territorial o aquella 

(26) ldcm. 
(27) FRAGA, (1.nhino. "IJcrcdwA,fmi11i.ur11tirt1", 1!:1/itoriul l't1"1Ía, Alé.\"ico /989, J>tig. 16.f. 
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que parcialmente administra asuntos específicos, con dctcnninada autonomía, y siu 

dejar de fonnar parte del Estado, el cual no prescinde ele su poder político 

regulador y de la tutela administrativa" /281 

Por su parte Acosta Romero Miguel en su concepto dice que "la 

descentralización es la decisión polftica de los gobernantes, de entregar a los 

gobiernos regionales, locales y 111unici1mlcs, una serie de responsabilidades que 

van desde actos políticos, hasta cuestiones presupuesta les y de planificación" J29J 

La descentralización, consideramos es la creación por Ley o por Decreto 

de organismos con personalidad jurídica y patrimonio propios; entes públicos que 

deberán realizar actividades como son la prestación de un servicio píiblico o social 

para la obtención o aplicación de recursos para fines de asistencia o seguridad 

social. A través de esta fonna de organización administrativa parte de la autoridad 

que antcrionncntc ejercía el gobierno supremo del Estado la transfiere a diversas 

corporaciones. 

(28) .~ERRA Rojn.t, Alfflré.t. "/Jerccl10 Atlmini.titrati1•t1", E1/ittJrinf Po"1ín, Tomo /, Alé~ico 
196R, l'dg. 622. 

(29) A<..'IJS1:4 Rt1111er11, !tlig11i•I. "Tc11rlu Gc11ert1l 1/el IJercclw A1l111i11i ... tr11ti•111", litlitori11/ 
Po"ún, {'.(¿deo 19R6, P1í¡¡. 2JI. 
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C) LA DESCONCENTRACION. 

Para Gabino Fraga: "consiste en la delegación <le facultades de autoridad 

que hace el titular de una Dependencia en favor de órganos que le están 

subordinados, jcrárqnicmnente" .rJOJ 

Por su parte Andrés Scrra Rojas nos dice que: "La desconccntración se 

caracteriza por la existencia d" órganos administrativos, que no se desligan del 

poder central y a quienes se les otorgan ciertas facultades exclusivas para actuar y 

decidir, pero dentro <le límites y responsabilidades precisas, que uos alejan de la 

propia achninistración",<JI! 

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en su m1ículo 17, 

contempla la figura de la <lcsconccntración administrativa, declarando que: 

"Para la eficaz atención y eficiente despacho de los asuntos <le su 

competencia, las Secretarias de Estado y los Departamentos Administrativos 

podrán contar con órganos administrativos dcsconccntrados que les estarán 

jerárquicamente subordiuados y ten<lnín facultades especilicas para resolver sobre 

la materia dentro del ámbito territorial que se detennine en cada caso, de 

coníonnida<l con las disposiciones aplicables". 

"Las características de los órganos desconcentrados, son las siguientes: 

(JO) FR1WA, C1nhint1, Oh. lit., Pág. 165. 
(JI} SERRA R11ja.<, A111lr~.•. Oh. Cit., PIÍg. 498. 
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Co11siclcrn111os que el empicado pilhlico ·conforme a la clclinición que 

m1tccedc, es aquella persona que realiza actividades materiales o técnicas, coino 

por ejemplo la secretaria o el profosionisla al que se le cucomicnda el dictamen de 

un asunto pero que la resolución no le es atrilmicla, por lo que no cuenta con 

filcullmlcs de representación, decisión y maudo. 

11) FUNCIONAIUO l'lllll.ICO. 

"El runcimmrio ¡níhlico es un servidor del Estado, designado por 

disposición de la Ley pma ocupar grados superiores dentro de la estructura 

org1ínica de aquél y para asumir funciones de rcprcscnlalividad, iniciativa, decisión 

y 1m111do"J.IJJ 

"Cabe establecer <111c fimcionario pl1hlicn es toda persona que de manera 

permanente y regular 111an1ic11cn una rdacit'l11 de servicios co11 el Estado"J.MJ 

Gazlón Jcze, scflala que "el funcimrnrio público es el individuo investido 

de un empico o función permanente y que colabora en el fimcionamienlo de un 

servicio público"J.!7J 

f.'S) /Jiccimtnrio .l11rítlica i11c.\"icmw, 1imw 11. Oh. li't,, l'tíg. l SfJfl. 
(16) /JE/1(;A/Jll .. /_() (i11tiérrez. l.11i.'t llumherto. "111 /Jereclw /Jisdpli11t1rio 1/e 111 F111rdti11 

Piihlica", l1utit11t11Nudm111/1l1! A1/111i11i.\fl'11t•ití11 l,,i/Jlica, !Jf,t\·icfl 19R9, Pti¡:. IR. 
(J7) Citttr/fJ por (}J .. IVl::RA Toro, JtJrge. "1'111111111/ tic /Jcrec/w .-f1/mini."tratÍ1'0", E1lit11rifll 

Pornín, !ffé.xiL·n 1972, IW¡:. 3.12. 
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Si11 c11Íbargo 1iara l~111il~I · l3ielsa."· •:el .1\mcimrnrio pilblico cunstiluye un 

encargo especial o 1;n;1 llel~g;;eió1Í ln111~mHida por la Ley" ,r.m) 

Resulta perlinenle seílalar que de· los: c~llccplos' dcsci'itos lhneionario 

pilblico se resume a luila persona que dcscnÍpclll1 una ·frmción o servicio para el 

Eslmlo. 

C) ALTOS FIJNCIONAIUOS. 

Anlcrior a la vigencia de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores l'ilblicos, la Ley de Responsabilidad de los Funcionarios y Empicados 

de la Fe<lcración del Dislrilu y Tcrrilurius Fcdcrnlcs y de los t\llus Funciunmios de 

los Eslados, clasificaba a las persum1s que servían al Esladu en emplcmlus 

pí1blicus, l\mcionarios y allus funcionarios, con el lnmscurso del licmpu se füe 

aclualizamlo didia clasificación y aclualmcnle la Ley Federnl de 

Respunsabilidmles de los Servidores l'ilblicus sulamcnle se refiere a serviilures 

pí1lllieus y dejó de hacer la clasilicaciun anles descrila. 

Nucslra Conslilución Federal lmnllicn cunsideralla cumu allos funcionarios 

a el l'rcsidcnlc de la Rcpi1l>lica, Sccrclmios de Esladu, Procuradores, 

Gobernadores, Senadores y Dipulmlos del Congreso de la Unión, Minislros de la 

Suprema Curie de Juslicia de la Naciun, Dipulados Locales y Magislradus del 

Tribunal Superior de Juslicia, aclualmcnlc uliliza la de11omi1mción de servidores 

pillllicos, indis1inl11111cnle. 

(.IH) Cit111fo por 1\/11/ff/Nh"Z Moml~.<, /lrift1el, Ob. Cit., l'rí¡:. J.//, 
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D) HUIWCltATAS. 

Elimológicamcnlc burocracia proviene del fra11cés burcaucralic éslc de 

burcau, oficina, cscrilorio y del griego krnlos, poder; se cnliemlc pues, la 

burocracia como la influencia o poder tras el escritorio de los empicados 1 úblicos. 

Sin embargo el término burócratas ha tomado una acepción des1 ccliva, a 

tal grado que se les ha calificado como aquellos trabajadores al servicio d ·I Estado 

que se cncucnlran siempre delnis de un escritorio, recibiendo salariot bonos, 

premios y siendo su única labor presentarse a la oficina, leer pcriódic y tomar 

café. 

En conclusión se ha lratado o pretendido diferenciar las cali ades de 

empicado público, funcionario público, allos funcionarios y burócrnla , siendo 

estas caractcríslicas tales como : 

1) Las funciones o el trabajo que dcscmpcílan unos y otros, 

2) Duración en el empico, 

3) La fonna de su rclribución, 

4) La permanencia en sus limcioncs, 

5) Designación por nombramicnlo y 
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6) El Tipo de ordenmnienlo que regula su acluaeión. 

1) Las funciones o el trabajo 11ue descm1wñan cada uno de ellos son 

dislinlivas porque siempre tiene que haber ernplemlos sólo ejecutores, y emplcmlos 

que lengan atribuciones ele ordenar y de decidir, I<• que consideramos no es 

sulicienle para diforcnciarlos, ya que exisle una relación jerárquica en donde 

siempre habrá alguien que ordene y alguien que obedezca, pero cada uno tiene su 

impm1ancia. 

2) Hcs11ccto a la duración en el c11111lco, cargo o comisión lampoeo puede 

ser una característica que los distinga, ya que pueden haber limcionarios que 

lengan igual o mayor tiempo en el servicio. 

3) En rclacilin a la 11crcc11ción salarial no es posible hacer alguna 

distinción enlre unos y otros conceptos, toda vez que a todo trabajo que sea 

llevado a cabo por cualquier persoua corresponde una justa retribución, por lo que 

tanto empicado, llmcionariu~ allus fü11ciunarios y burócratas dcbcn'111 ser 

retribuidos económicnmenle por Jos servicios que presten a la Administración 

Pública Federal. 

4) En lo conccrr1icnle a la permanencia en el cargo, observamos que 

tampoco puede existir diforcncia alguna, luda vez que su cslabilidad en el empico, 

cargo o comisiün 110 es fhnción al cargo que jerárquicamente se dcsc111pci1c, sino 

Ja decisión de la persona que presta los servicios al Estado, así como el 

ineumplimicnlo en su cargo en donde se lenga que considerar que es motivo de 
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terminación a dicha colaboración, no dependiendo del tipo de nombramiento del 

personal (base o confianza). 

5) Por lo que h11cc a la dcsignaciím 1111r 110111im1111icnlo observarnos que 

si bien es cicr1o habní alguuos crnplcmfos p[rblicos que efoctivamcrlle son 

designados por un servidor público como por ejemplo el Prcsidcute de la 

República Mexicana, que elige a sus colaboradores de mayor coufinnza deutro de 

la Administración Pública federal (gabinete) tales cmno los Secretarios de Estado, 

Procuradores, Ministros, Agentes Diplomáticos, Cónsules, entre otros; pero 

también lo es que dichos servidores tienen que cubrir ciertos requisitos corno 

cualquier persona que preste sus servicios al Estado. 

6) En razfín al ordenamiento <JUC 1·cgula su actuaciún tampoco es 

suficiente para hacer distinto un concepto de otro, ya que no existe nn 

ordenamiento legal que únicamente regule las actividades de los empicados, 

fuucionarios, altos funciorwrios y burócratas, ni en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, Ley especial o Reglamento alguno. 

E) SERVIDOR PUBLICO. 

Se identifica corno servidor público a toda persona que tenga 1111a relación 

de trab~jo con el Estado, sin distinción del tipo de órgano en que se dcscmpcrlc, o 

del ordenamiento laboral que In regule toda vez que las relaciones y 

responsabilidades a que se refiere son ¡\jeuas a las del Derecho Laboral. 
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Asl pues, tenemos que en el Título Cuarto <le las responsabilidades de los 

servidores públicos, en los té1111inos del articulo 108 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, establece que: 

"Para los cfoctos <le las responsabilidades a que 
alude este Título se reputarán como servidores públicos a 
los representantes de elección popular, a los miembros 
de los poderes Jndicial Federal y Judicial del Distrito 
Federal, a los füncionarios y ernplcmlo, y, en general a 
toda persona que descmpeiic un empico, cargo o 
comisión <le cuak!uicr naturaleza en la Administración 
Pública Federal o en el Dislrilo Federal, quienes serán 
responsables por los actos u omisiones en que incurran 
en el descmpeilo de sus respectivas funciones. 

El Presidente de la República, durante el tiempo 
de su encargo, sólo podni ser acusado por traición a la 
patria y delitos graves del orden común. 

Los Gobernadores de los Estados, los Diputados 
a las Legislahrras Locales y los Magistrados de los 
Tribunales Superiores <le Justicia Locales, serán 
responsables por violaciones a esta Constitución y a las 
Leyes Federales, así como por el manejo indebido de 
fondos y recursos foderales. 

Las Constituciones de los Estados de la 
República precisarán, en los mismos términos del primer 
párrnfo <le este arlículo y para los efectos de sus 
responsabilidades, el carácter de servidores públicos de 
quienes desempeiien empico, cargo o comisión en los 
Estados y cu los Municipios". 

Por su parte el arlículo 212 del Código Penal para el Distrito Federal en 

materia <le fuero com(m y para toda la República en materia de lirero federal lo 

define como: 



"Para los efectos de este Titulo y el subsecuente 
es servidor pi1blico tocia persona que dcscmpcílc un 
empico, cargo o comisi<'m de cualquier 11n1urnlcza en la 
Administración Pública Federal Centralizada o en Ja del 
Distrito Federal, organismos descentralizados, empresas 
de participación estatal mayoritaria, organizaciones y 
sociedades asimiladas a éstas, fideicomisos pi1blicos, en 
el Congreso de la Unión, o en los poderes Judicial 
Federal y Judicial del Distrito Federal, o que manejen 
recursos económicos federales. Las disposiciones 
contenidas en el presente Titulo, son aplicables a los 
Gobernadores de Jos Estados, a los Diputados de las 
Legislaturas Locales y a los Magistrados de los 
Tribunales de Justicia Locales, por Ja comisión de los 
delitos previstos en este Titulo, en materia ICdcral. 

Se impondrán las mismas sanciones previstas 
para el delito de que se trate a cualquier persona que 
participe en la perpetración de alguno de los delitos 
previstos en este Titulo o el subsecuente". 
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Por lo que hace a la Ley Fedcrnl de Responsabilidades de los Servidores 

Pi1blicos en su precepto 2° establece que: "Son sttictos de esta Ley. los servidores 

públicos mencionados en el piírrafo primero y tercero del artículo 108 

Constitucional y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos 

económicos federales. 

Del análisis del te.xto Constituciom1I, el legislador atendicudo al principio 

de igualdad ante la Ley, pretende abarcar con la denominación de servidor público 

a toda persona que clcscmpcñc un empico, cargo o comisión de cualquier 

naturaleza en la Administración Pública Federal Centralizada, órganos 

dcsconccntrados y organismos pitblicos descentralizados, inclepenclientcmentc de 

su jerarquía, rango, origen o lugar de su empico. 
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Tomando en consideración los conceptos de servidor público que prevén 

nuestras Legislaciones, con estos se quiso abarcar en sentido amplio a toda 

persona que presta sus servicios al Estado, aunque tuvo que ser necesario que 

dentro de la delinición Constitucional incluyera las denominaciones de 

funcionarios y empleados públicos porque con ello se refiere ta1110 a empicados 

públicos, hurócralns y altos runcionarios. 

l11dcpc11dicntcmc11tc de lo anterior, servidor público consideramos es la 

denominación ad hoc qne asignó el legislador para diforenciar a las personas 

ílsicas que prestan sus servicios en favor del Estado y las personas lisicas que 

prestan sus servicios n otras personas fisicas o morales~ siendo dicho concepto el 

que nuestra Legislación Mexicana regula. 

En conclusión estimamos que el término de servidor público, es aíorlunmlo 

aunque con esa denominación en parle se conlhndc, en virtud a que sólo podrían 

tener ese carúclcr los empicados que prcslc11 servicios al público, pero la realidad 

es que con esta denominación, siendo uniforme se incluye a lodos los trabajadores 

al servicio del Estado, no haciendo distinción alguna cu razón a la Dependencia o 

Entidad cu la que trabajen, además de que no importa la naturaleza o fimeión que 

desempeñen en la Administración Pública l'araestalal, ya que a todos ellos se les 

denomina servidores púhlieos. 
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LEY FEDE!lAL DE 1rnSl'ONSAHIUDADES 

DI~ LOS s1mvmoru:s l'l/BUCOS. 

3.1. ANTECEDENTES lllSTOIUCOS DE LA LEY FEDEl{AL DE 

lrnSl'ONSAlllLIDADl~S DE LOS SE!lVIDORES l'UHLICOS. 

El Licenciado Miguel de la Madrid l lurtado, durante su campaíla electoral 

para Ja Presidencia de Ja República, prometió a los ciudadanos introducir nuevas 

reformas sobre la prevención; detención y corrección o, en su caso~ sancionar a tan 

reiteradas conductas inmorales en el servicio público que resultaban reprobables, 

por parte de servidores públicos 

Siendo el compromiso inicial del Presidente Constitucional de los Estados 

Unidos Mexicanos, en su toma de posesión durante su encargo como 

representante del Ejecutivo Federal combatir la corrupción de servidores públicos. 

Su preocupación al fenómeno de la corrupción, se trmhtio a iustrumentar 

reformas legislativas al Título Cum1o de la Constitución l'olltica de Jos Estados 

Unidos Mexicanos, así pues, según decreto publicado en el Diario Oficial de Ja 

Federación el 28 de diciembre de 1982, se reforma el Título Cuarto Constitucional 

que comprende del artículo 108 al 114 (siete artículos), de nuestra Carta Magna, 

empezando por cambiar el encabezado del titulo para sustituir el anterior "De las 
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Responsabilidades de los Funcio11arimi}>i1blicos" por el ;;De las Responsabilidades 

de los Servidores Públicós",_: dilcré~iciai1~1Ü /en •. este _Titulo los tipos de 

responsabilidades en los que p1icdcí;'-i11g1ii~fi'1'o~~~~~id~res públicos. 
··~ ···;_;1.: ·.~; .. ''- .. :."i;··:~:·:.'..·;,,,~~· .·;.· .... _ 

·', . -

Asimismo, la reforma al citado .Tílülo Cuarto, trae como consecuencia la 

creación de una nueva Ley de· la materia, bajo el nombre de Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Pi;blicos, que aprobada por el Congreso de la 

Unión vino a modilicar al mnrco de las responsauilidadcs en la Administración 

Púulica y mús aún a la digniricación de los servidores púulicos. 

A) l'l{Ol\IULGACION DE LA LEY DISCll'LINAntA EN EL GOllllmNo 

DEL LICENCIADO llENITO .JUAtmz. 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos tiene 

como antecedentes la Ley del Licenciado Benito Juárez del J de noviembre de 

1870 denominada Ley de l{csponsabilidadcs Oficiales de los Altos 

Funcionarios de la Fcderachín, primera Ley que se expide en México en materia 

de rcsponsauilidad de los servidores del Estado. cslablcciendo cnlrc olras cosas lo 

siguienle: 

Los dclilos oliciales de los allos funcionarios determinando las sanciones 

correspondienles, advi11ió la posibilidad de que se le impute al limcionario adcm;is 

de un delilo oficial un delito comim; estableció los principios del juicio politico y 

deljuicio de procedencia. 
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U) PUOJ\IULGACION DE LA LE\' l>ISCII'LINAIUA EN l~L GOlllEUNO 

DEL GENEllAL POIU'llUO Dl,\Z. 

La Ley del General Porfirio Díaz del 6 de junio de 1896, denominada Ley 

de Uesponsabilidades y Fuero Constitucional de Altos Funcionarios 

Federales, eslc ordenamiento estableció fimdamcntalmentc las bases 

procedimentales de las responsabilidades de los limcionarios públicos previendo lo 

siguiente: 

Estableció a quienes debía rcfütarsc como altos limcionarios haciéndolos 

responsables de los delitos con1unes y de los ilícitos, faltas u omisiones oficiales 

en que incmrnn; asimismo reglamenló los procedimientos a seguir en los casos de 

que se trata; previó el juicio político por deficiencias o irregularidades que 

constituían incu111pli111icnto a sus limcim1cs pí1blicas, dctcnninamlo como jurado de 

acusación a la Cámara de Diputados y co1110 jurado de sentencia a la de 

Senadores; determinó los actos por los cuales sólo pueden ser acusados el 

Presidente de la República y los Gobernadores. 

C) l'IWi\lllLGACION DE LA LE\' IJISCll'LINAIUA l•:N l~L GOIJllmNO 

DEL GENEl{AL LAZARO CAIWENAS. 

La Ley del General l.úaro Cárdenas del 21 de febrero de 1940, Ley de 

Ucsponsahilidadcs de. los Fnncionarios y Ern¡1lcmlos de la Federación del 

Distrilo y Territorios Federales y de los Altos Funcionarios de los Estados, 
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primera Ley que reglamentó lo dispuesto en materia de responsabilidad de los 

servidores del Estado, estableciendo entre otras cosas lo siguiente: 

Estableció como sttietos ele la Ley a los funcionarios y empicados de la 

Federación en el Distrito y Territorios Federales. 

Sciialó cxpresmucntc la inexistencia del fuero e inmunidad en demandas del 

orden civil para los funcionarios públicos. 

Dispuso que el Presidente de la República, sólo puede ser acusado durante 

el período de su encargo y u11 niio después. 

Mencionó el tipo de delitos imputables a los altos funcionarios como: 

ataques a la Instituciones Democráticas; a la forma de Gobierno republicano 

representativo y federal; a la libertad de sufragio; usurpación de atribuciones; 

violación de garantías individuales e infracción a la Constitución o Leyes 

Federales. 

Estableció como sanciones, por la comisión de delitos oficiales la 

destitución del cargo o la inhabilitación de cinco a diez mios. 

Estableció los procedimientos para los altos fi.mcionaríos de acuerdo a la 

naturaleza de los delitos, el juicio político y el juicio de procedencia. 
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Precisó la obligación de declarar los bienes en un plazo de 60 días dcs1111és 

de tomar posesión del cargo y dentro de los 30 días siguientes al término del 

mismo. 

Estableció la obligación de todo limcionario o empicado de hacer ante el 

Procurador General de la República o del Distrito Federal una manifestación de 

sus bienes, tanto al tomar posesión del cargo como al término de éste. 

Dispuso que en demandas del orden civil funcionarios públicos no gozarían 

de fuero constitucional. 

Precisó el derecho de la Federación y de los particulares para exigir al 

funcionario In reparación del daílo y la responsabilidad pecuniaria. 

I>) PROl\IULGACION DE LA LEY DISCll'LINAIUA EN EL GOHIEltNO 

DEL l.ICENCIADO JOSE LOl'EZ l'OltTILtO. 

La Ley dd Licenciado José Lópcz Portillo del 1 o. de enero de 1980, Ley 

de Rcsponsnbilidmlcs de los Funcionarios y E11111lcados de la Federación del 

Distrito Federal y de los Altos Funcionarios de los Estndos, segunda Ley que 

reglamenta en materia de responsabilidades de los fimcionarios del Estado, siendo 

algunas de las disposiciones más relevantes las siguientes: 
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Estableció que los li111cionarios y empicados de la Federación y del Distrito 

Federal, son responsables de los delitos comunes y de los delitos y fallas olieiales 

que cometieran durante su encargo y con molivo del mismo. 

Dispuso que el l'resideute de la República durante el tiempo de su eucargo 

solo podia ser acusado por traición a la ¡miria y por delitos graves del orden 

común. 

Consideró como delitos oliciales a los actos y omisiones de los 

funcionarios o empicados de la Federación y del Distrito Federal cometidos 

durante su encargo o con motivo del mismo que redunden en peijuicio de los 

intereses públicos y del buen despacho. 

Las fallas oficiales las dclinc como infracciones que afectaban de manera 

leve los intereses pi1hlicos y el buen despacho y que no trascendiera el 

funcionmnieulo de las Instituciones y del Gobierno. 

E) l'IWl\IULGACION l>E LA LEY DISCll'l.INAIUA EN VIGOR EN El. 

GOBIERNO DEL LICENCIADO MIGUEL DE LA l\IADIUD 

llUllTADO. 

La ley del Licenciado Miguel de la Madrid l lurlado, tal como lo 

recomienda el artículo 109 de la Couslitución Politica de los Estados Uuidos 

Mexicanos, el Congreso de la Unión aprobó la denominada LE\' 11EDEllAL DE 

RESPONSAHILIDADES DE LOS SER\'IDOIU~S l'UHLICOS, que füe 
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publicada en el Diario Olicial de la Federación el día 31 de diciembre de 1982, 

Ley reglamentaria a las nuevas bases Conslill1cionales del Título Cuarto, la cual 

entró en vigor el ella 1 o. de enero de 1983, y que hasla la focha sigue vigente 

(1993), con dos reíomrns la del 11 de enero de 1991 y la del 21 de julio de 1992. 

3.2. CltEACION DE LA SECltETAIUA DE LA CON"IUALOIUA 

GENERAL DE LA FEDl\ltACION. 

Las refonnas al Titulo Cum1o Coustilucional, adc111;"1s de !raer como 

consecuencia la creación de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, también fue necesario reformar y adicionar la Ley Orgánica 

de la Administración Pública Federal, para la creación de uua Secretaría de Estado 

denominada Secretaría de la Contraloría General de la Federación reforma que se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación el día 29 de diciembre de 1982 y 

entró en vigor a partir del 1 o. de enero de 1983, adicionando a la Ley en comento 

el m1ículo 32 13is, que para los efoclos de este trabajo, las más imporlanles son las 

scílaladas en sus fraccioues IV, XII, XVI, XVII y XVIII que en p;irralus 

siguientes se tmnscribinln. 

El Doctor Agustín J Jcrrera l'érez, seliala que la reforma a la Ley Orgánica 

de la Administración Pública Federal fue adecuada y la crcacióu de la Secretaría 

de la Conlraloría General de la Federación también lo lile, "sólo que el nombre <¡ue 

se le dió a dicha Secretaría de Estado no es 111uy aforluuado, ya que sólo tiene 

íacullades para intervenir dcnlro del Poder Ejecutivo, ni siquiera dentro de los 

otros dos Poderes y mucho 111cnos puede intervenir en las Entidades Federativas 
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que son las que integran a la Federación por lo qne considera debería llamarse 

Sccrchu·ia de la Co11tralorí11 Gcncrnl de la Administrncitín Pública 

Fcdcrnl",1391 

Por lo que hace alusión el Doctor Herrera l'érez, que la Secretaria de la 

Contraloria General de la Federación sólo tiene litcultadcs para intervenir dentro 

del Poder Ejecutivo, ni siquiera dentro de los otros dos Poderes, no compartimos 

su punto de vista, ya que del contenido de la fracción 1 del m1iculo 32 Bis de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal seílala que: "Artículo 32 Bis.­

A la Secretaría de la Contraloría General de la Federación corresponde el 

despacho de los siguientes asuntos: Planear, organizar y coordinar el sistema de 

control y evaluación gubernamental, inspeccionar el ejercicio del gasto público 

federal y su congmcncia con los presupuestos de egresos". 

Consideramos que dentro de esta hipótesis al hablar de gasto público 

federal comprende imica y exclusivamente al Erario Federal incluyendo los 

Poderes Legislativos y Judicial, ya que también a sus Dcpemlcneias se les otorga 

ejercicio presupuesta! cada aílo y este debe ser coordinado por la Secretarla de la 

Contraloria General de la Federación. 

Ahora bien, por lo que hace a que la mencionada Depcudcucia del 

Ejecutivo Federal uo tiene facultades para intervenir en las Entidades Federativas 

que son las que integran la Fcdcracióu, no especificó a que tipo de facultades se 

refiere, nuis sin embargo, entendemos que las pm1cs que integran la Federación 

(.19) llERRERA l'erez, Ai:mtí11, Oh. Cit., /'IÍJ:. /.IJ. 
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son los 31 Esta~os y un Distrito Federal,· desde el punto de vista territorial la 

Secretaria de la Contralorla Gcn~ral de la Federación tiene injerencia en la 

Federación, ya que cada Entidad Federativa cuenta con un órgano dcsconcentrmlo 

dependiente de la propia Secretarla de Estado. 

En consccucncin, jurisdiceionalmcntc la Secretarla de la Contraloria 

General de la Federación conforme a lo previsto en los artículos 5°, fracción XIII y 

16 fracción 1 del Reglamento Interior de la Secretarla de la Contraloría General de 

la Federación publicado en el Diario Olicíal de la Federación el día 16 de enero 

de 1989, que establece lo siguiente: 

"Artículo 5°.- El Secretario tendrá las siguientes 
limcioucs no delcgables: 

Fracción XIII.- Autorizar con su linna los convenios que 
In Secretaría de la Contrnloría General de la Federación 
celebre con otras Dcpcndcucias o Entidades del Sector 
Pi1blico, así cnmo convenios o contratos que celebre con 
otras Entidades, Gobiernos Estatales y Municipales". 

"A11ículn 16.- La Dirección General de Operación 
Regional dependiente de la Secretaría de la Contrnloría 
General de la Federación, tendní las siguientes 
atribuciones: 

Fracción 1.- Vcrilicar y evaluar la nplicaci<m de fondos 
federales en programas de invcrsióu coordinados con 
Estados y Municipios, a cuyo cfocto podrá auxiliarse de 
los servicios técnicos que en esta materia prestan 
personas lisicas o morales independientes, rca1i7,~ndo In 
designación respectiva, así como controlando y 
evaluando su actuación". 
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De la transcripción de los mencionados mllculos, se desprende la focullad 

que licue dicha Dcpcudencia para intervenir de una u otra 111ancra en los 

convenios, contratos y aplicación de fondos de los Gobiernos Federal y Estatal y 

111ás aún todavía el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos le otorga 

facultades de intervenir en !lis Municipios, probablc111ente no sea u11a atribuciún 

mnpllsima que se le hayn conforido, pero ta111bié11 lo es, que el Doctor l lcrrern 

Pérez no especificó en su co111cntario a que tipo de fücullmlcs se rel'cría. 

La Secretaria de In Contralmía General de la Federación, creada con fines 

de reestructurar las instancias de control para el manejll eficaz y honesto de llls 

recursos económicos de la Nación~ se le otorgaron fhcultadcs y atril.mciuncs, en 

el orden de control de carácter normativo, de vigilancia, de evaluación y de indolc 

disciplinaria en lo relativo a las rcspo11sabilidadcs de los sc1vidorcs públiclls. 

"Esta Secretaria de fatado, recogió las experiencias del li111cio11mnic11to 

que se habla prctcndidll llevar a cabll bajo el lkp:ntamento de In Contmlorin 

tic la 11c11cracití11 que lltngió de 1917 a diciembre de 1932"J411J 

Dcparta111c11to cm.:nrgado de llevar a cabo las 111ismas funciones que 1as que 

ahora lleva a cabo la Secretaría de la Co11trnloría General de la Federación. 

Con decreto de focha 22 de diciembre de 1932, se suprimió al 

Depat1mnento de Contraloría ohscrv;índose que la Secretaría de 1 lacicmla y 

(40) IANZ Liínle11fl.~, .111.~é 1"rit1itlml. "l.ll (.'ontr11lorfn y t•I Control Interno r11 ff,fé..\iC'fl, 
E1fitoriul Fmulo 1/c Li1/t11rt1 Eco11rímk11, i\lb:kt1 1987, Híg. 19J. 
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Crédito Público, se mantuvo como órgano único de control durante un período de 

14 años (hasta 1947), sin embargo el nínncro de las Entidades Paracstatalcs iba 

ascendiendo, por lo que se privó a la Secretaría ele Hacienda y Crédito Pí1blico de 

ciertas facultades de control y lileron conforidas a dos Secretarías m<ís, la de 

Bienes Nacionales e Inspección Administrativa, crc:indosc una nueva Secretaría 

denominada Secretaría ele la Presidencia quien también asumió el carácter ele 

órgano central, configunínclosc así tres Dependencias con funciones afines, que 

operaron hasta 1976. 

En 1977, durante la administración del Presidente de la República José 

López Portillo, concentró a la cl<tinta Secretaria de Programación y Presupuesto 

las facultades que habían pertenecido a las desaparecidas Secretarías, mismas que 

la situaron en un primer plano, respecto a las dcmús Dependencias de Poder 

Ejecutivo Federal. 

En este orden de ideas, nuevamente retomando los fines para los cuales foc 

creada la Secretaría de la Contraloría General de la Federación, con rango de 

Secretaría de Estado es para sistematizar y robustecer diversas fücultades de 

fiscalización, control, y evaluación de la Administración Pública Federal. 

El citado m1ículo 32 Bis ele la Ley Orgánica de la Administración Pí1blica 

Federal establece las fitcultadcs cspccílicas de la Secretaría de la Contraloría 

General de la Federación, siendo éstas las siguientes: 



"Articulo 32 Oís.- A la Sccrclaría de la Conlmloria 
General de la Federación corresponde el despacho de los 
siguientes asunlos: 

1.- Planear, organizar y coordinar el sislcma de 
conlrnl y evaluación gubcrnamcnlal, inspeccionar el 
ejercicio del gaslo público federal y su congruencia con 
los prcsu¡meslos de egresos; 

11.- Expedir las nonnas que regulen el limcionamicnlo 
de los instrumcnlos y procedimientos de control de la 
Administración l'üblicn Federal. La Secretaría, 
cliscrccionalmcnlc, podrá requerir de las Dependencias 
compctcútcs, la instrumentación de nm111ns 
co11111le111cntarias para el ejercicio de füculladcs que 
aseguren el conlrol; 

111.- Vigilar el cumplimicnlo de las normas ele conlrnl 
y fiscalización, así como asesorar y apoyar n los órganos 
de conlrol inlcrno de las Dependencias y Enlidades de la 
Aclminislración Pública Federal; 

IV.- Establecer las bases generales para la realización 
ele auditorías en lns Dependencias y En1idaclcs de la 
Adminislración Pública Federal, asl como realizar las 
auditorias qne se requieran a las Dependencias y 
Entidades en sustitución o apoyo de sus propios órganos 
de control; 

V.- Comprobar el cumplimienlo, por parle de las 
Dependencias y Enlidades de la Adminislración Pública 
Federal de las obligaciones derivadas de las 
disposiciones en malcría de planeación, prcsu¡mcstación, 
ingresos, financiamiento, inversión, deuda, palrimonio y 
fondos y valores de la propiedad o al cuidado de 1 
Gobierno Federal; 
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VI.- Sugerir normas a la Comisión Nacional Bancaria 
y de Seguros en relación con el control y fiscalización de 
las entidades bancarias y de otro tipo que formen parte 
de la Administración Pública Federal; 

VII.- Realizar, por si o a solicitud de la Secretarla de 
Hacienda y Crédito f't'1blico o ele la coordinadora del 
sector correspondiente, auditorias y evaluaciones a las 
Dependencias y Entidades de la Administración Pública 
Federal con el objeto ele promover la eficiencia en sus 
operaciones y verificar el cumplimiento ele los objetivos 
conlcnidos en sus programas; 

VII (.e Inspeccionar y vigilar directamente o a través 
de los órganos de control que las Dependencias y 
Entidades de la Administración Pública Federal cumplan 
con las normas y disposiciones en malcria e.Je: sislcmas 
de registro y contabilidad, contratación y pago de 
personal, contratación ele servicios, obra pública, 
adquisiciones, arrendamientos, conservación, uso, 
destino, afectación, enajenacióu y baja ele bienes 
muebles e inmuebles, almacenes y demás activos y 
recursos materiales de la Administración Pública 
Federal; 

IX.- Opi1wr, previamente a su expedición, sobre los 
proyectos ele normas ele contabilidad y de control en 
mnlcria de programación, prcsupucsfación, 
admiuistración de recursos humanos, materiales y 
financieros, así como sobre los proyectos de normas en 
materia de contrataeión de deuda y 111m1ejo de fondos y 
valores que formule la Secretarla de Hacienda y Crédito 
Público; 

X.- Designar a los auditores externos de las 
Entidades y nonnar y controlar su actividad; 
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XI.- Proponer la designación de comisarios o sus 
equivalentes en los órganos de vigilancia en los consejos 
o juntas de gobierno y ad111inistrnció11 de las Entidades 
de la Administmción Pí1blica l'aracstatal; 

XII.- Opinar sobre el nmnbrnmiento, y en su caso, 
solicitar la remoción de los titulares de las áreas de 
control de las Dependencias y Entidmlcs. Tanto en este 
caso, como en las de las dos fracciones anlcriorcs, las 
personas propuestas o designadas debenin reunir los 
requisitos que establezca la Secretaría; 

XII l.- Coordinarse con la Contaduría Mayor de 
llaciemla para el eslableci111icnlo de los procedimientos 
qne permitan a ambos órganos el cumplimiento de sus 
respectivas respm1sabilidadcs; 

XIV.- Informar anualmente al Titular del l~jccutivo 

Federal sobre el resultado de la evaluación de las 
Dependencias y Entidades de la Administmción l'íiblica 
Federal que hayan sido objeto de fiscalización, e 
informar a las autoridades compctcnlcs, si así fuere 
rcquerid:1, el resultado de t:1lcs intervenciones; 

XV.- Recibir y registrar las declaraciones 
patrimoniales qnc deban presentar los servidores de la 
Administración l'l1blica Federal y vcrilicar y practicar las 
investigaciones que fueren pertinentes de acuerdo con las 
leyes y rcglanwntos: 

XVI.- Atender las quejas que presenten los 
particulares con motivo de acuerdos, convenios o 
contrntos que celebren con las Dependencias y Entidades 
de la Administración Píiblica Federal, de acuerdo con las 
normas que se emitan; 

XVII.- Conocer e investigar actos, omisiones o 
conduelas de los servidores píiblicos para constituir 
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responsabilidades mlministrativas, aplicar las sanciones 
qne correspondan en los térininos que las leyes scílalcn, 
y en su caso, hacer las dcnnucias corrcspoudientes autc 
el Ministerio Público prcst:indolc para tal cfocto la 
colaborocil\n que le fuere requerida; 

XVIII.- Vigilar el c11111plimicnto de las nonnas 
internas de la Secretaria, constituir las responsabilidades 
administrativas de su personal aplicándole las sanciones 
que correspondan y hacer al cfocto las denuncias a que 
hubiere lugar; y 

XIX.- Las demás que le encomienden expresamente 
las leyes y reglamentos". 
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La Secretaría de la Contraloría General ele la Fccleraci<in constituye el 

órgano central de control de la /\chninistración Pública Federal, siendo uno de los 

111otivos más importantes para su creación que el Ejecutivo Federal contani con un 

instrumcnlo eficaz que viµilarú, supcrvisaní, cvalunrú y controlarú la corrupción 

dentro de la /\d111inistración l'l1blica Federal. 

3.3. CONTHALOIUAS INTERNAS. 

A) CABEZAS l>I\ SECTOlt 

Las Secretarías de Estado, ci Dcparlamcnto del Distrito Federal, así como 

todas las Depcmlcncias que integran la Administración Pública Federal, cucntau 

con sus propias Contralorias Internas porque a ellas como cabezas de sector la 

Secretaría de la Contraloría General de la Federación les ha dado facultades de 

órganos de vigilancia, toda vez que esla Secretaria de Estado en función a lo 



GO 

previsto por la Ley Org1inica'de la'Admii1islrnción Pública Federal tiene facultades 

para vigilaryco;11rolai: ~ 1~ ,Administrrición Pública Fcdcrnl. 

Lás Coilffalorh;s cnlic¿as de sector realizarán sus funciones de acuerdo con 

las dispo~,icio'n~s y lineamientos que expide la Secretarla de la Contraloria General 

de la Fcdcraciói1, pero uno de sus objetivos genéricos en concordancia con los de 

la mencionada Depeudencia del Ejecutivo Federal, será el prevenir y combatir la 

com1pción de servidores públicos, cuya competencia es su propio sector, en donde 

se recibirán las denuncias y quejas en contra de los servidores públicos, por 

ineumplimieuto a sus deberes que como tales tienen encomendados. 

11) OHGANOS DE CONTIU>L INTEl~NO. 

Siu cmbnrgo, también los orgauismos públicos desccntrnlizados o 

Entidades l'arneslatales cuentau con sus propios órgm111s de control interno, 

mismos que dependen directmncnle del titular de la Entidad y que est;ín lilcultados 

para vigih1r un adecuado apego n las leyes y uonnas internas en vigor a que están 

sujetos los servidores públicos en el descmpeílo de sus funciones, con el propósito 

de exigir a los mismns el cumplimiento de las obligaciones encomendadas. 

Asimismo, cslún facullatlos parn practicar las i11\'cstigacio11cs y/o auditorías 

que consideren necesarias, dentro de su sector, con motivo del incumplimiento de 

las obligaciones de los servidores públicos, integrando los expedientes respectivos 

de cada indagatoria de que se trata y tumi111dolos a las Contralorías Internas 

coordinadoras o cabezas de sector, para que éstas conforme a sus atribuciones y 
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lincmnientos que expide la Secretaría de la Conlrnlnria Geneml de la Federación, . . 
procedan a substanciar el procedimicnlo adminislrnlivo de dclcnninación de 

responsabilidades, y e1i su caso, se apliquen las sanciones cmTCspondientcs de 

eonfonnidad a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

En conclusión, los objetivos genéricos tanlo de l,1 Sccrclarin de la 

Conlrnlorín General de In Federación y cada una de las Contrnlorias y órganos 

internos de control son el prevenir y combatir In connpción de los se1vidores 

públicos. 
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CAPITlll.O I\' 

TIPOS DE HESl'ONSAllll.IDADES A 1.AS QUE SE PUEDEN 

llACEll AClmEDOlrns l.OS SER\'IDOllES l'lJIJLICOS 

4 .. QUE ES IH~SI'ONSAlllUDAD. 

Proviene de rcspo11derc que sig11ifica, prometer, merecer, pngar. En se11tidn 

restringido responsable que proviene de t:_~liillfil!l.IJ, significa el obligado a 

res 1011clcr de algo o de nlguie11. 

"Respousabilidad es la obligación ele pngar las co11secuc11eias de un acto, 

res 011clcr por la concluctn propia. Conforme a esta idea, un servidor público debe 

pag r o responder por sus actos indebidos o ilicitos, scg(m establezcan J;1s 

ley s".141! 

"De acuerdo a la doctrina existen dos formas de responsabilidad: 

1) .a rcsponsabilidml por culpa: que es aplicm al i11divicluo considerado 

rcsp Jllsable, sancio11cs pnr la comisión de un hecho ilicito, y 

(41), tARTINl!Z 111ortt/1•s, ll11/t1d. Oh. Cit .• 1'1i¡: . .lR9. 
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2) La responsabilidad objetiva: no le importa la culpa del autor, basta que el hecho 

se realice para que se le aplique la sanción" J42J 

Consideramos que no debe existir tipos de responsabilidad, ya que lo que 

importa no es si el servidor público responsable tuvo o no la intensión de cometer 

hechos ilfcitos que lo considernnin como responsable, pues independientemente 

de la intensión o no, se dió el resultado, con esto tampoco se debe entender que es 

aceptable el segundo tipo de responsabilidad que es la objetiva, ya que desde 

nuestro punto de vista, únicamente existe una responsabilidad, considcrnda como 

sinónimo de compromiso, obligación o deber y que, a su vez cualquier folla 

cometida por un servidor público, sin impor1ar la forma que utilizó para cometerla 

durante el desempcfüi de sus funciones corno tal, sólo scni responsahlc ya sea 

administrativamente, civil, política y/o penalmente. 

En conclusión, el sistema de responsabilidades de los servidores públicos 

se integra por cuatro diferentes tipos de responsabilidades: polltica, penal, civil y 

administrativa, la penal y civil rc¡n1ladas por las leyes de la materia 

corrcspoudicnte, cu cambio la politica y administrativa reglamentadas en la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Pi1blicos. 

(42) /JicdmmritJ .Turldico 1'1exi<'t1no, lnMit11t11 ,fe Jm•e,1.¡fi¡:m·imu!.t .l11rí1/icm·. UNA!tl, 
Etlitorinl l'orrtí11, Altt'<iL't1 1991, 11tig. 2RH6. 
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4.2. TIPOS DE ltESl'ONSAlllLIDADES. 

A) ltESl'ONSAHIUDADES EN l\IATEIUA POLITICA. 

La Cnnslilucióu Política de lns Eslaclos Unidos Mexicanos, en su Tílulo 

Cuarto correspondicnle a la regulación de las responsabilidades de los servidores 

públicos, en lo rclalivo ni juicio pnlflico la fracción 1 del artículo 109 del citado 

orclcnamienlo jurídico nos remite al precepto 11 O para especificar a que servidores 

públicos les son aplicables el citado juicio, cuando en el ejercicio de sus limcioncs 

incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos 

o de su buen despacho. 

Los sujetos que pueden incurrir en responsabilidad política conforme al 

mencionado artículo 1 1 O serirn: 

"Los Senadores y Diputados al Congreso de la 
Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, lns Secretarios ele Despacho, los Jetes ele 
Dcp:irtnmentos Administrativos, los Representantes de In 
Asamblea del Distrito Federal, el Procurador General de 
la Repirhlicn, el J>mcnrador General de Justicia del 
Distrito Federal, lns Magistrados de Circuito y Jueces de 
Distrito, Magistrados y Jncces del Fncrn Cornirn del 
Distrito Federal, los Directores Generales o sus 
cqoivalcntcs de lns organismos desccntrnli7fülos, 
empresas ele participación cslatal mayoritaria, sociedades 
y nsociacioncs asimiladas n éstas y Fidcico111isos 
Públicos. 

l .os Gohcrnaclorcs ele los Estados, Dipntnclns l .ncales 
y Magistrados de los Tribunales Supc·rinrcs de Justicia 



Locales, sólo podnín ser sujetos de juicio político en los 
términos de este Título por violaciones gmves a esta 
Constitución y a las Leyes Federales que de ella emanen, 
así como el manejo indebido de fondos y recursos 
federales". 
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De la transcripción de este articulo notamos que no todos los servidores 

públicos podrían incurrir en este tipo de responsabilidad, ni serían acreedores a las 

sanciones que el mismo precepto legal prevé siendo eslas la dcstilución del 

servidor público y su inhabililación de uno a veinte aílos para dcse111peílar 

timcioncs, empleos, cnrgos o comisiones de cualquier naluralcza en el servicio 

público. 

"El procedimiento llammlo juicio polílico no corresponde a represalias 

políticas, si no qnc se trata de exigir responsabilidad politica y sancionar su 

violnción".H.IJ 

l'or otra parte el Liccncindo Riva Palacio define al juicio político como "el 

proceso que cncarµmlo a un órgano definido dclcrmina que la conducta de un 

servidor público ha dejado de corresponder a los elementos intrínsecos y 

extrínsecos que políticamc11te determinan su calidad como tal y que por lo t:mlo 

debe dejar de serlo" JU! 

Prueba del propósito del Gobierno del Licenciado Miguel de la Madrid 

1 lurtmlo a evitar la cnrrnpción de servidores públicos, somete al legislador el 

(4.1) RIJ'A Pt1/<1cÍtl, A11tmria. "·''cr1·i1/orc.t l'IÍhlico.t y .Ul.'i Nr1r1•1n Rr.fpo11.ttrhilitlmlc.\·", 
ln.ttitut" Naciom1/ rlc /ttl111i11i.dnn·i1í11 J>IÍhli<:11, ~/t!..,·ic:n J fJJfl, l'tig. Hl. 

(./4) /bit/., /'ti¡¡. H.1. 
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proyecto ele la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, y en 

ella regula el procedimiento que debe instrnmcutarse para los efoctus del juicio 

político, estableciendo en su artículo 7". lo siguiente: 

"A111c11lo 7º.· Recl1111cla11 en pc1j11icio de los intereses 
públicos limdamcntalmcntc y de su buen despacho: 

1.- El ataque a las instit11cio11cs dcmocníticas; 

11.- El ataque a la forma de gobierno rcp11blica110, 
representativo, i'cdcral; 

111.- Las violaciones graves y sislcnuíticns n las garantías 
individuales o sociales; 

IV.- El ataque a la lihertad de sufragio; 

V.- Usmpació11 de atribuciones; 

VI.- Cualquier infracción a la Constitución u a las 1.eycs 
Federales ·cuando cause pe~1111et0s graves a la 
Fcclernción, a uno o varios Estados de la misma o de la 
sociedad. o motive algún trastorno en el funcionamiento 
normal de las institucioucs; 

VI 1.- Las omisiones de caníctcr grnvc, en los ténninos de 
la fracciótt anterior; y 

VIII.- Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, 
programas y presupuestos de la Administración Publica 
Federal o del Distrito Federal y a las Leyes que 
determinan el manejo de los recursos ecouómicos 
federales y del Distrito Federal. 

No procede el juicio politico por la mera expresión de 
ideas". 
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Resulta improcedente señalar que el juicio ¡mlltico uo procede contra el 

Presidente de la Rcpi1blica, ya que éste sólo puede ser acusmlo durante el tie111po 

de su encargo por traición a la patria y por delitos graves del orden común. 

El Capítulo 11 de In Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos seilala el procedimiento relativo al juicio político, en el que se concede a 

cualqnier ciudadano presentar denuncia con elementos probatorios previstas en el 

citado dispositivo 7º. de la Ley de referencia en contra de servidores públicos a 

que alude el m1iculo 1 1 O Constitucion:1l y 5". de la Ley invocada. 

La denuncia dcbcní estar apoyada con pruebas documentales sulicientes 

para establecer la existencia de la inth1cción y estar en condiciones de prcs11111ir la 

responsabilidad política del dc111111ciado. 

Las dcn1111cias prescntmlas ante la Oficialía Mayor <le la Oímarn de 

Diputados tendrán que ser ratilicmlas a los tres días naturales siguientes a su 

prcscnlación, y las denuncias anónimas no producinín ningún efecto, lnl y como lo 

contempla el articulo 9°.(tcrccr púrrnfo) de la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos. 

Entratándose de denuncias anónimas, acmnpailadas de pmcbas 

doc111llcntalcs, al respecto la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos no prevé nada al respecto, única111entc que las uonnas no producinín 

ningún cíccto, sin embargo consideramos que si a la denuncia anónima se anexan 

pruebas doculllentalcs cn las que se presuma la responsabilidad política del 



68 

dc111111ciado cabría lugar a dar lrilmile a la misma, m111q11c de couli.nrnidad a lo 

previslo en el artículo 32 ele la citada Ley, que establece qu" en ningím caso podní 

dispensarse 1111 lnímite de lo eslablecido en el Capítulo Segundo que regula el 

juicio político, no habrfa la posibilidad de practicar las diligencias 

corresponclicnlcs sin conlrnparle o denunciante. 

El juicio politico sólo poclní iniciarse durante el tiempo en que el servidor 

pí1blico clcsempcflc su empico, cargo o comisiiln y dcnlrn de un aflo después de la 

conclusión ele sus limcioncs. 

El juicio polílico se desahoga anle el Congreso de la Uuiím, cnya C{unara 

ele Diputados csl;í considcrmla como órgano ele acusación y la Címarn de 

Senadores fimge como jurado de senlcncia. La Clímara de Dipulados a través de 

su sección instructora practica las diligencias necesarias para la comprobación del 

ilícito, otorgando al inculpado 1111 plazo de siete días para que presente su defensa, 

asimismo, la citada sección nbriní un período parn dcsnhogo de pruchris de lrcinln 

días nalurales pllnTogables. 

Al término de la instrucciún del procedimiento l<m1111lanín sus alegatos 

tanto el denunciante como el servidor pí1blico pres1mto rcsponsablc, una vez 

cntrcgmlos los nlcgatos y se desprenda la inocencin del cncansado o su probable 

responsabilidad, la secci.-111 instnrctora terminará proponiendo que no ha lugar a 

proceder en contra del servidor pí1blico cle111111ciaclo. 
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Sin embargo si se desprende la responsabilidad del servidor público la 

sección instructorn, entrcgnni los alegatos presentados por las partes en el juicio y 

conclusiones <JUC emita In misma a los secretarios de la Cámara de Diputados, 

dando ellos un plazo de tres días naturales para que tanto el servidor público 

denu11cíado como el denuncía11te puedan hacer uso de In palabra y así expresar lo 

que a su interés convenga. 

Al erigirse la Cúmnra de Diputados en órgano acusntorio ésta dcsignarú 

otra comisión de tres Diputados 1mra que sostengan, la acusación ante el Senado. 

Por otra parte el Senado designani nnn comisitín de la Cámara de Diputados 1mrn 

qne el acusmlo presente sus alegatos en un pinzo de cinco dias naturales. 

Transcurrido el plazo, de que se trata, la comisión de enjuiciamiento 

elaborará conclusiones donde se propondrá la sanción co1Tcspondiente. Entregadas 

las conclusiones al senado éste se erigirá en jurado de sentencia dentro de las 

vcinticunlro horas siguientes n la presentación de lns mismas y se llevará a cabo 

una audiencia final en la cual se dará a conocer el follo definitivo. 

La finalidad del juicio politico no es exhibir la imagen de un servidor 

público con el propósito de satisfacer la 011inión pública, si no con el linne y 

decidido pmpósito de que la sociedad 111cxieann tenga conocimiento que se 

procura un buen Gobierno, para el pueblo de México. 
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H) IU~Sl'ONSAlllLll>AI> EN l\IATEIUA l'l•:NAL. 

La fracción JI del artículo 109 Cbnslilncional eslnblece las cansas por las 

que los servidores públicos pueden incurrir en responsabilidad de cnnicter penal al 

establecer que: "La comisi1i11 de delitos por parte de cualquier servidor público 

será perseguida y sancionada en los términos de la legislación penal"~ por In que 

en los m1ículos Décimo y Décimo Primero del Código Penal para el Distrito 

Federal en materia de lilcro cD111í111 y para toda la República en 111atcril1 de lilcrn 

federal, que comprende de los artlculos 212 ni 227, se establecen doce figuras 

delictivas en que pueden incmrir los se1vidores públicos, las cuales consisten en: 

1) Ejercicio indebido de servicio público; 

2) /\buso de autoridad; 

3) Coalición de servidores públicos; 

4) Uso indebido de atribuciones y facullades; 

5) Concusión; 

6) Intimidación; 

7) Ejercicio abusivo de funciones; 
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8) Tráfico de inílucncia; 

9) Cohecho; 

IO) Peculado; 

11) Enriquecimiento ilicito; y 

12) Ejercicio indebido del propio derecho. 

1) Comele el delito de ejercicio indebido de se1vicio público , el servidor 

público que ejerza las funciones ele su empico, cargo o comisión, sin haber tomado 

posesión legitima. o sin satisfacer todos los rcqnisilos legales. 

2) Comele el delito de abuso de autoridad, los servidores públicos que para 

impedir la ejecución de una Ley, Decrclo, Reglamento, el cobro de un impuesto o 

el cumplimienlo de una resolución judicial. pida auxilio a la fuerza pública, o la 

emplee con ese objelo. 

J) Comele el delito de coalición de se1viclorcs públicos, los que leniendo tal 

canicter se coaliguen para lomar medidas contrarias a 111111 ley o reglamento e 

impedir su ejecución. 

4) Comelc el clelilo ele uso indebido de alribucioncs y facullaclcs, el 

servidor público que indcbidamenlc olnrguc concesiones ele prcslación de servicio 



72 

público o· de explotriciÓn,'· aprovcchaíniei1to y: us~ de .bienes de dominio ele la 
. '' '··-· ·,,' . ,-·. ,. -

Federación, otorg;1e pcnni;os;· li~cncias ·º mitorizaci(mcs ele contenido económico . 
.' -. ,._ -. . . . ' .. ·.·';' ' ,~·,_ ... -.,., ' 

.·.·., <:'~;··~-~::.'l' 
5) Comete el elclit() de ~61idlí~i~(;';: 6( scii~idór público que con el carácter de 

tal y a titulo de impuesto o contribnció1i, recargo, renta, rédito, salario o 

emolumento, exija, por sí o por medio de otro, dinero, valores, servicios o 

cualquier otra cosa que sepa no ser debida, o en mayor cantidad que la scílalada 

por la ley. 

6) Comete el delito de iutimidación, el servidor público que por sí o por 

interpósita persona, utilizando la violencia lisica o moral, inhiba o intimide a 

cualquier persona parn evitar que ésla o un tercero denuncie. formule querella o 

aporte información relativa a la presunta comisión ele una conducta sancionada por 

la legislación penal o por la Ley Federal ele Responsabilidades de los Servidores 

Públicos. 

7) Comete el delito de ejercicio abusivo de fi111cio11es, el servidor púhlico 

que en el desempeílo de su empico, cargo o comisión, indebidamente olorguc por 

si o por intcrpósita persona, co11tralos, concesiones, permisos, licencias, 

autorizaciones, franquicias, exenciones. cfCctúc comprns o ventas o realice 

cualquier acto jurídico que produzca beneficios económicos al propio servidor 

público. 

8) Comete el delito de tnilico de inílucneia, el servidor público que por si o 

por intcrpósita persona promueva o gestione la tramitación o resolución ilícita de 
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negocios públicos ajenos a las responsabilidmlcs inherentes a su empico, cargo o 

comisión. 

9) Comete el delito de coheclio; el servidor público que por si, o por 

interpósita persona solicite o reciba indebidamente ¡mra si o para otra, dinero n 

cualquiera otra dádiva, o accple una promesa, para hacer o dejar de hacer algo 

justo o injusto rclaci01rn;lo con sus limcioncs. 

to) Comete el delito de peculado, todo servidor público que para usos 

propios o ajenos distraiga de su objeto dinero, valores, fincas o cualquier otra cosa 

perteneciente ni Estado, al organismo desccnlrnlizado o a un particular, si por 

rnzón de su cargo los lmbicrc recibido en administración, en depósito o por otra 

causn. 

11) Comete el delito de enriquecimienlo ilícito, el servi<lor público que con 

motivo de su empico, cargo o comisión e11 el servicio piiblico, haya incurrido en 

coriquccimicnto ilícito. Exislc cnriqoccimicnlo ilícito «tmmlo el servidor público 

110 pudiere acredilar el legitimo aumento de su patrimonio o legitima procedencia 

de los bienes a su nombre o de aquellos respecto de los cuales se conduzca como 

dncilo en los términos de la Ley Federal de Respnnsahilídadcs de los Servidores 

Públicos. 

12) Comete el dclilo de ejercicio indebido del propio derecho, el servidor 

público que para hacer efectivo un derecho o pretendido derecho que deba 

ejercitar, empicare violencia. 
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Independientemente de los delitos" que el Código Penal agrupa en sus 

Tllulos Oécimll y Décimo !'rimero ""c?mo "delitos cometidos por servidores 

públicos" y "delitos cometidos conlrn la adminislrnción de justicia", 

respcctivmnenle, el Maestro Rafael Mnrllnez Morales, considera que "los 

servidores públicos pueden incutrir en los siguientes delitos dada su naturaleza: 

1) Traición a la patria; 

2) Espionaje; 

3) Sabotaje; 

4) Violación de inmunidad y de neutrnlidml; 

5) Evasión de presos; 

6) Violación de correspondencia: 

7) Ultraje a las insignias nacionales; 

8) Revelación de secretos; 

9) Falsificaciím de documentos en general; 

10) Vnriación del nombre o del dmnicilio: 
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11) Uso indebido de condecoraciones, uniformes, jcrarqulas, grados, divisas, 

ii1signias y siglas; 

12) Contra el consumo y la riqueza nacionales; 

13) Violaciones de garantías constitucionales; y 

14) Fraude"<l.IJ 

1) Comete el delito de traición a la patria, el mexicano que realice actos 

contra la independencia, soberanía o integridad de la Nación Mexicana con la 

finalidad de someterla a persona, grupo o gobierno extranjero. 

2) Comete el delito de espionaje, el extranjero que en tiempo de paz, con 

objeto de guiar a una posible invasión del TerTitorio Nacional o de alterar la paz 

interior, tenga relación o inteligencia con persona, grnpo o gobierno extranjeros o 

le dé instrucciones, infonnación o cor1'cjos. 

3) Comete el delito de sabotaje, el que daíle, destruya o ilícitamente 

entorpezca vías de comunicación, servicios públicos, funciones de las 

Dependencias del Estado, organismos pi1lilicos descentralizados, empresas de 

participación estatal o sus instalaciones: plantas sidcríirgicas, eléctricas o de las 

industrias li<isicas, centros de producción o distribuci!1n de artículos de consumo 

(4J)MARTINH7. Morales, R1rji1<'l, Oh. Cit., /'tí¡: • .192. 
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necesario, de armas, municiones o impÍeinentus bélicos con el fin de trastornar la 

vida económica del jiais o afectar su capacidad de defensa. 

4) Comete el delito ele violación de inmunidad y ele neutralidad la persona 

que viole de cualquier inmunidad diplomática, real o personal, de un soberano 

extrmtjero, o del representante de otra nación, sea que residan en la Rcpi1blica o 

que estén de paso a ella; asl como la violación e.le los deberes de neutralidad que 

corresponden a la Nación Mexicana, cuando se hagan conscientemente. 

5) Comete el delito de evasión de presos, al que favoreciere la evasión de 

algún detenido, proccsmlo o condenado. 

6) Comete el delito de violación de correspondencia, al que alm1 

indebidamente una comunicación escrita que no esté dirigidn a él. 

7) Comete el delito de ultraje a las insignias nacionales, al que ultraje el 

escudo ele la República o el pahcllún nacional ya sea de palabra o tk ohra. 

8) Comete el delito de revelación e.le secretos, al que sin justa causa, con 

perjuicio de alguien y sin consentimiento del que pueda resultar pe1judicado revele 

algim secreto o comunicacióu reservada que conoce o ha recibido con motivo de 

su empico, cargo o puesto. 

9) Comete el delito de íalsilicaciún de documentos en general, la persona 

que pongn una firma n n'1hricn falsa, mmquc sea imaginaria, o a1tcmndo una 
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verdadera, altere el contexto de un docu!ncnto verdadero después de concluido y 

linnado. 

IO) Comete el dolito de variación del nombre o del domicilio, al que oculte 

su nombre o apellido y tome otro imaginario o el de otra persona, al declarar ante 

la autoridad judicial: el funcionario o empicado público que, en los actos propios 

de su cargo atribuya a 111rn persona título n nombre n sabiendas de que 110 le 

pertenece. 

11) Comete el delito de uso indebido de condecoraciones, uniformes, 

jerarquías, grados, divisas, insignias y siglas, ni que las usare sin que tenga 

derecho. 

12) Comete el delito contra el cons~1mo y Ja riqueza nacionales, las 

personas que realizan netos u omisiones que afectan gravemente al consumo 

nacional; acaparen, oculten materias primas 11cccsarias para In venta, con el objeto 

de obtener una alza de precios o afectar el abasto a los consumidmes. 

13) Comete el delito de violación de garantías constitucionales, al que 

obligue a otro a prestarle trabajos o servicios personales sin la retribución debida, 

ya sea empicando violencia lisica o moral o valiémlosc del cngaílo,' de la 

intimidación o de cualqnier otro medio. 
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14) Comete.el dclitode fraude, el que engm1mulo a uno o aprovcchúndose 

del error en qt1e:éste .~e .halla se hac~ .. ilfcii;menÍe .de alguna cosa o alcanza un 

lucro indebido. 

Se estima que si bien es cierto que los delitos citados anteriormente los 

puede cometer un servidor píihlico siendo estos los nuís cmmmes que se co111etcn 

dentro de la Adn1inistración Píiblica Federal, también lo es que los servidores 

públicos pueden co111etcr otro tipo de delitos aunque no 11111y evenllmlcs y que 

tampoco se encuentran previstos en los Títulos Décimo y Décimo l'ri111ero del 

Código Penal, pues la volnntad del legislador lile el de tratar de definir delitos 

especllicos que única111ente cometen servidores plohlicos, a11uq11e el articulo 212 

del citado ordc11a111iento j111idico dispo11e en su pmte linal que: "Se impondnin las 

mismas sanciones previstas pma el delito de que se trata, a cualquier persona que 

pmticipe en la peq1etuaeió11 de nlg1111n de los delitos previstos eu este Tiluln 

(Décimo) n el subsecuente (Décimo Pri111ero)", cuyas liguras delictivas quedaron 

descritas antcrior111ente. 

Así pues, co1110 en la hipótesis de los artículos Décimo y Décimo Primero 

pueden incurrir en ilieitos personas que no tengan el canícter de servidores 

públicos, también en los delitos previstos por el Código Penal pueden 

directmuente cometerlos o participar servidores ploblicos. 

La responsabilidad pcoml nace c.xclusivamcntc para quien ha co111ctido el 

delito, no trasciende a otras personas, por ello la mncrte de un scovidnr píiblico 

delinc11e11tc extingue la acción penal y la pena impucsla. 
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Las penas a las que se pueden hacer acreedores los servidores públicos 

responsables son las de privación a la libertad; sanción económica; destitución e 

inhabilitación para des~mpeliar empleos, cargos o comisiones pilblicas, asi como 

el decomiso de bienes muebles e inmuebles cuya legal procedencia no logre 

acreditar el responsable. 

"La Constitución y el Código Penal conceptúan que nadie quien trabaje 

para el Estado escapará a una responsabilidad penal, esto es, sólo recae sobre 

personas (servidores públicos) a quienes incumben deberes especiales, por la 

posición en que se hallan dentro de la Administración".<./6J 

En materia penal existe un privilegio, del cual gozan ciertos servidores 

públicos, anteriormente denominado fuero constitucional, huy conocido como 

protección constilucional, y el privar al servidor público de esa protección 

constitucional se le denominaba desafuero hoy dcclaraci(m de 111·occdcncia, de 

acuerdo con lo establecido por el articulo 111 Constitucional. 

Sin embargo, aunque sean distintos los conceptos el signilicado y alcance 

juridico sigue siendo exactamente el mismo, así pues, el citado miiculo establece 

la prcn-ogativa de inmunidad procesal para detenninados se1vidores públicos que 

el mismo precepto sciinln y que consiste en que "no se podrá proceder pcnnlmcntc 

en su contra sin que previamente In Cúmara de Diputados declare que ha lugar a 

proceder penalmente contra el servidor público presunto responsable. 

(46) FUEN11!,\'• Afltaro. "/ .. a.,· lle.,po11.m/Jifitlm/e.\· tle los ,\'c•n-i1/ore.'f l'lihfit•r("", Etlitorial 
l'orrlÍtt, t.tch:ko 19114, l'1í¡.:. 13. 
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"Esta protección es uu privilegio procesal que se otorga con el fin de 

proteger no n la persona, si no ni ejercicio de la función pl1hlica que tienen a su 

cargo algunos servidores públicos de alta jerarquía, y que consisten en que no se 

pueda proceder penalmente contra el funcionario sin la m1torización previa de la 

Cfünara de Diputmlos" p7J 

Los sujetos que gozan de esta protección constitucional son: "Los 

Diputados y Senadores del Congreso ele la Unión, los Minist1os de la Suprema 

Corte ele Justicia de la Nación, los Secretarios de Despacho, los .lcfos de 

Departamentos Administrativos, los Representantes de la Asamblea del Distrito 

Federal, el l'rocurmlor General de la Repl1blica y el Procurador General de .Justicia 

del Distrito Federal". 

Asimismo, gozan de esta protección "Los Gobernadores de los Estados, 

Diputados Locales y Magistrados de los Tribunales Superiores de .Justicia de los 

Estados, pero en este caso la declaración de procedencia deberá enviarse a la 

Legislatura Local correspondiente, para que en ejercicio de sus allibuciones 

proceda como corrcspondri". 

Por lo que hace al Presidente de la República de Jos Estados Unidos 

Mexicanos sólo habrá lugar a acusarlo ante la Cúnmra ele Senadores cuando 

cometa los delitos de traición a la patria y delitos graves de orden común, en tales 

casos se podrá iniciar en su contra un procedimiento semejante al juicio polílico, 

(47) />IU .. <1:·f/Jll~l~O (1'11tiérre:;,. l~uis l/11mht!1111. "l!..I IJt•rrdw /Ji.~d¡1/i1111rio de la Ftt11dtí11 
f>líhlica", ln.ttit11tt1 N11l'imU1/ ,¡,~ A1/111i11i.,·trac:itín Plihlictr, Attfxico /989, /'1íg . .16. 



81 

en el que seguidos los trámites procesales legales la Cánmra resolveni y para ello 

se apegará en la legislación penal aplicable. 

Por otra parte, en caso de que la C.imara de Diputados resuelva que ha 

lugar a proceder en contra del servidor público presunto responsable, él mismo 

quedará a disposición ele las autoridades competentes e inmediatmncnte será 

separado de su cargo, empico o comisión, durante la substanciación del proceso 

penal. 

Al respecto el articulo 11 1 Constitucional, establece que en caso de que el 

inculpado sea absuelto, el servidor público podni reasumir su fimción, y si por el 

contrario, la sentencia fuese condenatoria por el cielito cometido durante el 

ejercicio de su encargo, no se le concederá al responsable la gracia del indulto. 

C) 1msroNSAlllUDAIJ EN l\IATEIUA CIVIL. 

"l ,n rcsponsrihilidnd civil se da por cnusílr a unn persona daílos o perjuicios, 

valuables monetariamcnte" .<'·'! 

"La responsabilidad civil de los servidores públicos se origina siempre que 

la ralla ele éstos ha causado perjuicio a la i\dministración".<'"J 

('IR) /llAR1'/NEZ /llom/e.<, R<rflrel, Oh. Cir., l'<ÍJ!. 393. 
(49) SERRA Rojas, Amlré.'i. "J)ered1tJ Atfmini.'ilr11tiw1", Tomo 1, E1/it11ri11/ l'orr1Í11, Alé\'ic11 

/9HH, !'ti¡:. 4M. 
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"Asimismo, es eonsiderado como el daílo que causen los servidores 

públicos a los particulares, cuando obren en el ejercicio de sus funciones".1-'"1 

En conclusión la responsabilidml de naturaleza civil para con el Estado, "Es 

aquella en que incurren los servidores p(1blicos, por sus actos u omisiones de los 

que resulte un daílo o pe1j11icio estimable en dinero, que afecte a la Hacienda 

Pública Federal, al Distrito Federal, o al Patrimonio de los organismos 

dcsccnlrnlizmJus, las empresa de parlicipnciú11 estatal mayorilarias y de los 

Fideicomisos Púhlicos"JJ{) 

" Esta responsabilidad opera, principahncntc, en el sector de empicados 

que manejan fondos, para ellos constituye requisito indispensable, previo al 

dcscmpcilo de sus funciones otorgar fianza que garantice su rnancjo".(5.?J 

"La responsabilidad civil ele los servidores públicos se produce por hechos 

o actos realizados en ejercicio de sus füncioncs" J.'i3J 

"De los conceptos expuestos anteriormente se derivó que la 

responsabilidad civil se integra con los siguientes elcmcntos: 

(511) /JE/.(,"'¡llJJl.1.0 (i11tiérrez, l.11i.< l/11111herto. "Ele111e11t11.• 1M /J<'redw Atlmini.•lrtrlfrn'', 
Eflitorifll /Jim11.w1, Jlléxica 1989, l'tig. l.f2. 

(JI) ltfem. 
(52) <i1tll1NO Frn¡:n, "l>ereclw 1ftl111irti.tfratiro", 1!1/itoriul /'orr1Ítl, ftf,~dc11 1986, P1ig. 141. 

(.fJ) SOIJ/fR..tNI!.:\· Fcrmíttth•r., .lo.\·é /.11i.'i, Cit11t1" l'or 1't•f1:11di/lo (1'11tiérr,!;,, l.rlÍ.'i /lm11hcrt11. 
"El IJerccho 1Ji.ft'Íplint1rit> tle la FuncMn l'úhlic11'', ln.dit1110 Nal'ionnl tic la 
A1/111ini.,·tr11cMn Plthlfra, Al1.h-ic.·11 1989, l'1ig. 41. 
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a) Los sujetos; 

b) La acción u omisión; 

e) El claílo; y 

d) El nexo causal".<-'~! 

a) Respecto a los sujetos, en el caso que nos ocupa la responsabilidad civil 

recae siempre y cuando el agente sea un sc1viclor público y que el claílo causado 

sea en ejercicio de sus !'unciones como tal, ya que si el daílo se produce cuando la 

persona no se encuentra dentro ele sus limciones sino actuando como pmlicular, no 

se configura la responsabilidad civil del servidor pilblico. 

b) En relación al segundo elemento que es la acci<ín u omisión, significa el 

rcali7~1r una conduela, en donde se desprende que el servidor público ha obrado 

con In i11tc11sió11 de causar 1111 clailo~ cnlrnlándosc de una acción~ pero respecto a la 

omisión es cuando se ha producido el daílo por falla de alcncilín o cuidado del 

servidor público. 

e) En cuanlo al daño, como elcmcnlo de la responsabilidad civil, "es el 

menoscabo que sufre una persona en su patrimonio. El daílo reparable, comprende 

(54) /JII/,(,'.·llJll.l.<J c.'11tiérrez. /.11i" l/1m1berto, <Jb. Cit., l'ií¡: . .//. 
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también la privación de cualquier ganancia licita que se podrla haber obtenido por 

el cumplimiento de la obligación".<-'-'! 

d) Finalmente el nexo l'Husal, "im111ica que el daílo se produzca como 

consecuencia directa e inmediata de la actuación del servidor pí1blico, ya que si se 

genera por una causa diferente o si inte1viencn cxcl11ycntcs de responsabilidad 

como la culpa inexcusable de la víctima, el hecho de un tercero, el caso fortuito o 

la li1crza mayor, la responsabilidad no se produce" .<561 

En conclusión, "la responsabilidad civil, regida por el Código Civil, se 

limita a los actos ilícitos no dclictuosos, ya que cuando el ilicito civil constituye al 

mismo tiempo un delito, será aplicable a la ley pcnal"J.171 

D) RESl'ONSAHILIDAD EN MATF.IUA ADl\llNISTUATIVA. 

La responsabilidad administrativa tiene lngar con motivo de cualquier falta 

cometida por un servidor pliblico en el desempcflo de sus funciones, pudiendo ser 

concomitante con la responsabilidad penal y civil de que antes hemos hablado. 

(JJ) /Jiui1m11ria J11rí1/ict1 ~fc.dcnnt1, ln.'itit11to tic lm•e.\·ti¡:ndone.\' J11rltlicas, E1lit11rinl 
/>11"1Ín, T1111w 111, Aléxfrt1 1991, Pág. 2R27. 

(.f6) 11/il.<,'Allll.l.O c.'11tit'"ez, /.r,;_, lllmrhertt>. Oh. Ot., /'ti¡:. 121. 
(J7) llORJA /lt11rtí11er;, lllnn11el. "Sen.Jrlore.• l'ríb/irn" J' .m.• Nrrel'n.• Re.•¡wn.n1hili1/n1/e-'"• 

ln.'itit11to Nncian11l 1le A1/n1inbtrm:i1in l'lihlic·a, Al«t~h.·o /9H4, /'tí¡:. 122. 
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"La rcsponsahilidml administrativa. no es m{1s que un contexto del mundo 

del deber ser" _rJ.•J 

El Ohjeto de la responsabilidad administrativa es salvaguardar los 

principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que los 

servidores piiblicos deben observar para el hnen y adecuado funcionamiento del 

servicio público. 

Las diversas causas por las cuales se puede exigir la responsabilidad 

administrativa est:ín previstas en el artículo 47 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Piiblicos. Su i11cu111pli111icnto genera la 

aplicación de una sanción, previa la culminación de un procedimiento de 

detenninación de 1esponsabilidad administrativa, por el que se determina si 

realmente hubo incumplimiento o no. a cargo del servidor piiblico presunto 

res1mnsahle de sus obligaciones qne como tal dcscmpclia. 

No teniendo la calidad de se1vidorcs públicos, no se les podrá exigir 

responsabilidad administrativa. 

Con base en lo anterionnente expnesto, se desprende que existe un 

procedimiento a seguir para aplicar sanciones administrativas a servidores 

pí1hlieos, el cual es substanciado por las Contralorlas lntcmas de los Sectores 

Correspondientes y por la Secretaría de la Contraloría General de la Federación. 

(SS) /JEI~ l'nlt Enrit¡111~. "i\'en•itfore.'i Prihlico.'i .•' ,\'11,flf N11e1•a:r He.'i/Jtm.'inhilidndcs", ln.'ilit11to 
Nflcim1al 1/e Atlmin,.Mn1d1ín P,ihlicn, Jtll\"ic11 1986, Ptig. R9. 
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En virlud de que la rnsponsahilidnd administrativa de los servidores 

públicos constituye el objeto fundamental de esta ohm, su estudio y nuálisis se 

reali7,1rá en el Capitulo siguiente, por lo que aqul sólo dejamos enunciado un 

bosquejo de la responsabilidad administrativa 1¡11e se produce como consecuencia 

de la omisión de las obligaciones de los servidores públicos que como tales deben 

observar. 
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CAl'l'l'llU>V 

PltOCEl>ll\llENTO ADMINISTRATIVO ESTAllLECIDO EN LA 

l.IW 111m1mAL DE llESPONSAHIUDADES l>E LOS s•:HVll>ORES 

l'lJDLICOS 

5, t. QU•: ES EL PROC1m1MmNTO ADl\llNISTRATIVO. 

Para el Maestro Gabino Fraga, el procedimiento administrativo es : "El 

conjunto du fonnalidadus y actos intcnnedios que preceden y preparan el acto 

ad111inistrntivo" .r59) 

El l'rofosor Scrra Rojas, nos da un concepto de procedimiento 

administrativo en el sentido de que : "Es el cause formal de la serie de actos en 

que se conccnlra la actuación para la realización de un fin" ,tfiOJ 

Los autores extranjeros l.ópcz-Nicto y Mallo Francisco, coinciden en 

dclinirlo como: "El cause legal qnc los órganos de la administraci<ín se ven 

obligados a seguir en la realización de sus íunciones y dentro de su competencia 

respectiva, para producir los actos adn1inistrativos" J61J 

(59) l'R1WA, <i'nhint1, Oh. Cit., l'tig.<. 254 J' 2.U. 
(ISO) SliRRA Rtijn.<, 1lntfrés, Oh. Cit., Pág. 2tSll. 
(61) IJic:cfonnritJ J11rl1/ico flledcant1, ln~tit11tfl tic lni•c.tttigacinnc.'i J11rl11ica.t, Editorial 

l't1rrún, 1imw 111, M.licict11991, Pág. 2558. 
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"El procedimiento administrativo, es el conjnnto sistemático de actos 

administrativos que tienen por finalidad la imposición de nn castigo al culpable de 

una infracción gubcr11ativa".f6JJ 

En conclusión el procedimiento administrativo, es la vía legal prevista para 

ejercitar las acciones de quienes demandan justicia ante cualquier autoridad 

administrntiw1, con la linalidad de dar una solución meramente administrativa. 

Empero, por In c¡ue hace al procedimiento administrativo al cual queremos 

hacer referencia para ulili7Á·irlo en el transcurso de cstn obra, es al procedimiento 

administrativo cn11tc111plado en el m1iculo 64 de la Ley Federal de 

Respnnsahilidmlcs de los Servidores Públicos, un procedimiento que deviene de 

una Ley rclativa111cntc nueva y que por lo mismo cuenta con deficiencias. 

Dicho procedimiento administrativo se inicia desde el momento en que se 

le notifica al servidor público presunto responsable mediante el emplazamiento 

todas y cada 1111a de las irregularidades en las que ha incurrido dentro de sus 

funciones como tal y que, con su conducta contraviene cualesquiera de las 

fracciones previstas en el articulo 47 de la citada Ley, que regulan las obligaciones 

de los funcionarios públicos. 

t lacicndo nuevamente alusión a que la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Pl1hlicos, cuenta con deficiencias, por ser una Ley de reciente 

(62) /IU/iNO ,1rr1.<, l'rm1ci.<c11, Cit111/11 P11r /Jlil.<011/J/f.1.0 <i11tiérrcz. l.11i• l/11mhcrtn. "lil 
/Jcredw 1'i.fciplimrri11 en In F1111citin l'riblit-n", ftMxico 1991J, ln.\tit11tt1 Nncitlnal Je 
A1/nrini.ti·tr11citín l'líhlirn, l'tíg. 1.l9. 
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promulgaciím, la misma no seilala los elementos constitutivos del procedimiento 

administrativo, por lo CJUC para uu debido fundmncnto se aplican las disposiciones 

del Código Federal de Procedimientos Civiles en los aspectos que deja de prever 

la Ley aludida. 

El Código Adjetivo antes invocado es aplicable en el procedimiento que 

regula la materia cuando esta no establece las disposiciones necesarias para 

instruir adecuadmncnte un procedimiento a un se1vidor pl1blico, que en caso de uo 

desahogar legalmente sus pretensiones, lo dcjarimnos en estado de indefensión, 

aunque relativamente en ningún mticulo de la l.ey de referencia, establece que en 

las cuestiones relativas al procedimiento administrativo de los servidores pilblicos 

no previstas por la misma, se observarán las disposiciones del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, por lo que consideramos deberla haber un articulo 

específico dentro de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Pilblicos, que estableciera lo anterionnente expuesto, ya que si bien es cic1to que 

el Tercer Tribunal Colegiado del Primer Circuito en materia administrativa en el 

Distrito Federal sentó jurisprudencia respecto a la snplctoricdad del Código 

Federal ele Procedimientos Civiles en materia administrativa, no es menos cie1to 

que solamente se relicre en materia de pruebas, y que a la letra dice: 

PRUEBAS.- SI LA LEY QUE RIGE EL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO NO 
CONTIENE EL CAPITULO RESPECTIVO, DEBE 
APLICARSE SUPLETORIAMENTE EL CODIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
APLICACION SUPLETORIA DEL CODIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.-



Cumulo la Ley que rige el acto es administrativa y de 
c:míctcr federal, si no contiene capitulo sobre pruebas, 
en este aspecto tiene aplicación suplelol'ia el Código 
l'cdernl de Procedimientos Civiles, confnnnc al criterio 
de la 11. Suprema Corle de Justicia de la Nación, que 
dice: PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS, 
SUPl.ETORIEDAl1 DEL CODIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES.- El Código Federal de 
Proccdimienlos debe estimarse suplcloriamcnlc aplicable 
(salvo dis110sición expresa de la 1.ey respectiva), a todos 
los ¡miccdimicntos administrativos que se tramiten ante 
autoridades federales, teniemlo como limdmncnto este 
aserto, el hecho de qne si en derecho sustantivo es el 
Código Civil el que contiene los principios generales que 
l'igen en las diversas ramas del Derecho, en nmtciia 
procesal dentro de cada jurisdicción, es el C<ídigo 
respectivo el que seílala las nomms que deben regir los 
procedimientos que se sigan ante las m1tori da des 
administrativas, salvo disposición expresa en contrario; 
consecuentemente, la aplicación del Código Federal de 
Procedimientos Civiles por el sentenciador, en ausencia 
de alguna disposición de la Ley del acto, no puede 
ngraviar al sc11tcncimlo 

Amparo en revisión No. 7538/63, Vidriería México, S. 
A., Marzo 9 de 1967. Unanimidad de 5 votos. Ponente: 
Maestro Felipe Tena Rmnírcz. 
Amparo en revisión No. 443/76. American Cyanmnid 
Company, 11 de noviembre de 1976. Unanimidad de 
votos. Ponente: Gilbe110 Lievana Palma. 

5.2. INICIO tn:t. l'llOCEl>IMIENTO. 
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Como se espccilicó en el 1irimer punto de este capílnlo, el procedimiento 

administrativo o disciplinario llamado así confonne al aHiculo 49 de la Ley 
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Fedeml de Responsabilidades de los Servidores Pllblicos; esle se inicia desde el 

momenlo en que el servidor pliblico se le 11olilicn la inslruceión del mismo en su 

eonlra en el qne se le hace de su conocimienlo el derecho que tiene para alegar lo 

que a su inlerés convenga y ofrezca las pruebas qne en su defensa considere 

pcrtincnlcs. 

Sin embargo para dar inicio a ese proccdimienlo es cuando se prcscnla nna 

denuncia o queja í111lc alguna autoridad mlministrativa. 

El objelivo del anlerior Prcsidcnle de la Repi1hlica fue, acabar con la 

corrupción de servidores pt'1blicos, por lo que aunque dichas quejas y denuncias no 

estén presenlmlas anle In anloridad competenle, las mismas se lmnin llegar a la 

Sccrelaría de la Conlraloría General de la Federación, quien es la encargada de 

recibirlas, rcspeclo a aclos irregulares por parle de servidores pilblicos y a su vez 

las hinmni si las considera pertinentes a la Contraloría lnlerna cnbc7.~ de seclor o 

coordinadora, o en su caso, para que ésta de acuerdo a su competencia inicie, en 

su caso, el procedimiento mhninistrativo. 

A) Ql!E.IAS PIU:S"NTADAS ANTE LA AllTOIUl>AI> C:Ol\IPETENTE. 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Pilblicos serlala en 

su arllenlo 49 qne: "En las Dependencias y Enlidadcs de 111 Administración Piiblica 

se eslableeerán unidades especllicas, a las que el píiblico tenga fácil acceso para 

que cualquier inleresado pueda presenlar quejas y denuncias por incumplimicnlo 

de las obligaciones de los servidores públicos, con las que se iniciará, en su caso, 
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el procedimiento disciplinario correspondiente". La mayoría de las Contrnlorías 

Internas cuentan con la unidad a 11ue alude el citado precepto legal, denominada 

¡írca de qnejas y denuncias. 

11Qu~ja se utiliza para manifestar inconformidades con la achmci()n de 

servidmcs pilblieos, y por ellos as11111e el canícter de adn1i11istrativo" J63! 

En dicha olicina se reciben las quejas qnc los ciudadanos presentan en 

contra de los servidores públicos, por incumplimiento a sus deberes que como 

tales tienen encomendados, asimismo los servidores públicos tienen la obligación 

de denunciar ante la Contralorla Interna de su Dependencia hechos que a su juicio 

consideran sea causa de responsabilidad administrativa a cargo de servidores 

pilhlicos, conforme a lo previsto por el artículo 57 (primer párrafo) de la Ley de la 

materia aludida. 

"1.a queja de qne se trata deberá ir firmada por el quejoso, y en lo posible 

ncompaílando las pruebas relacionadas, con lo cual se iniciará una investigación 

previa al procedimiento administrativo de rcsponsabilidmlcs".<6~1 

Lo anterior es jurídicamente cmTccto, pero además en el escrito de queja el 

pronmvente deberá estampar su finna, también anotar sn domicilio particular para 

que la Contrnlorla Interna, autoridad competente lo cite en día y hora hábil para 

qne ratilique el contenido y linna y asl surta erectos legales para que se proceda a 

(6.1) 1'ic'dom1rit1 J11ri11icn J\fe.,·icnn11, /n.,til11to 1/e lna•e.\'figndone.f J11rl1licn.f, Etlitorial 
l'11"1ía, Tomo JI/, !tléxiC'o 1991, J>á1:. 26./7. 

(64) lll!RRERA Pér~z, ,t¡¡rut{n, Oh. Cit., Pág. 169. 
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la invcsligación rnspccliva para inlegrar snficicnlcs pruebas que acredilcn In 

responsabilidad de los servidores pi1blicos denunciados. 

Por olra parle, consideramos necesario mlicionar a la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Sc1vidores l'i1blicos In descrilo anleriormenle. 

El Doclnr /\gnslin 1 lerrera l'ércz seílala que, "es indispensable la firma del 

quejoso, en virlml de que cualquier persona por mala fo o por ignorancia podrln 

preseular quejas en conlra de servidores públicos en forma anónima, o que por el 

simple hecho de prcscnlarlas, ya se pensmá que cxisle la obligación de sancionar 

aún sin las pruebas suficienlcs que acrcdilen la responsabilidml que se le 

impula"Jfí5J 

¡\ csle rcspcclo consideramos que el Doctor llcrrcra l'érez, hizo referencia 

a los quejosos de mala 1i.: o ignornnles, sin embargo lmnhién cxislcn quejas que 

pueden ser formuladas por servidores pi1hlicos y que por temor a represalias 

omiten dar sus nombres, por lo que de olicio las Conlralorias lnlcnrns lendrán que 

ordenar una investigación relativa ni asunto a11óni1110 o en su caso, notas 

periodíslicas, lamhién anónimas, que dentro de las mismas delenninen lanto el 

nombre o nombres de los servidores públicos presuntos responsables, 

Dependencias a la qne se encuentran mlscrilos, y cada uno de los hechos en que 

supueslmncnlc incurrieron, con eslos dalos serán sulicicnlcs para que se pueda 

praclicar la invcsligación correspondienlc. 

(6J) /tfem. 



94 

Las quejas que sean presentadas ante autoridad que no sea la competente, 

todas las Dependencias de la Administración Pública Federal, tienen In obligación 

de turnarlas a la Secretarfa de la Contraloria General de la Federación, para su 

atención procedente, y ésta las turnará a la Cnntrnlurla Interna que le corresponda 

1mrn s11 i11vcstigaci611 respectiva. 

H) Dl(NllNCli\S l'IU>CEDENTES DE DEPENDENCIAS. 

La Secretaría de la Contralorla General de la Federación, cuenta con 

Direcciones Generales, dentro de éstas, tcuc111os la Dirección General de 

Audilorias Gubernamentales y la Dirección General de Auditorias Externas. 

La Dirección General de Anditorias Guhemmncntnles, es la autoridad 

competente de recibir anuahncnte un programa a seguir por parte de las 

Contralorías Internas coordinadoras o cabezas de sector, de todas las auditorías 

internas que practicarim a sus Entidades, estableciendo en dichos programas los 

tipos de auditorias a practicar, las unidades, programas y actividades a examinar y 

los periodos estimados de la realización. 

Por lo que hace a la Dirección General de Auditorias Externas, es la 

auloridml que imlependientcmcnte que se haya llevado a cabo revisiones internas, 

a los organismos pilblicos desccntrali7.ados, por parte de la Contraloria Interna 

cabc,~1 de sector o por parle de los órganos de conlrol interno puede designar 
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personal mJscriln a la cilada Dirección General para efcclnar audilorías a las 

Enlidades de la i\dminislraciún Pública l'araeslalal. 

Denuncia, en 111aleria adminislraliva, "es el medio para poner en 

conocimicnlo del ór¡?ano sancionador las posibles faltas oficiales en que incurran 

los servidores públicos" .16'•! 

En relación con lo anterior tenemos que !odas las audiloría intenrns o 

externas que pracliqucn los órganos de control inlcrno, contralorías internas o 

auditores externos adscrilos a la Secretarla de la Conlralorla General de la 

Federación y que al ténnino de las mismas se hayan encontrado deficiencias a 

cargo de se1vidorcs pilblicos se hará del conocimiento a la Contralorla lnlema 

coordinadora, autoridad compclcntc para analizar las actuaciones y en su caso, 

subslaneiar el procedi111ienlo administralivo en contra de los servidores públicos 

presuntos responsables. 

La palabra denuncia, del verbo denunciar, viene del latín denunliare, el cual 

significa "hacer sahcr11 o "rcmilir un mensaje", por lo que todas las denuncias, 

lhímcsc auditorias, revisiones, controles o inspecciones, que remilan anloridades 

de la Adminislración l'ilblica Federal y l'araeslalal, a las Conlralorlas Internas 

cabe7.,s de sector o Secrclarla de la Conlrolaría General de la Federación será 

suficiente para que de oficio se instmya el procedimienlo por conducto de las 

111isn1as. 

(66) 1Jit-ci111t11ri11 Jurltlico llf«'.dcan11, ln.'itit11t11 1/e lm•c.'ifigacione.'f J11ri1/ica.'f, Eclitorial 
PnrrlÍn, T1mw 11, Al1!\:it'tJ 1991, Ptig. 899. 
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El resultado de las auditorias practicadas, tendrá que revestir los siguientes 

requisitos: 

1) oficios de comisión; 

2) Actas de inicio de auditorias; 

3) La documentación soporte debe ser remitida en original o copia certificada; 

4) Conclusiones; y 

5) Deberá ser debidamente firmada por los auditores que la realicen. 

En las conclusiones deben expresarse claramente las disposiciones legales, 

reglamentarias o de manuales de organización que se hayan infringido por él o los 

servidores públicos, scílalando en su caso, el daño patrimonial al Erario Federal o 

el lucro indebido por cada sc1vidor público. 

Lineamientos a seguir conforme a lo previsto en el m1iculo 150 de la Ley 

de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público. 

Dnrantc esta etapa la autoridad investigadora podrá decretar la suspensión 

tcn.iporal en sus funciones del servidor pi1blico presunto responsable, cuando lo 

considere conveniente para la condncción o continuación ele las diligencias de 

i11vcsligacio11cs. 
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La única limilanic para decretar la suspensión del servidor público prcsunlo 

responsable se da cuando su nombrnmieuto haya sido olorgado por el Presidente 

de la República, en cuyo caso se requerirá la aulori711ción de éste, lo autcrior de 

coníonnidad a lo prcvislo en el artículo 64 fracción IV de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, que a la letra cslablece que: 

11 /\rlículu 6·1.- Ln Secretaría i111po11dni las sanciones 
mlministralivas a que se rclicrc este Capíluln medianlc el 
siguienle procedimiento: 
Fracción IV.- En cualqnicr momeulo, previa o 
posteriormenle al eitalorio al que se relicre la fracción 1 
del prcscutc articulo, la Secretaria podni determinar la 
suspensión temporal de los prcsunlns responsables de 
·""s cnrgns, empleos o comisiones, si a su juicio asi 
conviene para la conducción o continuación de las 
investigaciones. La snspcnsiún temporal no prejuzga 
sobre la responsabilidad que se i111pule. La determinación 
de la Sccrclarfa hará conslar cxprcsamcnlc esta salvedad. 

La suspensión 1c111poral a que se rclicrc el párrnfO 
mllerior .~uspcmlcni los cfcclos del aclo que haya dado 
origen a la ocupación del empleo, cargo o comisión, y 
regini desde el momcnlo en que sea notilicmta al 
inlcrnsado o ésle quede cnlcrndn de la resolución 11or 
cuah1ni<'t' mt'dio. La suspensión cesará cuando así lo 
resuelva la Secretarla, indcpcmlicnlemente de la 
iniciaci<"in, continuación o conclusión del procedi111icnlo a 
que se rclicrc el presente articulo en rclílción con la 
pres1111la responsabilidad de los servidores pí1blicos. 

Si los servidores suspendidos tempornlmcntc no 
resultaren responsables de la folla que se les im1mla, 
serán rcstiluidos en el goce de sus derechos y se les 
cubrirún las percepciones que debieran percibir durante 
el tiempo en que se hnllaron suspendidos. 

Se requcrirú aulorización del Presidcnlc de la 
Repí1hlica para dicha suspensión si el 110111brmnicnlo del 



servidor pi'1hlico de que se trate inc11111he al titular del 
Poder Ejecutivo, igualmente se requerirá autorización de 
la Ciímara de Senmlorcs, o en su caso de 111 Comisión 
l'ennanente, si dicho nombramiento requirió ratificación 
de éste en los términos de la Constituciítn Geneml de In 
Rc11í1blica. 
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También es importante señalar que lo qne establece la propia fracción que 

se comenta y que consiste, en que dicha suspensión temporal no prejuzga sobre la 

responsabilidad 11ue se le im1mte al servidor píihlico, y por lo tanto en la 

detenninación que se haga para la suspensión del servidor se hará constar 

expresamente esta salvedad. 

La suspensión temporal dcerctada en contra de un sc1vidor pilhlico, 

suspende los efectos de su nombramiento y la ocupación del empico, cargo o 

comisión y surtiní efectos desde el momento en que le sea notificada al interesado, 

aunque el tercer pMrafo de la fracción a que nos hemos reforido, cstahlccc que 

sm·tirá sns efectos cnnndo el servidor 11í1hlico 11resunlo 1·esponsablc quede 

cnlcrndo de la rcsoluciim 1111r cualf111icr medio. 

Por lo que consideramos que esta illlima frase deberia suprimirse de la 

fracción en comcnlo, ya que lodos los actos administrativos s1111en sus efectos 

cuando sean lcgalmenle notificados, y el alcance que se puede dar a dicha frase 

sería que el servidor puede quedar notificado por cualquier medio como por 

ejemplo el lclcvisor, radio, periódico, o por el comentario de algunas personas. 

Es pe11i11enle señalar que lo previsto en dicha fracción consideramos es 

violalorio a las garanlias individuales previstas en la Conslilución, ya que para 
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decrelar la suspensión lempornl de algún servidor público deberla este primero 

lcner el derecho a ser oído para saber que se le imputa y mediante resolución 

expresa decretar dicha suspensión ya que se deja en cslado de indefensión al 

mismo, rmíximc que en ocasiones ni siquiera se le da al inculpado la oportunidad 

de recabar u ordenar la documenlación e inforrnación para jusliticar la probable 

responsabilidad que se le atribuye. 

Asimismo, si después de la invcsligación y haber integrado el expedienlc 

respectivo y resolver que el mismo no luvo responsabilidad alguna, será rcstiluido 

en el goce de sus derechos y se les cubrinín las percepciones que deberían percibir 

duranle el liernpo que csluvicron suspendidos, con ello además de manchar su 

repulaeión corno servidor público sin anles haberlo juzgado, también se le causa 

un daño económico que va en perjuicio no sólo del propio servidor pírblico 

presunto responsable sino que lrasciende a su familia por haberle relenido sus 

salarios, lo cual rcsulla inconstihrcional, ya que los salarios no pueden ser 

rclenidos sino existe rnandarnienlo judicial que asl lo disponga, a ello también se 

refieren los artículos 97 de la Ley Federal del Tralntio y JS de la Ley Federal de 

los Trabajadores al Servicio del Estado. 

Por olra par1e, dentro de la transcripcíón de la citada fracción, notarnos que 

en el úllimo p:irrafo nos habla de Conslilución General de la Repírblica, 

consideramos debería reformarse dicho arllculo y lmcer constar el nombre correcto 

ele nuestra Constit11ciém Política de los •:stados Unidos l\lexicanos. 
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q OIJUGACIONl~S DEL s1mvm01l PUllLICO. 

Las obligaciones o deberes de los se1viclores pí1hlicos desde nuestro punto 

de visln son de dos clases, las generales y las es11ecí:iles, las primeras afectan a 

lodo servidor píiblico por el hecho de tener tal calidad, sin embargo las segundas 

se refteren ímieamcnk a dctcnni1mdos servidores públicos, haciendo alusión a 

dichas obligaciones. 

De acuerdo a lo anterior, cabe mencionar que denlm de las obligaciones 

especiales 1111e tiene el servidor público es la prevista en el articulo 80 de la Ley 

Federal de Respousabilidades ele los Servidores Pí1lilicos que a la lelra dice: 

"A1tíeulo 80.- Tienen la obligación de 11rcsentar 
dcclnracínncs de situaciúu patrimonial ante la autoridad 
eompetenlc, conforme a lo dispuesto por el articulo 79 
bajo protesta ele decir verdad, en los tér111i11os IJtle esta 
Ley se11ala: 

1.- Eu el Congreso de fa Uniún: Diputmlos y Senadores, 
Oftciales Mayores, Tesoreros y Oirectorcs de las 
C:inmras y Contador Mayor de l lacicncla; 

1.- Bis.- En la Asamblea ele Representantes del Distrito 
Federal: Los Represcnlanles, Oftcial Mayor, Tesorero y 
Dircclor de fa misma; 

11.- En el Poder Ejccnlivo Federal: Todos los 
funcionarios p(lblicos desde el nivel de jefes ele 
dcpm1amcnlo hasta el de Presidente de la RcpÍlblica, 
mlem¡is de los previstos en las fracciones IV, V y IX de 
este arliculo; 



111.- En la Administración l't'1hlica l'aracstatal: Directores 
Generales, Gerentes Generales, Subdirectores Generales, 
Subgcrcntcs Generales, Directores, Gerentes, 
Subdirectores, y servidores públicos cqnivalcntcs de los 
órganos descentralizados, empresas de participación 
estatal mayoritaria y sociedades y asociaciones 
asimiladas y fideicomisos pi1hlicos; 

IV.- En el Departamento del Distrito Federal: Todos los 
limcionarios, desde el nivel a que se refiere la fracción 11 
hasta el de jcfo del Departamento del Distrito Federal, 
incluyendo Delegados Polilicos, Subdelegados y Jefes de 
Dcpm1amcnto de las Delegaciones; 

V.- En la Procuraduría General ele la República y en la 
Procuraduría General de J11slicia del Distrito Federal: 
Todos los foncionarios, desde el nivel mencionado en la 
fracción 11 hasta los de Procurador General de la 
República y Procurador General de Justicia del Distrito 
Federal, incluyendo a Agentes del Ministerio Público y 
policlas judiciales; 

VI.- En el Poder Judicial Federal: Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, Magistrados de 
Circuito, Jueces de Distrito, secretarios judiciales y 
nctuarios de cualquier cntcgoria o dcsignacibn; 

VI 1.- En el Poder Judicial del Distrito Federal: 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, Jueces, 
secretarios judiciales y actuarios de cualquier categoría o 
designación; 

VII l.- En el Trihmwl Fiscal de la Federación, en los 
tribnuales de trabajo y en los dcm:is órganos 
j11risdiccio11alcs que dctcnnincn las leyes: Magistrados, 
miembros de junta y secretarios, o sus equivalentes, y 
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IX.- En la Secretarla de la Contraloría General: todos los 
servidores públicos de confianza ". 
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Asimismo, lo previsto en el artículo 59 del propio ordenamiento legal que 

establece que: "incurrin\n en responsabilidad administrativa los servidores 

pí1blicos de las Contralorlas lntenms que se abstengan de sancionar a los 

infractores o que, al hacerlo, no se ajnstcn a lo previsto por esta Ley". 

Desprendiéndose de la transc1 ipción de los citados artículos que 

ímicmnente dicha obligación recae sobre ciertos servidores píiblicos. 

Las obligaciones de los servidores públicos no se encuentran plasmadas 

ímícmnente en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Píiblicos, 

sino que existen obligaciones en diversos numerales de distintos ordenamientos 

jurídicos como por ejemplo en la Cunstílución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado, Ley Federal de las 

Entidades l'arncstatales, Ley de Adquisiciones, Arrendmnientos y Prestación de 

Servicios Relacionados con Bienes Muebles, Ley de Presupuesto, Contabilidad y 

Gasto l'ilblico, Ley Organica de la Procnraduría General de la República, Ley 

Orgiinica de la Pmcuradmia Genernl de .Justicia del Distrito Federal, 

encontníndose también diversas obligaciones en Reglamentos Internos, 

Reglamentos de Condiciones Generales de Trabajo, Manuales entre otros. 

Respecto a las obligaciones generales, el m11culo 4 7 del Capítulo 1, Titulo 

111 De los S1üetos y Obligaciones de los Servidores Públicos de la Ley Federal de 
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Responsabilidades de los Servidores Pl1blicos, mismas que plasman en 

veinlieuatro fracciones, y que a la letra eslablece: 

"ARTICULO 47 

Todo servidor J1l1hlico tendrá las siguienlcs obligaciones, 
para salvaguardar la legalidad, honradez, lcallad, 
i111J1arcialid11d y clicicncia que deben ser nbscrvmlas en el 
desc111J1cílo de su empico, cargo o comisiún, y cuyo 
incumplimienlo ciará lugar al proccdimicnlo y a las 
sanciones que corrcsJ1omlm1, sin pc1j11icio de sus 
derechos laborales, así como de las normas específicas 
que al rcspcclo rijan cu el servicio de las fuerzas 
armmlns: 

1.- Cumplir cou la múxima diligeucia el scrv1c10 que le 
sea encomendado y abslcncrsc de cualquier aclo u 
omisilln que cause las suspcusión o deficiencia de dicho 
sc1vicio o implique abuso o ejercicio indebido de nn 
empico, car~o o comisión; 

11.- Formnlar y ejccular legalmcnlc, en su caso, los 
planes, programas y prcsupucslos correspondicnlcs a su 
compclcncia, y cumplir las leyes y olras uonnas que 
dclcnnincn el manejo de recurso económicos públicos; 

111.- U1ilizar los recursos que lcngan asignados para el 
dcscmJleílo de su cmJllco, cargo o comisión, las 
fücullmles que le sean alribuidas o la infonnación 
rcsc1vada a <JllC lenga acceso por su ftmción 
exclusivmnenle para los fines a que cslán afoclos; 

IV.- Cuslmliar y cuidar la documentación e información 
11uc por razón de su emJlleo, cargo o comisión, conserve 
bajo su cuidado o a la cual lenga acceso, impidiendo o 
cvilando el uso, la suslracción, dcslrucción, ocullamicnlo 
o inulilizaciún indebidas de aquellas; 



V.- Observar buena conduela en su empico, cargo o 
comisión, halando con respeto, diligencia, imparcialidad 
y rectitud a las personas con las que tenga relación con 
motivo de éste; 

VI.- Observar en la dirección de sus inforiorcs 
jerárquicos las debidas reglas del trato y abstenerse de 
incurrir en agravio, desviación o abuso de autoridad; 

VII.- Observar respeto y subordinación legitimas con 
respecto a sus superiores jerárquicos inmcdialos o 
mediatos, eumpliendo las disposiciones que éstos dicten 
en el ejercicio de sus atribuciones; 

VIII.- Comuuicar por escrito al titular de la dependencia 
o eutidad en la que presten sus servicios, las dudas 
fumlmlas que le suscite la procedencia de las órdenes 
que reciba; 

IX.- /\hslcncrse de ejercer las funciones de un empico, 
cargo o comisión después de coucluido el período parn el 
cual se le designó o de haber cesado, por cualquier otra 
causa, en el ejercicio de sus funciones; 

X.- Abstenerse de disponer o m1tori7fü· a un subordinado 
a no asistir sin causajustificmla a sus labores por más de 
quince dlas continuos o treinta discontimms en un ailo, 
asl como otorgar indcbidmnentc licencias, pennisos o 
comisiones con goce parcial o total de sueldo y otras 
percepciones, cuando las necesidades del servicio 
pilblico no lo exijan; 

XI.- Abstenerse de descmpeilar algiln otro empico, cargo 
o comisión oficial o pmticular 1¡ue la Ley le prohiba; 

XII.- Abstenerse de autorizar la selección, contratación, 
nombramiento o designación de quien se encuentre 
inhabilitado por resolución finue de la autoridad 
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compclcnlc para ocupar un empico, cargo o comisión en 
el servicio pilblico; 

XIII.- Excusarse de inlervenir en cualquier forma en Ja 
atención, tramitación o resolución de asunlos en los que 
lenga inlcr<Ís personal, familiar o de negocios, incluyendo 
aquellos de los que pueda resultar algún beneficio para 
él, su cónyuge o parientes consanguíueos hasta el cuarto 
grado, por afinidad o civiles, o para terceros con los que 
tenga relaciones profesimmlcs, labores o de negocios, o 
para socios o sociedades de las que el servidor pilblico o 
las personas antes rcforidas formen o hayan fonnado 
parle; 

XIV.- Informar por escrito al jcfo inmediato y en su 
caso, al superior jerárquico, sobre la atención, tnímite o 
resolución de los asuntos a que hace referencia la 
fracción anterior y que sean de su conocimiento; y 
observar sus instrucciones por escrito sobre su a1c11ció11, 
tramitación y resolución, cuando al servidor pilblico no 
pueda abstenerse de intervenir en ellos; 

XV.- Abstenerse, durante el ejercicio de sus funciones 
de solicitar, aceptar o recibir, por sí o por intcqiósita 
persona, dinero, objetos mediante enajenación a su favor 
en precio uotoriamcnte inferior al qne el bien de qne se 
trate y que tenga en el mercado ordinario, o cualquier 
donación, empico, cargo o comisión para si. o para las 
personas a que se refiere la fracción XIII, y que 
procedan de cualquier persona fisica o moral cuyas 
actividades profesionales, comerciales o industriales se 
encuentren directamente vinculadas, reguladas o 
supervisadas por el servidor pilblico de que se trate en el 
dcsempcrio de su empleo, cargo o comisión y que 
implique intereses en conniclo. Esta prevención es 
aplicable hasta 1111 ailo después de que se haya retirado 
del empico, cargo o comisión; 
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XVI.- Dcsc111pcilar su empico, cargo o comisión si11 
obtener o prele11cler obtener beneficios adicionales a las 
conlrnprcstacioncs comprobables que el Estado le olmga 
por el desempeño ele su fünción, sean pma él o para las 
personas a las que se refiere la fracción XIII; 

XVII.- Abstenerse de intervenir o pm1icipar 
indebidamente en la selección, nombrmnienlo, 
designación, conlrntación, promoción , suspensión, 
remoción, cese o sanción ele cualquier servidor público, 
cuando tenga interés personal, fomiliar o de negocios en 
el caso, o pueda derivar alguna ventaja o beneficio para 
él o parn las personas a las que se refiere la fracción 
XIII; 

XVIII.- l'rcscnlar con oportunidad y veracidad, las 
cleclaracioncs ele situación patrimonial, en los ténninos 
establecidos por csla Ley; 

XIX.- Atender con diligencia las instrucciones, 
requerimientos y resoluciones que reciba de la Secretaria 
de la Conlraloria, confonne a la compelcncia de ésta; 

XX.- Supervisar que los servidores públicos stúelos a su 
tlirección, c11111plnn con lns disposiciones de csle ar1ieulo; 
y denunciar por escrito, ante el superior jcrúrquico o la 
contralorla interna, los actos u omisiones que en ejercicio 
de sus fünciones llegare a mlverlir respecto de cualquier 
servidor público que pueda ser causa de responsabilidad 
ad111inislrativa en los ténninos de csla Ley, y de las 
normas que al cfoclo se expidan; 

XXI.- Proporcionar en fonna oportuna y veraz, !oda la 
información y dalos solicitados por la institución n Ja que 
legalmcnlc le compela la vigilancin y defensa de los 
derechos humanos, a efecto de que aquella puctla 
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cumplir con las focullades y alribnciones que le 
correspondan; 

XXII.- Alislenersc de cualquier acto u omisión qne 
implique incumplimicnlo de cualquier disposición 
jurldiea relacionada con el servicio pl1blico; 

XXIII.- Abslcnersc, en ejercicio de sus funciones o con 
molivo de ellas, ele celebrar o autorizar la celebración de 
pedidos o conlralos relacionados con adquisiciones, 
arrcnclamienlos y enajenación de lodo lipo de bienes, 
preslación de servicios de cualc¡uicr naluraleza y la 
contnilación de obra pública, con quien dcsempcile un 
empico, cargo o comisión en el servicio piihlico, o bien 
con lus sociedades de las que dichas personas formen 
parle, sin la anlorización previa y específica de la 
Sccrclarfa a propuc~ta razonada, confOnnc a las 
disposiciones legales aplicables, del lilular de la 
depcmlencia o enlidad de que se lrate. Por ninglm molivo 
podni celebrarse pedido o conlralo alguno con quien se 
cneuenlrc inhabililado para desempcílar un empico, 
cargo o comisión en el se1vicio pl1hlico; y 

XXIV.- Las de1mís que le impongm1 las leyes y 
rcgla111c11tos 11

• 
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Del prc;ímbulo seilalmlo en el numeral de referencia, se desprende que los 

sc1vidores públicos dehcn salvaguardar los principios de legalidad, honrndcz, 

!callad, i11111arcinlidad y eficiencia, valores que se cncuenlran plasmados en la 

Conslilución Polilica de los Eslmlos Unidos Mcxicm1os en sus artlcnlos 109 

fracción 111 y 113 qne establecen qnc: 

"ART. 109.- El Congreso de la Unión y las 
lcgislalurns de los Eslados, clenlro de los ;ímbilos de sus 
respeclivas competencias, expedirán las leyes ele 
responsabilidaclcs de los servidores pi1blicos y las demás 



normas conducentes a sancionar a quienes, teniendo cslc 
caníclcr, incurran en responsabilidad, de confonnidad 
con las siguientes prevenciones: 

111.- Se aplicarán sanciones mlminislralivas a los 
scrvidmcs públicos por los actos u omisiones que afecten 
la lcgalidml, honradez, lcaltml, imparcialidad y elicicncia 
que deban observar en el descmpcilo de sus empleos, 
cargos o co1Hisio11cs 11

• 

"ART. 113.- 1.as leyes sobre responsabilidades 
mlminislralivas de los servidores pirblicos, dctcrmirmrán 
sus obligaciones a lin de salvaguardar la legalidad, 
honrade7., lealtad, imparcialidad, y elicicncia en el 
dcscmpcno de sus funciones, empleos, cargos y 
comisiones; las sanciones aplicables por los actos u 
omisiones en qnc incurran, asl como los procedimientos 
y las autoridades para aplicarlas. Dichas sanciones, a 
dcm{1s de las que scilalcn las leyes, consislinín en 
suspensión, destitución e inhabilitación, así como en 
sanciones económicas, y deberán cslablcccrse de 
acuerdo con los bcnclicios económicos obtenidos por el 
responsable y con los dailos y perjuicios patrimoniales 
causados por sus actos u omisiones a que se relierc la 
fracción lit del articulo l 09, pero que no podrún 
excederse de tres tantos de los hcnelicios obtenidos o de 
los dailos y perjuicios causados". 

1) LEGALlllAI> 
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"Este principio consiste fundamcntahnentc en que lodos los servidores 

públicos deben ajustar sus actos n lo proveniente o mandado por la Ley" .1671 

(67) L/llltlÑ1IS 1/e forres, G11illcrnw. "11iccionnrio J11ridico Elcmcntnl", Et/ilorinl 
llclia.\fn, "trgc111in11 1988, Pdg. 181. 
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Para el autor Olivera Toro Jorge la legalidad, " es el cumplimiento, en la 

actuación administrativa, de las formas qne detc1111i11e la Ley para cada caso"J68; 

"Es conveniente advertir qne el principio de legalidad alude a la 

conformidad o regularidad entre toda nonna o acto inferior con respecto a la 

nonna superior qnc le sirve de fundamento de validez, por lo qnc opera en todos 

los niveles o grados de la eslructurajerárqnica del orden jurldico".<691 

Consideramos que el principio de legalidad a qne se refiere el artlcnlo en 

comento no es 1rnís qne la conduela y actos de todo servidor público se apeguen 

siempre a derecho, a lo jnslo y licito. 

2) llONRADEZ 

"El principio de honradez consiste en qne el servidor pí1blico qnc 

desempc1le un cnrgo, empico o comisión lo hará con dignidad, recio, equitativo u 

l1011oríric<>".<70J 

Para el Profesor l lumberto Delgadillo Gutiérrcz, el valor honradez, " ha 

sido pcnnanentemenle exigido a quienes se encuentran en ejercicio del poder 

pi1blico, particularmente respecto a manejo de los recursos del Estado, ya que 

(68) 014/f/l~·RA Tnro, Jor¡:e. "Alan11al tic /Jerechn A1/111ini.\·trnti1•t1", E1/it11rial Ponúa, 
111,Mc11 1972, P.;¡:. 12.1. 

(69) Diccit1n11rin J11rí1lic11 1\lexh:ano, ln.ttit11tfl 1/c /m•e.ttigadone.t J11ri1licn.t, Tomo /J~ 
Editorial /'t1rr1ía, !.léxico 1991, Ptig. 2.f.l6. 

(70) CAllANEl.IAS r/e 1i>rre.v, Oh. Cit., l'ág. U9. 
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tradicionalmente se han encontrado manifestaciones contrarias a él, que lesionan la 

confianza puesta en los servidores pilblicos".1711 

Manuel María Dic:z. al respecto afinna que "este deber se llama también de 

integridad e implica la obligación del funcionario de ser honorable y de bnenas 

costumbres en consideración a su profesión, tanto en el ejercicio de la función 

como fuera del cargo en sus relaciones sociales" .1721 

Esta obligación, es esencial a todo ciudadano y por consiguiente al servidor 

público, ya que habiendo escogido el camino del servicio público, deben 

condicionar todos sus actos a una seriedad y transparencia que confinne la 

co111ianza en las Dcpe11dc11cias, principalmente cuando se trate del manejo de 

recursos económicos, bienes y servicios que constituyen el patrimonio de la 

Federación. 

Decir honradez en el cargo público, por la amplitud misma del concepto, 

abarca casi todos los principios c¡ue debe observar el servidor público. 

(71) IJ1"'1.<•Al>ll.l.O <•111iirrez, l.11i• l/11mberto. "/!/ /Jereclw tfiuiplinario tfe 111 F11ncitln 
Pública", Etlitori11I Instituto Nacfonal tfe Atfmi11i.<trt1cián l'ública, Jité.rico 1989, Pág. 
71. 

(72) Citmf11 par fJIIl,(l'A/1/f.f.0 (1'11tiérrez, l.11i.< f/11mber111, Oh. lit., /'ág. 71, 



111 

3) U(i\l.TAI> 

El Prnfcsor Delgmlillo Gutiérrcz considera que la lealtad es que "la calidad 

ele servidor pí1blico exige la entrega a la Institución, preservando y protegiendo los 

inlcrcscs pí1hlicos, que son los ele la Naciím"J731 

Conforme a lo prcvislo en el articulo 31 del Manual Opcralivo de la Policía 

.Judicial del Dislrilo Fcdcrnl: "La !callad ele los miembros de la Policia Judicial del 

Dislrilo Federal, se debe al l'afs, a la lnslilución y Corporación a la que pertenecen 

( no a las personas). debiendo abslcnersc de realizar aclos en clclrimcnto de su 

honor y rcpulación". 

Para Manuel María Diez, la !callad "es un deber supremo comprensivo de 

los dc1rnís clcbcrcs, pero éslc debe ser considerado como el premincnlc y en caso 

de que pudiera hallnrsc en oposición con los clc1mis deberes, debe prcvalcccr"JUI 

El principio de !callad, impone al servicio público una obligación moral y 

jurídica de fidelidad, cumplimicnlo, observancia y rcclilucl a la Constilución de los 

Eslados Unidos Mcxicm1os. 

Aunado a lo anlcrinr, cabe lmccr mención que de conformidad a lo previsto 

en el articulo 128 del citado ordenamiento jurídico, derivó el cumplimiento al valor 

lealtad el cual previene que: "Tocio funcionario pí1blico, sin excepción alguna, 

(7.1) /ll!'MiA/1/1./.0 <i11tiérrez. /.ui.• ll11mhcrto, Oh. Cit., l'ñN. 72 
(74) 1'IANl1t IJier., ltlt11111••f. "Afm11111I tle 1'ere«h" A1l111ini.\tr11tfr11". l!'tlit11rill/ / 1t1rrú11, 1imw 

11, !llé.<ict1 1990, l'tÍN. 1116. 
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mues de tomar posesión de su encargo, prolcslará la protesta de guardar la 

Conslilución y las Leyes i¡uc de ella emanen". 

Por lo <JUC eslc principio considernmos que también engloba a que todo 

servidor público tendrá el deber de discreción, en lo tocante a la iuformacióu que 

manejen por razones de sus funciones. 

4) 11\ll'AHCIAt.IDAU 

"En el ejercicio de la fimción pl1blica 110 puede beneficiarse a unos en 

pe1juicio de otros, por lo que toda la achmeión de los servidores públicos debe ser 

realizada sin preferencias personalcs"l7JJ 

El Licenciado Manuel Lucero Espinoza, establece que por lo que respecta 

al principio de impnrcialidad " ésta impone a los servidores públicos la obligación 

de dar 1111 trato de igualdad a todas las personas que tengan relación con ellos con 

motivo de las fimcioncs que tengan a sn cargo, para no beneficiar a unos en 

pe1juieio de olros"P"J 

Por lo que del contenido de los anteriores comentarios respecto a la 

imparcialidad cabe seilalar que lodos los servidores públicos deben ser 

imparciales, es decir uo debe existir privilegios o favoritismo alguno respecto al 

(7.f) /Jl!t.<iAIJ/1.1.0 <illlitm!t, /.11i.< //1m1hertn, Oh. Cit., P1íg. 72. 
(76)/~l!CER<J 1~~.t¡1ilWZlt. Af111r11el. "Pffcetlente.t J11ris1/icdm111/e.t .\'11hre fm; 

Re.tpt1t1.'it1hili1lmle.t .-f1/111ini.\fr11til'n.t 1/c /11.t .\'en•it/ore.t ni'1/it·os 1/e la Fe1/cracitin J' tic/ 
1Ji.ftril11 Fe1/ernl", Etlit11rial /n.ttit11to Nncit>nnl de A1lmini.'1rm:Mn Príhlica, Alé:cit.·o 1990, 
¡>,;g, 6. 
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acceso a cargos dentro de la Administración Pública Federal, ya que todo lo 

llevado a cabo por lo servidores públicos debe ser recto, justo y parcial. 

5) El'ICIENClA 

"Se refiere a que lodo servidor público en ejercicio de sus íuneiones deberá 

utiJi7,1r los recursos públicos, tanto humanos, materiales, técnicos y financieros, 

con el mayor cuidado y esmero dedicándolos exclusivamente al fin para el que se 

le proporcionen, pues su desperdicio o desvío redunda en perjuicio ele la función 

pi1blica".f771 

Desde nuestro punto de vista considcrnmos que la eficacia se refiere a que 

todos los servidores pl1blicos que tengan a su cargo delcnninada función pública, 

deben cslar revestidos de la suficiente idoneidad y capacidad parn el cumplimiento 

del empico, cargo o comisión que se le ha conferido. 

No habrá el valor eficiencia cuando exista incapacidad en el servicio, 

cousecuentemente, es deber de todo servidor pi1hlico, poner celo, dedicación, 

esmero y cuidado necesario para el mejor cumplimiento de sus funciones. 

Los anteriores principios o valores también están previstos en la 

Constitución en sus artículos 109 fracción 111 y l IJ a11tc1io11nc11te transcritos. 

(77) /JEUIAIJll.1.0 G11lii'"c:., l.11i.< ll11mhcrt11, Oh. Cit., l'ág. 7.1. 
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Consideramos que debido a la amplitud conccphml que tienen dichos 

principios en In Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

deberla mlicionarse después del articulo 4 7 de la citada Ley la acepción genérica 

que se le pretenda dar a los mismos, ello con la finalidad de <1ne los servidores 

conozcan las obligaciones que les corresponde, y a su vez actíren cm1 

transparencia, de acuerdo a la confianza que el Estado ha depositado en ellos. 

Por otra parle, también sería factible que dentro de cada obligación 

señaladas en las veinticuatro fracciones del citado articulo en cada una se 

cspccilicara que principio le corresponde a cada obligación, corno por ejemplo 

consideramos que el principio de legalidad lo podemos apreciar en las frncciones 

1, 11, VI, VII, IX, X, XI, XII, XIII; el de honradez en las fracciones 111, XIII, XV, 

XVI, XXIII; el de lealtad en las fracciones IV, XIV, XX; el de imparcialidad en 

las fracciones XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XXIII, y el de eficiencia en las 

fracciones 1, 11, V, VII, XVIII, XIX y XXI. 

En conclusión tales valores, tienen un carácter diforcntc "asi la legalidad es 

de tipo jurídico, la honradez, lealtad e imparcialidad de tipo moral, y la eficiencia 

es de carácter material" .(78! 

l lacicndo rcforcncia al mismo precepto legal cabe hacer mención que de las 

veinticuatro obligaciones que plasma el Capítulo 1 correspondiente a las 

obligaciones del servidor público las mismas cst;in redactadas en fonna 

exhaustiva, imprecisa y demasiado general, motivo por el cnal las autoridades 

(78) l.UCERO li.<pin,,zn, M11n11el, Ob. Gt., l'ág. J. 
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encargadas de aplicarlas se ven dotadas de amplísimas facultades, que les 

permitirán sancionar a un servidor pilblico, prácticamente sin que su conducta se 

haya adecuado del tocio a una abstención de obligación por pat1e del servidor. 

Con base en lo anteriormente expuesto, se violaría la garantia de legalidad 

prevista en el articulo 1 (, Constitucional al servidor pilblico presunto responsable, 

sin embargo existe una tesis jurisprndencial resucita por unanimidad de votos el 25 

de septiembre de 199 I, la cual establece que no es suficiente citar el articulo 47 de 

la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Pirblicos, ya qne es un 

cuerpo normativo que de manera general previene las obligaciones inherentes a 

todo servidor pilblico; y que a la letra dice: 

"RESl'ONS/\llll.ID/\D DE 
l'UBLICOS.- G/\R/\NTI/\ 

LOS 
DE 

SERVIDORES 
LEG/\LID/\D.-

Conforme a lo dispuesto por el artículo 16 de nuestra 
Carla Magna, nadie puede ser mulcslado en su persona, 
familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en vi11ud 
de mandmnicnto escrito de autoridad cmnpctcntc, qnc 
fnndc y motive la causa legal del procedimiento. /\hora 
bien, para que esta garantfa de legalidad se satisfaga en 
la resolución de la Secretaria de la Contrnloria General 
de la Federación, mediante la cual se sanciona 
mlministrntivamcntc al servidor pithlico con la 
dcstillrción del puesto que ocupa y la inhabilitación 
temporal para dcsempcilar un empico, cargo o comisión 
en el servicio pilblico, aquella debe contener el precepto 
o preceptos legales, asi como el ordenamiento jnridico 
respectivo 11uc de mauera específica y coucreta 
establezcan las obligaciones que incumbcu al servidor 
pilblico en el dcsempeilo del puesto de que se trata y 
que, a criterio de la mencionada Secretaria de Eslado el 
sancionado incumplió o lo hizo uegligcntcmente; sin que 



sea sulicicutc para respetar dicha garantía la cita del 
articulo 4 7 de la Ley Federal de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos, habida cueuta que este cuerpo 
normativo previene de un modo general las obligaciones 
inherentes a todo servidor pi1blico. 

Revisión No. 2350/87.- Resucito en sesión de 25 de 
septiembre de 1991, por unanimidad de 8 votos.­
Magistrada Ponente: Maria Guadalupe /\guirrc Soria.­
Secretario: Licenciado Aveliuo C. Toscano Toscano". 
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Asimismo, y por lo que hace a la frase con que se termina el primer piímifo 

del m1ículo 4 7 en mención que señala lo siguiente " ... y sin perjuicio de los 

derechos laborales previstos en las normas específicas que al respecto rijan en el 

servicio de las fuerzas annndas ... ". 

/\ este respecto el Doctor 1 lc1Tcra Pérez, señala que " se debe suprimir la 

última frase, puesto lJUe uo tiene razón de ser, ya que es iucongrucntc que los 

derechos labornles de los servidores públicos, se salvaguarden a la lnz de las 

nonnas jurldicas que rigen al servicio de lns fuerzas armadas" .f79J 

Consideramos que en relación a esta frase el legislador quiso decir que 

cuando un servidor público incurra en responsabilidad administrativa, 

independientemente de que se hiciera acreedor a una sanción, él mismo 

conservaría sus derechos laborales tales como antigiicdad, jubilación, pensión, 

aguinaldo, entre otras, así como cntratándose de servidores públicos adscritos a las 

Secretarías de Estado de la Defensa Nacional y Marina, los mismos no pcrdcrfan 

los derechos laborales o las reglas que estén impuestas a los mismos en el servicio 

(79) llERRERA l'ércz. Ag1mln, Oh. Cit., Pág. 193. 
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de las fuerzas armadas, aéreas, nmrltimas y ejercito, lo anterior; derivado del texto 

del articulo primero transitorio de ta Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Pi1blicos, que dice que: " lndcpcmticntemcnte de las disposiciones que 

establece la presente Ley, quedan preservados los derechos sindicales de los 

trnbajadorcs". 

Independientemente de que las veinticuatro fracciones del at1ículo 47 estén 

redactadas en íonna tan vnga y genérica, dentro de las mismas el legislador utiliza 

ténninos como por ejemplo m1ídma diligencia, buena conduela o debidas 

reglas del trato, a los cuales no establece que debe entenderse por cada uno de 

ellos, los cuales tmnbién consideramos deberá reformar dicho articulo para aclarar 

su significado y alcance jurldico. 

5.3. DERECHOS l'IWCl~SALES DEL s1mv11>0R l'llHLICO. 

A) GARANTIA DE AUDIENCIA AL SERVIDOR l'UHLICO 

RESl'ONSAHLE. 

Los m1ículos 14 y 16 de la Constitución Potltica de los Estados Unidos 

Mexicanos, obligan a las autoridades a cumplir con las fonnalidadcs procesales de 

fundamentación y motivación, para la imposición de sanciones, en este caso de 

carúctcr administrativo, tendientes a respetar en favor de los servidores pÍlblicos 

que puedan ser considerados presuntos responsables y por ende sujetos a 1111 

procedimiento administrativo, los derechos previstos en los citados preceptos 

tienen como finalidad que al inculpado no se le deje en estado de indefensión. 
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"Con anterioridad a la promulgación de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos en vigor, no existía alglin 

ordenamiento que regulara los pasos que la autoridad debería seguir para 

sancionar lns faltas administrativas, ya que las anteriores leyes de 

responsabilidades, al reícrirse a estas infracciones, sólo consignaban un 

procedimiento penal para la imposición <le las sanciones" ,rso¡ 

El artículo 64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, aunque de una lbnun muy general olorga la garantía de audiencia por 

parte de la autoridml administrativa a los servidores públicos, por lo que las 

autoridades deben apegarse a lo dispuesto por dicho numeral al instruir al 

incul¡mdo el procedimiento administrativo. 

Cuando la 11utoridad competente, sea la Contraloria Interna cabeza de 

sector de una Dc¡1emlencia, o la Secretaría de la Contraloría General de la 

Federación, al recibir la queja o denuncia de la qne se presuma responsabilidad 

administrativa a cargo de un servidor público, después de investigar y ratiíicar la 

queja, conforme a lo descrito al inicio ele este Capilnlo, se le emplazará a juicio en 

el que se reunirán los siguientes elementos: 

1) Se le haní saber el lugar, día y hora en que tendrá verilicativo la 

cclebrnción de la amliencia de desahogo de pruebas. 

(80) IJ/!-l .. CrltlJll .. 1 .. 0 (,;,,,-r;rrcz, /.t1i\· llmnherta, "El /Jcrcc/w 1Ji.'il'Í/lli1111rit1 1/e la Fmrcitin 
l 11Íbtiea", /11stit11111Nt1cimwl1/c A1l111i11i!ilr11ci1í11 l'iihlica, Aléxico 1990, J>ág. 139. 



119 

2) Expresando con la mayor clnridml , posible , lá · o ' las presuntas 

irregularidudcs mhninistrntivas q;1e se le atribuy¡i11.arscr~illo1' 'público inculpado, 

que hayan quedudo soportndas con l~s aclua~io11e~q1ie·~l>i'l:IFcn autos. 

3) El monlo del. daiio o pc1juicio causiiáo al 1;atd1nonio del Erario Federal, 

o lucro oblcnido en su lienelicio personal, en su caso, con la conducta en que 

incurrió. 

4) Asenlar en el cuerpo del oficio de citación a audiencia los preceptos 

legnles infringidos de la nurmatividnd inlcma como son: Leyes, reglmucntos, 

manuales de procedimicnto, y no limitarse a sciialnr simplemcute las l"mcciones del 

milenio 47 de la Ley Fedcrnl de Rcsponsaliilidades de los Servidores Públicos, 

que se consideren violadas. 

5) Se le hani salicr que el expediente se cncucnlrn a su disposición para su 

consulta cu las olicinas correspondientes de las Unidades de las Conlralorfas 

lnlemas o la Sec1etmía de la Conlraloría General de la Fcdcrncióu cuando el 

inculpado resida en el lugar en que se venlila el juicio instaurado en su conlra, y en 

el supucslo de que se encucnlre fuera tic lugar se le corrcní traslado con copias 

ccrlilicmlas tic las acluacioncs que ohrcn en el cxpcdicnlc. 

6) Que a dicha audiencia puede acudir con un abogado o persona de su 

coulianza que en la propia diligencia designe, para alegar lo que a su interés 

convenga en n:laciún a los hechos que se le atribuyen. 
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7) En el oficio de citación a audiencias se apercibirá al servidor público que 

en caso de im1si¿tencia a dicha diligencia se le tendrá por no presentado, por 

ciertas las imputaciones hechas en su contra, y por perdido su derecho para ofrecer 

pruebas y alegar lo que a su interés convenga. 

En el supuesto que el servidor pilblico presunto responsable no 

compareciera a la audiencia de Ley, la autoridad administrativa lcvantani el acta 

correspondiente, en la qnc se haga constar que no compareció y se le hará eícctivo 

el apercibimiento decrclmlo en el emplazamiento. 

El citado emplazamiento u oficio de citación a audiencia se le notificará al 

servidor pilblico responsable, en forma persoual o mediante los medios de 

legalidad para los casos en que no se encuentre en el acto, ya que en caso 

contrario se dejarla en estado de indefensión. 

La nolilicación a que hacemos mención en el púrral'o que antecede, se 

ucbeni hacer de confo1111idad a lo previsto en el Código Federal de Procedimientos 

Civiles, cuerpo normativo de aplicación suplcloria al procedimiento 

adminislralivo. 

Es importante scílalar que Ja audiencia a que se hace mención deberá 

llevarse a callo en un plazo no menor de cinco dias ni mayor de quince dias 

húbilcs, contados a partir de la fecha de notificación y el de la audiencia, lo 

anterior de conformidad a lo previsto en la fracción 1 del m1ieulo 64 de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Pilblicos. 
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Cabe hacer mención que el plazo a que alude dicho precepto legal es 

demasiado impreciso, por una pm1c el no menor de cinco tifas consideramos que 

es muy restringido, pues en cinco ellas puede darse el caso qnc un servidor público 

no recabe todas las pruebas necesarias para desvirtuar las imputaciones que se le 

hacen y el de no nrnyor de quince dias es demasiado amplio y tres veces mayor al 

primero, por lo qne deberla refonnarse tal fracción y dar un término tajante pnrn 

que el servidor púlilico comparezca pudiendo ser éste el de diez dias para todos 

los servidores públicos. 

ll) 0111U:CIMIENTO DE l'ltllEllAS. 

El din de la cclchración de la audiencia se lcvantani el acta correspondiente 

en la que se asentarit la declaración literalmcntc del servidor público presunto 

responsable; en la misma podrá numbrnr como asesor a un nbogndo o persona de 

su conlianzn; se le apcrcibiní que en su declaración debe conducirse con la verdad 

ante autoridad distinta de la judicial; se lcvantani ante testigos de asistencia; el 

servidor público pmlní ofrecer toda clase de pruebas qnc considere necesarias para 

desvirtuar los hechos que se lu imputen, siempre y cuando estén autorizadas por el 

articulo 93 del Código Adjetivo citado, mismas que senín tomadas en cuenta ni 

dictarse la resolución corrcspomlicnte, como puede ser: In confesional, 

documentales públicas y privm.Jas, c..lictúmcncs ¡1cricialcs, reconocimiento o 

inspección judicial, lcstimonial, fotogralins, escritos, notas taquigráficas, 

prcsuncional legal y humana y en general todos aqnellos documentos aportados y 

los descubrimientos de la ciencia; y por (1hi1110 tmlos los que hubieran intervenido 

en la audiencia lin11anin al calce y al margen de la misma. 



122 

De coníormidml a lo previsto en el arllcnlo 64 fracción 11, se desahoganín 

las pruebas ofrecidas por el servidor píiblico, si las hubiera. 

En base a lo anterior la autoridad temh·ú que acordar en algún sentido sobre 

el ofrecimiento de las pruebas que el servidor píiblico presunto responsable o su 

defensor ofrezcan, y dicho acuerdo se haní dentro de la audiencia de ley, en el que 

se le haní saber en primer lugar si se tralare de pruebas que se desahogan por su 

propia y especial 11alurnlczn como son lns documc111alcs pí1hlicas o privadas, 

prcsuncional legal y humana e instrumental de actuaciones, se acordará en el 

sentido de tener por ofrecidas y admitidas las pruebas, mismas qne serán valoradas 

al momenlo ele diclarse la resolución correspomlienle. 

lin este mismo orden de ideas, si se lrnlare de olro lipo de probm1zas, la 

auloridad hará conslar en el acla de la audiencia que se reserva el derecho para 

acordar sobre la admisióu y desahogo de las mismas. 

Posleriormenle la auloridad tendní que acordar en relación a la admisión o 

descchamienlo de las pruebas que le fueron ofrecidas, seiialando en el mismo las 

que se mlmilen y las qnc se desechen, haciendo conslar la fecha que se señale para 

su desahogo, ele lodo ello se notilicaní al oforenlc. 

Respecto a esle lema cabe hacer la aclaraciún que la Ley Federal de 

Responsahilidmles de los Servidores Pl1blicos no prevé ni un solo arlleulo en 

relación a qué lipo de pruebas deben ser ofrecidas, el período en que pueden ser 

admilidas, dejando al servidor píihlico con amplias füculladcs de ofi·ecer cualquier 
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tipo de prnebas, siempre y cuando no vayan, en contra de la moral, las buenas 

costumbres y el derecho. 

ludcpcndicntcmcnte de lo autcrior, consideramos que dentro de la Ley 

aludida, deberla haber \111 Titulo c~pccílico para el ofrecimiento de pruebas, ya que 

es una Ley Federal <Jue regula un procedimiento administrativo en contra de 

servidores públicos. 

En la hipótesis de que el servidor público no ofreciera ningún tipo de 

prnebas, o él mismo 110 compareciera a la audiencia de Ley, tendrá que resolverse 

dentro de los treinta días húbilcs siguientes, sobre la inexistencia de 

responsabilidad o imponiendo al infractor las sanciones administrativas 

corrcspomlicntes, de conformidad con lo previsto en el articulo 64 fracción 11 de la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

C) SANCIONES ADl\llNISTUATIVAS A LAS QUE SON ACl{EEDOUES 

LOS s1mvmo1rns PIJHLICOS nESPONSAHLES. 

Una vez que se tiene integrado el expediente, con todos los elementos 

necesarios qnc permitan a la autoridad competente detcnninar lo conducente 

dcbcní emitirse la resolución para sancionar a los servidores públicos, o en su 

caso, absolverlos, respecto a las imputaciones que se le hicieron saber por medio 

del emplazamiento, y por lo mismo imponiéndoles las sanciones correspondieules, 

de conformidad a lo dispuesto en el artículo 113 Constitucional transcrito al inicio 

de este Capitulo. 
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" La sanción ad111inistrativa, es el castigo qne imponen las autoridades 

administrativas a los infractores de la Ley administrativa" .f81) 

11 La sanción disciplinaria es un cnsligo n la vez moral y material, <1uc 

resulta exclusivamente en el orden profosional y que debe aplicarse ilnica111cntc 

con respeto a los runcionarios en scrvicio11(8.?J 

" El Maestro Garrido Falla, define a la sanción mlministrativa no como 

castigo sino co111n un medio represivo que se pone en 111archa precisamente porque 

la obligación no se ha cu111plido"JHJJ 

En conclusión las sanciones ad111inistrativas o disciplinarias son la medida 

que el Estado i111ponc para asegurar el buen orden del servicio y la observancia de 

sus obligaciones. 

Conforme a lo previsto en los m1ícnlos 57 (segundo párrafo) y 63 de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Pilblicos, otorga íaeullades a las 

Contralorías Internas cabezas de sector y a la Secretaria de la Contraloria General 

de la Federación, respectivamente, dejar de sancionar a los servidores pilblicos por 

una sola vez, cuando lo estimen pertinente justificado la causa de la abstención, 

(81) JJiL·do1111rio J11rftlic'1 Alcxic·11no, /1util11to 1/c /m•e.\tig11done.'i J11ri1lica.\·, 1'01110 111, 
E1litorial /,orr1it1, Alct\"i1·0 1991, / 1ág. 1872. 

(82) A/ARIA /)iez. t.l1m11e/. "A/anual tic J)ereclw A1/111i11i.\fr11tfro", Tomo 11, lú/itorial Pltu 
Ultra, Afidt·o 19911, l'tig. 126. 

(H.1) GARNllJO Fallfl, Fer11111u/11. "1'rt1tml11 tic 1Jcrcd1t1 Atlmini.~tratfro", /nstitutrJ tle 
E.dmlio.\· Pol/ti,·o.~, 1'01110 11, !tfmlritl, E.\p111lt1, / 11i¡:. 196. 
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siempre c¡uc se lrnle ele hechos c¡ue no revistan gravedad y que se den los 

siguientes clc111cnlos: 

1) Que 110 constituyan delito, 

2) Que lo ameriten los antecedentes o circunstancias, y 

3) Que el claílo causmlo no exceda de cien veces el salario minimo vigente en el 

Distrito Federal. 

Estimamos c¡uc lo anterior viene hacer una consideración o agravanlc c¡ue 

debe aplicarse en li1vor de los servidores públicos tomando en cuenta los 

elementos anteriormente clcscritos, pero se tiene que hacer hincapié en la 

determinación que se emita en tales casos, en los que considermnos que para los 

efoctos de prevenir que el servidor público incurra en lo subsecuente en 

incumplimienlo ele sus obligaciones en la misma cletcnninación se le clcbcní hacer 

saber que se al>slcnga de incurrir en actos u omisiones que cm1scn deficiencias en 

el servicio que tiene cnco111cnclaclo y que en caso ele reincidir se le instruirá el 

procedimiento en el que en la hipótesis de c¡uc c¡ucclcn debidamente acreditadas las 

irregularidades en que haya incunido se le aplicarú mcdianlc resolución dcriniliva 

la clctenninación que cu derecho corresponda. 

De acuerdo al articulo 53 de la Ley f'cclcrnl ele Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, las sanciones adminislralivas cousistinín en: 
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1) i\pcrcibimicnlo privado o p[1blico; 

4) Deslil11ción del pi1cslo; 

5) Sanción ccon<'imica; y/o 

6) lnhabililaciún lcmporal para dcscmpciiar empleos, cargos o comisiones en el 

servicio público". 

1) Al'EllClllll\llENTO PIUVADO O PllHLICO. 

La Ley Fcdernl de Rcsponsabiliuadcs de los Servidores Públicos no 

cslablccc en qne consisle esla sanción, razón por la c11al se le ha dilicnllado los 

clCctos jurldicos que trae como co11sccuc11cia. 

Sin embargo el Diccionario .l11rídico Omcba, conccpllmliza el 

apercibimicnlo como "11na medida prcvenliva, q11c licnc por linalidau corregir la 

incorrección de una cond11cla o a la ilicilnd y mm la inmorlalidad de la misma, en 

la csfcrn del Dcrecho".<8~1 

(84) Ci/111/tJ fltJT l.UC/il/O li.f[lilWZtl, !11111111e/, Oh. Cit., l'tíg. 7H. 
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Por otro lado· el Diccionario de la Lengua Esprniola, establece que el 

apcrcibi111ic1Íto cousislc en "hacer saber a la persona citada, emplazada o 

requerida, las· c~nsccucncias que scguirim de determinados actos u omisiones 

suyns'' .f.'i.'iJ 

Para el Macslro IJclgmlillo Gutiérrez, el apcrcibi111icnlo "se identifica como 

una prevención especial, como una advertencia de que se le aplicaní una sanción 

en caso de persistir en unn conduela indcUi<le1 11 J8 fíJ 

Por otra 1mrtc el apercibimiento significa, "la advertencia o conmirmcicín 

que la auloridad hace a dclcrminmla persona, de las consecuencias desfavorables 

que podní acarrearle la realización de ciertos actos u omisiones" .1871 

Desde 1111cslro punto de vista, el apcrcihimicnlo, es una sanción 

disciplinaria impuesta por mm autoridad administrnliva, consislcntc en advertir a 

los servidores públicos que en caso de incurrir en deficiencias en sus funciones, 

si no obcdcccn, sufrinín u11a sanción administrativa mayor. 

(RJ) Cltfltl11 p11r />l!lh';fl>fL/.O <•utiérre:;, l.11i.•· lf11111bertt1, O/J. Cit., J'tig. 1111. 
(R6) /Jli/.(,';llJ//.J.() <011tiirre:;, J.11;,. Jlu111bert11, Oh. Cit., l'tíg. 111.1. 
(H7) /Jiccinnnrir1 .l11rltlict1 Ale.xicnnn, ln.'ftitulo 1/e ln1•e.tli¡:ncirmes Jurídira.f, Btlitorinl 

/'ornitt, Tm111J 1, Al1h"it'1J 1991, Ptig. /RfJ. 
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2) Al\IONESTACION l'IUV ADA O l'UHLICA. 

El Diccionario .1 urí<lico Omcba, conceptualiza a la amonestación como "un 

remedio penal de índole preventivo a quien se halla próximo a cometer un delito o 

se sospecha que lo cmnctió".<8-'J 

"Para Quintana Matos, la amonestación es una represión c.xtendi<la por 

escrito que se hace al infractor por el füncionario de mayor jerarquía dentro <lel 

servicio, Sección o Departamento" JMJ 

"La ductriua estima que la mnonestación debe considerarse en un primer 

punto de vista como con-cceión disciplinaria, y en una segunda perspectiva, como 

una exhortación para que no se repita una co11<.lucta" J90J 

11 E11 sentido estricto, la amonestación no es una sanción, ya que no requiere 

la comisión <le la iulh1eciún sino sólo la sospecha <le que se cometió o se puede 

llegar a cometer el ilícito, por lo que puede llevar a incurrir en la inlh1cción".f91J 

La mnonestacióu es uun corrección <lisciplimnia que tiene por objeto 

mantener el orden, disciplina y buen li111ciona111icnto en el servicio público. 

Consiste en el reproche que se hace al servidor público por haber incnrrido en 

incumplimiento a sus obligacioucs como tal. 

(RH) Citm/111111r l .. UC.:10 /;,1¡pi1w;.ll, Alt11111el, Oh. Cit., /11ig. 7R. 
(89) Citm/rJ I"" 11/i/.Ci;l/J/U.O (;111iérrez. J.11is IJ11111hcrlt1 Oh. Cit., l'1í¡¡. 1114. 
(91J) IJirdnnt1rfo ,/11ri1/icn !Ue.,·frnnn, /n.Uit11to ti~ lm•e.'ifigncione.'f .111ri1/icns1 E1/itorinl 

l'o"IÍn, 1'm11n 1, Aléxico 1991, l'1íg. 151. 
(91) IJEJh'AIJll.J,0 (;111i<'rre;;, J.11i.• IJ1w1herlo, Oh. Cit., l'ti¡:. /IJ.I. 
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/\hora bien por lo que hace a las sanciones de apercibimiento y 

amonestación privada o pí1blica, tenemos que las dos tienen qne ser privadas, esto 

es consiste c11 que ímicmnentc la resolución se ejecuta y cnvia a su expediente 

personal del sc1vidor público sancionado como un antecedente del mismo. 

Por otra parte, consideramos que de conformidad con lo previsto en el 

m1ículo 68 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Sc1vidores Públicos, 

que a la letra dice: 

"/\RT. 68.- Las resoluciones y ncucrdos de la Secretaría 
de la Conlraloría General de la rcdcración y de las 
Dependencias dmante el procedimiento al que se refiere 
este Capítulo constarnn por escrito, y se ascntarim en el 
l'egist ro res11crtivo, qne comprcndcní las secciones 
corrcspomlícnles a los procedimientos disciplinarios y a 
las sanciones impuestas, en todo caso las de 
í11habilitació11". 

/\1 respecto, consideramos pertinente señalar que las sanciones consistentes 

en un apercibimiento o amonestación pública se refieren que en la propia 

resolución que se cmila deben\ scíialarsc la misma parn efectos de ejecutar en 

contra del responsable la sanción impuesta; así como también de conformidad con 

lo previsto en el mliculo 68 anlerionnente citado deberá hacerse del conocimiento 

a la Secretaria de la Contraloría General de la Federación con la finalidad de que 

ésta asiente el nombre del servidor público en el registro de servidores públicos 

sancionados en la Administración Pública Federal. 
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Respeclo a lo anlcrior la Ley no hace rcícrcncia en ninguno de sus 

preceptos los efectos jurldicos de las sanciones de amonestación y apercibimiento 

público ni privado, no obstante ello, es de explorado derecho que cualquier 

sanción que se imponga a qnicn incurra en alguna irregularidad deberá concluir 

con la ejccnción de la misma. 

3) SlJSl'ENSION. 

La suspensión del empleo, cargo o comisión impuesta como sanción 

administrativa a los servidores públicos <1ue se les ha demostrmlo su 

responsabilidad, debe di!Crenciarse de la snspcnsión del empleo, cargo o comisión 

que a manera de medida cautelar del procedimiento administrativo, que con 

anlclnciún ya íuc comentada. 

l.a suspensión como sanción disciplinaria seni aplicada por el s1111erior 

jer:ír<111ico de los servidores públicos, por un periodo no menor de tres días ni 

mayor de tres meses, conforme a lo previslo en el arlículo 56 fracciones 1 y lll de 

la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

l.a l.ey de la maleria, sobre esle respeclo no scliala si los dias de 

suspensión son ht"1biles o comunes, consideramos que por lógica jnridica se refiere 

a <Has h;íbiles, ya que en los días en qne no laboran en las Dependencias no podía 

existir s11spe11sió11 en el empico, pnesto que no lo descmpelia el servidor público, 

creemos conveniente selialar que la Ley debería especificar un nínncro 

determinado de días de suspensión y no la frase de tres meses, asi como también 
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seria conveniente que hiciera mención especílica a que el servidor pi1blico debe 

ser sancionado en la suspensión de sus funciones y perecpciones salariales, para 

que surta efectos lo que realmente es una sanción, ya que si es suspendido y 

continúa percibiendo sus rennmeraciones no se le a!Ccta, sino por el contrario se 

le beneficia. 

No obstanlc lo anterior la fracción 1 del numeral 56 que se ha venido 

invocando dispone que la suspensión será aplicada pnr el s11¡1erior jcnin111ico. 

Considcnuuos que se debe entender co1110 s1111crior jerárquico al servidor 

público de mayor rango al que se cneuentra subordinado el servidor público 

presunto responsable, es decir, los superiores jcnirquicos de las Dependencias 

serán: 

El Secretnrio, cntralúndose de una Secretaria tic Estmlo. 

El Jcfo del Dcparta111cnto, tratámlose del Dcpartmnento del Distrito 

Federal. 

Los Directores Generales, trahímiose de organismos públicos 

dcsce11tralizados. 

El Procurador, tratündose de alguna Procuraduría, entre otros. 
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Lo nnterior a lo previsto en el m1iculo 48 de la Ley Federal de 

Res¡mnsabilidmlcs de los .Servidores Públicos que a la letm dice: 

"Se entende1:ú por superior jerárquico al titular de la Dependencia, y, en el 

caso de entidades, al coordinador del sector correspondiente''. 

La imposición de este tipo de sanción ha dado lugar a controversias, porque 

algunos se1vidorcs públicos a los que se les ha suspendido han negndo la 

compctcucia del superior jenírquico o de la Secretaria de la Contraluría General de 

la Federación ¡mm sancionarlos, ya que han indicado que en los térmiuos del 

segundo p1í1rnío del artículo 75 de la Ley de la materia aludida y trntílndosc de 

servidores públicos de base la suspensión se sujctaní a la Ley 

currespondiente".1?2J 

"La ley correspondiente, scgiln Luis Dclgmlillo Gutiérrez, que regula lo 

relativo a las rcsponsahilidmlcs y a las sanciones mlministrativas es la Ley Federal 

de Rcsponsabilidmlcs de los Servidores l'ilblieos, sin embargo, vemos que el 

legislador füe tímido en sn regulación, por el temor de alCctar derechos laborales, 

pretendiendo ignorar que su existencia tiene un contenido y naturalew diícrcntc, 

por lo que 110 se debieron mezclar ambas matcrias"J9JJ 

En !'elación ni comentario anterior, compartimos la opinión del Maestro 

Dclgadillo Gutiérrez, ya que la Ley Federal de Responsabilidades de los 

(92) l.UClillO fü11i110:0. M11111wl, Oh. Cit., l'á¡¡. 97. 
(93) IJW.Gil/Jlt.1.0 <i11tiérrct. l.11is lt11111bcrto, Oh. Cit., i'tÍg. 1118. 
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Servidores Públicos no especifica cual es la Ley corres¡mndiente, suponiendo que 

fuese la Ley Federal del Trnbajo, en la misma no existe alguna causal que 

establezca la suspensión temporal por deficiencias en el empleo, cargo o comisión, 

entratümlose de la Ley í'cdernl de los Trabajadores al Servicio del Estado, 

ta111poeo regula esta situación, ya que la única Ley eorrespomliente que prevé la 

suspensión como sanción administrativa en contra de servidores públicos es la 

Ley Federal de Responsabilidades ele los Servidores Públicos. 

Consideramos que el artículo 75 de la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores l'l1blicos no dcberfa hacer referencia alguna entre servidores 

pl1blicos tic conlianza y de base, así como es necesario suprimir lo relativo a la 

Ley co1Tcs11011dicntc, asl también la fracción 111 del artículo 56 de la Ley aludida 

habla únicamente de servidores públicos de conlianza. 

4) DESTITUCION lll~L Plll~STO. 

La dcstituciún para Quintana Malos consiste " en la separación definitiva 

del limcionario de la Administración Pública Federal, por decisión de la máxima 

m1loridad mhninistrativa del órgano rcspcctivo11
.<9.JJ 

También la dcstitucilin " es la scparacilrn de una persona del cargo que 

dcsc111pcíla co1110 co1Tcc.:ci(m o castigo".<95J 

(9./) Cit111/11 ¡wr /IHf.(¡,ffJll.1.0 <J11tiérrcz. /.11i.< ll11111hert11, Oh. Cit., /'IÍ¡:. l IZ. 
(9.f) /JiccimwrÍtl .111rí1liro ~lc.\"ic11no. /n.\'fit11lo 1/e lm•e.\fÍJ.:m:imrc.\· .111rhtict1.f, Etlitoritrl 

/'11rní11, T1111w 11, ,\/,frico 1991, ,,,;g, 11 lfl. 



134 

La destitución como sanción admiuistrativa ha dado controversias, porque 

se ha considerado que cuando la impone la autoridad administrativa se lesionan los 

derechos de los trabajadores, ya que la íinica competente para resolver la 

conclusión de una relación de trabajo es la autoridad laboral. 

Dicha controversia se ha generado por el texto de las fracciones 11 y IV del 

articulo 56 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Píiblicos que 

a la letra establece: 

11 Artículo 56.- Para la ap1icaciún de las sanciones a que 
hace rcfcrcucia el mtículo 53 se obse1varrin las siguientes 

. reglas: 

11.- La destitucióu del empico, cargo o comisión de los 
servidores pllblicos, se dcmandar•í por 1.>I superior 
jcnirquico de acuerdo con los procedimientos 
consecuentes con la naturaleza ele la relación y eu los 
términos de las leyes respectivas. 

IV.- La Secretaría de la Contraloria General de la 
Federación promoverá los procedimientos a que hace 
referencia las fracciones 11 y 111, demandando la 
dcstitucióu del servidor píiblico responsable o 
procediendo a la suspeusión de éste cuando el superior 
jcnírquico no lo haga". 

Por su maht redacción, ha dado lugar a considerar que la autoridad 

mlministrnliva no pncdc imponer esta sanción en ejercicio de su facultad 

disciplinaria, por lo que consideramos debería reformarse y sustituir la palabra 

denmndar•i por im11ontlr•í y demandando por im1mnicndo, ello para evitar 

conrusión alguna. 
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Sin embargo el Doclor l lcrrcra Pércz cslablcce que " con csla sanción el 

legislador lraló de no aíeclar los derechos laborales de los servidores pi1blicos, ya 

qnc es evidcnlc que la destitución de su empico tiene que ver lutimamcnle con el 

derecho del lrabajador, por lo que cslablcció que dicha sanción se dcmandani de 

acuerdo a la Ley rcspccliva, que en su caso sería la 1.ey Federal del Trabajo y la 

Ley Federal de Trabajadores al Servicio del Eslado, rcglamcnlaria del aparlado 13 

del arlículo 123 Conslilncional"J96J 

Con base en lo anleriormenlc descrito, consideramos qne no lienc nada que 

ver dichas leyes para la imposición de csla sanción, ya que como obsc1vamos los 

derechos de los trab•timlorcs cncucnlran su base en el artículo 123 Conslitucimml; 

y la responsabilidad mlminislraliva lambién cslÜ regulada a nivel Constilncional ya 

que la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, es 

reglamcnlmia del Capílulo IV de la Conslilucióu, cspccíficmncnte en sns arliculos 

109 lh1cción 111 y 113, por lo que ambos ordcnamienlos eslfü1 en el mismo nivel 

jenirquico-jurídico. 

Y al sujelar la aplicaciún de esla sanción a los procedimíenlos laborales, y 

abslencrse la auloridad compclenle de imponer dicha sanción no haría nugaloria la 

fücullml que la propia Conslilución le esl{1 olorgando. 

Por lo que co11sitlcramos que el conocimienlo de auloridadcs laborales es 

indebido, ya que la sancíún adminíslralíva de dcstilución no es un aclo que deba 

(96) llliRR/Ul,t l'érez, A11mtb1, Oh. Cit., 1'1111. 177. 
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conocer, puesto que no es materia labornl, ya que la autoridad al imponer dicha 

sanción no lo hace co1110 patrón sino como autoridad. 

5) SANCION F.CONOl\llCA. 

En ténninos del articulo 113 Constitucional, las sanciones económicas por 

la comisión de responsabilidades administrativas de los servidores pilblicos 

deber{m establecerse de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el 

responsable y con los daiios y perjuicios patrimoniales, pero qne no podrá exceder 

de tres tantos de los benelicios obtenidos o de los daílos y perjuicios causados. 

l.o que signi lica que cuando el servidor pilblico responsable haya omitido 

cu111plir con sus obligaciones, si con ello obtuvo un lucro o bcnelicio personal, o 

causó daiios econó111icos al patri111onio del Erario Federal, se le impondrá alguna 

de las sanciones que prevé el articulo 53 de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Pilblicos, pero aÍln mús la económica. 

Antes de cntrnr en materia comentaremos a qne se relieren los beneficios 

obtenidos y daiios y perjuicios causados, a qne alude el artículo 55 de la Ley 

citada anteriormente <1ne establece que: "En caso de aplicación de sancióncs 

económiea por bcnclicios obtenidos y daiios y pcrjuieios causados por 

incum11limicnlo de las obligaciones establecidas en el articulo 47, se aplicanín dos 

tantos de lucro obtenido y de los daílos y perjuicios causados". 
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a) HENIWICIOS OHTENll>OS: De confor111idad a lo previsto en la 

fracción XVI del arlículo 47 de la Ley invocada, que prevé que uua de las 

obligaciones de los servidores pi1blicos es dcscmpcl1ar su empico, cargo o 

comisión sin obtener o pretender obtener beneficios adicionales a las 

contraprestaciones comprobables que el Estailo le otorgue por el dcsempcl1o de su 

función como tal. De la interpretación del citado precepto legal se entiende como 

beneficio, aquel provecho económico obtenido en favor del servidor pilblico 

proveniente del Erario Federal, es decir que sean recursos propiedad del Estado, y 

adquiridos en el descmpeíio de sus funciones en pc¡jnicio de la l lacienda Pilblica. 

h) DAÑOS CAUSADOS: Se refiere al deterioro, menoscabo pérdida o 

destmeción de algiln bien propiedad del Estado, ello trae aparejado el pe~juicio. 

e) PEIULJICIOS CAUSADOS: Se refiere a que el Estado sufre un 

quebranto o afectación de naturaleza pecuniaria como consecuencia directa de la 

co111isió11 de irregularidades ocasionadas por servidores públicos en ejercicio de 

sus funciones, dicho dctri111cnto viene aparejado con el daílo. 

Ahora bien el mlículo 60 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos nos habla también de la sanción económica y a la letra dice: 

"La contraloria interna de cada dependencia scní 
co111petcnte para imponer, por acuerdo del superior 
jerárquico, sanciones disciplinarias, c.xccpto las 
económicas cuyo monto sea superior a doscientas veces 
el salario mlni1110 mensual vigente en el Distrito Federal, 
las que cst¡jn reservadas exclusivamente a la Secretaría, 



que cormmicaní Jos resullmlos del procedimicnlo al 
litular de la dependencia o entidad. En estos casos, la 
contraloría interna, previo informe al superior jcnirquico, 
turnaní el asunto a Ja Secrcinría de la Contrnloría 
General de la Federación". 

lJB 

De la transcripción del citado artículo, observamos que la aplicación de Ja 

sanción económica se lmrú por conducto del superior jer{1rq11ico siempre y cuando 

no exceda de un monto cquivalcnle a doscientas veces el salario mfnimo mensual 

vígenle cu el Distrito Federal, y por Ja Secretarfa de Ja Conlraloría General de Ja 

Federación cuando sean superiores a csla cantidad. 

El articulo 76 del ordenamiento legal cilado prevé que para el caso de 

¡1Jlanamiento por parle por parle del servidor pí1blico del incumplimiento de las 

obligaciones en que incun"icrón, se dictaní resolución de inmediato, im110nic11do 

dos tercios de la sanci«ín cco11(1mica 1111lirnblc y en caso de haber causado daílos 

y peijuicios se debcr{1 restituir el bien o producto que se hubiese obtenido, o en su 

caso, la sanción económica scrú sulieicnlc para cubrir los daílos y perjuicios 

causados, por lo que respecta a la suspensión, deslilucióu e iuhabilitación, éslas se 

dejan a juicio de la m11oridad aplicad ora. 

Estimamos que en este caso la confosión, el arrepentimiento o 

allamuuicnlo del servidor pÍlblico responsable no suprime Ja existencia de la 

responsabilidad administrativa en que incurrió, pues ésta se dio, y por ello trae 

consecuencias jurídicas. 
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6) INllAHILITACION TEl\ll'OllAL l'AllA DESEl\IPEÑAll El\ll'LEOS, 

CAllGOS O COl\llSIONES EN El. SEltVICIO l'UllUCO 11EIJEllAL. 

"La inhabilitación es el impedimento absoluto para volver a ejercer alguna 

función o empico ",r•7J 

Asimismo "la inhabilitación es el declarar a un servidor público inluibil o 

incapaz para ejercer u obtener algún empico, cargo o comisión".1981 

Desde nuestro punto de vista estimamos que la inhabilitación es el impedir 

que un servidor público preslc sus servicios en favor de la Adminislración Pública 

f'cderal, impcdimcnlo que es impucslo por la autoridad compctcnlc, previo el 

procedimienlo administralivo, en el cual se consideró responsable y por ello se le 

imposibilila para prcslar sus servicios por un período dclerminado. 

La inhabililación para dcsempcílar algún empico, cargo o comisión en el 

servicio público, se aplicará al servidor que haya obtenido beneficios económicos 

o haya causado daílos y pc1juicios. Si el monlo económico es menor de doscicnlas 

veces al salario mínimo mensual vigcnlc en el Dislrilo f'cdcral, la inhabilitación 

será de uno a diez aílos, en caso de exceder dicho límite seni de diez a vcinlc aílos. 

Lo anterior de conformidad con lo previslo en el arlículo 53 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

(97) 1Jict'im111rio .l11rí1/it•11 ,Ue\:Í<:mw, /n.\fituto tle /111't'.'tfiJ.:m:im1es J11rl1/ÍL't1.'t, E1/itori11/ 
PorrlÍn, Tm11a 111, Aléxic11 J991, Pti¡:. 1719. 

(911) /40ZANO, A11tm1ill 1/e Je.'iÚ.'t. "IJit·cimurrill R11:,mu11/11 1/e l.e¡:i.\lt1cidn J' .111ri.,prmlenci11.~ 
Afe.\"Ít'nrta.'t", 1'rih111111/ Superior 1/e J1uticia 1/cl /Ji.\·trito Feder11I, Tomo 11, Até.deo 1991, 
Ptíg. 651. 
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El citado precepto legal también nos scnala que el plazo de diez a veinte 

anos de i11hahilitaci<11.1 aplicable por ("0t11lul"las gran•s de los servidores 

públicos. 

· C:Íb~ h;1J~¡.::111c~;~¡óJ, que 

cu11SiLlc1·~·¡ .. ~:~·;·,:l¡:;:¡¿¡ '.~tf~::~~t~~~·~ ~-;-~·'. 
··-·.- ,;·..::. ~ > .. ;- .-

la propia Ley no determina a que se le debe 

El D~~t3'~'t:;~iin 11<.frrcrn Pércz, nos comenta que "por su parte adhiere 

tntalm~nt~ 'ai':~iÚc1f1i1 ~ue podrla· denominar de la justicia integral, y que consiste 
,, · .. :·· 

en 1111c si tm servidor público licue derecho de acuerdo a cualquier rama del 

derecho, 110 le pueden ser afcctmlus por una resolución emitida por m1toridades 

diferentes de acuerdo a olrn rmna del derecho, sino que deben seguir los 

procedimientos legales establecidos por cada una de las ramas específicas, y en el 

presente caso la destitución y la inhabilitación aicctan los derechos laborales de 

los servidores públicos, por lo que las mismas dcbcnin ser aplicadas y lrmnitadas 

de acuerdo con las leyes laborales aplicables aim y cuando se impongan como 

sanciones administrativas dentro del procedimicnln rcspcctivo"J??J 

No obslanle lo anlerior, no compartimos el punto de vista que da el Doctor 

l lcrrcra Pércz, yn q11c c011sidcramos que la sanción de inhahilitaciún es mlccuada 

impoucrla a los servidores públicos qnc incurrieron en dclieiencias en sus servicios 

y como consecuencia causaron danos económicos en pc1juicio del Erario Federal, 

asl como que obtuvieron en sn beneficio propio recursos propiedad del Estado, 

pues estimamos que es una protccciúu que toma el Estado para no contratar 

(99) l/lil/Rlil/,t l'érez, A¡:mtí11, Oh. Cit., l'ti¡:. 182. 
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nuevmnenle los servicios clel,servidor rcs¡1011sable, en un dctcrmi11mlo lapso ya que 

se le comprolu'.1. su respl;nsabilidad, y al :;bs.icncrse de aplicar dicha sanción cabria 

lugar de que el í·esponsnbleprcsíe:'s1i~sei'~i~i~~·;,otra Dependencia u organismo 

pí1hlico desce11traliza;lo; y rciterl1cl~n;~,;,¿'. v1ielvan' a eometer irregularidades en 

dclrimcnto del Estmlo. 

Así pues, la destitución o inhabilitación que en su caso resuelva el Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbítntie o por las .lunlas Federales de Conciliación y 

Arbitntie, dichas rcsolucio11es tienen el canklcr meramente rescisorio de una 

relación contrachml e111rc el Estado y el servidor público, sin embargo la sanción 

de deslitución e inhahilitación que sea dictada por la Secretaria de la Contrnloría 

General de la Federación o por las Contralorlas lnlcrnas cabezas de seclor en 

conlra de los servidores pí1hlicns previo el proccdi111iento administrativo, 

respectivo, no co11s1ituyc una rescisión conlractm1l laboral, sino que es la 

imposición de sancio11cs a que se hicieron acreedores por el incumplimiento a sus 

obligaciones como servidores públicos, 111isnrns que son inscritas en el Registro de 

Servidores l't'lhlicos sancionados e inhaliililmlos que conlrnla la Secretaria de la 

Co11traloria General de la Federación, y las decretadas por las citadas autoridades 

laborales no se inscriben en dicho Registro. 

Por otra parle, " dada la diversidad ele obligaciones que tienen que observar 

los servidores públicos cum1do se les i111pongan sanciones disciplinarias, con 

111olivo del incu111plimienlo de sus obligacinncs generales y las especiales qne les 

impone la función pública, es menester qne se cite como fundamento cual es la 
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disposición legal que conliene la obligación incumplida cilando no sól~ el precepto 

legal aplicable, sino lambién la fracción rcspccliva"//llllJ_ 

Asf lo ha consi(lerndo la Saln Superior del Tribunal l'iscill de la rcderaeión, 

en la tesis que a conli111111ción se cila: 

"FUNDAMENTACION DI~ UNA RESOLUCION, 
CASO EN EL QUE DEBE INVOCARSE LA 
FRACCIUN APLICABLE.- f'arn m1c una resolución 
cslé dcbidamcnlc fumlada es nccesi;rio que se exprese 
con precisión al prcccplo legal aplicable al caso. Por lo 
lanlo dchc invocarse no sólo el prcccplo sino también la 
lh1cci<'111 aplicable, cuando ésla rcsulla indispensable para 
cumplir con la debida precisión que exige la 
fi1mlmnc11laciún. Así por ejemplo, cuando se lrnla de 
lipilicm 111m infiacciún o de imponer una mulla que 
aparece dclenninada en una fracción específica del 
rucceplo co11duce111e, la rcfcreucin de la fracciú11 es 
indispensable pi1n1 lipilicar la infracciú11 y li111da111enlar 
debida111c11le la resolución. 

Queja No. 55/83.- Rcvisió11 No. 753/83.- Resuella en 
sesión de 3 de oelul>re de 1985, por u11a11i111idml de 8 
volos.- Magislrado 1'011e11le: José Anlonio Quinlero 
llccerra.- Sccrelario: Lic. Roucrto Calclli Trevillo. 

Rcvisiúu No. 1•191/80.- Resuella en sesión de 16 de 
ocl11l>rc de 1981, por 11na11imidml de 7 volos.­
Magistrmlo l'onenlc: Mariano Azuela Guitrún.­
Secrelario: Lic. Oscnr Rouerto Emíqucz Enríqucz. 

Rcvisiún No. 1689/80.- Resuella cu sesión de 1 J de 
noviembre de 1981, por mayoría de 6 volos y 1 en 

(llUI) l~UCh.'/lO IJ..'ipi1wzt1, 111111111el, Ob. Cit., Pti~. 73. 
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co11lra.- Magislrado P~11~iíte:• Mnri1i:m Az1lela G;iitr~i1> 
Secretario.- Lic. Osear Robc11o Enrlqiuiz Enrlqucz". 

143 

,. -~;;¡;-~·:\::.:::'.·, <: .. : ,: .. :·,:: . -' 
Por (dli1110 pai11._q1ie)11.sancití11 pue<fa surlir s11s efectos leg11les y se ejecute 

requiere que ésla 'se_.lí1l~:a ·· er conocimiento al servidor público 111edia111e la 

11olilicaciú11 de la 111is111a, asl eo1110 a su jefe inmedialo, al representante designado 

por la Dcpe11dc11cia y al superior jerárquico; de confor111idml a lo previslo en la 

frncción 11 del mlículo 64 y 75 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos. 

De acuerdo a lo prcvislo en el arliculo 5,1 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, seilala sicle ele111enlos que deben 

lonrnrse en cuenla al imponerse las sanciones ad111i11islrnlivas, sie11do los 

siguicnles: 

1.- La gravedad de la responsabilidad e11 que se i11c111rn y la cum·c11ie11cia de 

suprimir pníclicas que i11fri11ja11, e11 cmdquier forma, las disposieio11es de esla Ley 

o las que se iliclc11 con b11se en ella. 

La citada fracción 1111cvmne11tc nos hahla de inínll'ciitn ~rU\'l' sin 

especificar que del.Je considerarse como i11fraccib11 grave. por lo que volvemos a 

reilerar que es indispcnsaule q11e la Ley regule que es la gravedad, ya que desde 

1111estro punto de visla la gravedad se refiere a la fw ma c11 que el i11c11lpado 

incurrió en los hechos, es decir si foero11 maquinados por el 111is1110, si pretendió y 

obluvo bc11elicios eco11ú111icos en su perso11a y, en su caso, si lesio11ú al patrimonio 

del Erario Federal, lodo lo cu:il debe considerarse al i111po11crse la sanción. 
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Sin embargo no exisli1'hl la gravedad si los hechos íncron originados por 

cansas :\icnas a la ·conduela del prnsunlo responsahlc. 

11.- Las eircunslancias soeiocconómieas del servidor pl1blico. 

Dalos personales del servidor público y que no rcvisle el molivo de lomarse 

en cucnla. 

111.- El nivel jcnírquico, los anlccedenles y las condiciones del infraclor. 

Elcmc11los que la Ley no delennina si se lom:mín en cucnla en fovor del 

servidor público de acuerdo a su nivel, o en su caso, en pe~juicio del mismo. 

IV.- Las condiciones exleriores y los medios de ejecución. 

Consideramos que los medios, condiciones o maquinaciones, con las que 

hubiese comelido la irregularidad, 110 debe lomarse en cuenla, ni parn bien ni para 

mal, ya que el resullmlo íue el mismo, es decir, la comisióu de la irregularidad. 

V.- La anligiicdad del servicio. 

Eslimamos que en un primer ¡mnlo de visla esla deberla reformarse, ya que 

debiera decir la 1111ti~ii.,dad en "' sen•icio. 
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En. su segundo· punto de vista; con ello se tomaría en cuenta qnc si la 

antigiicdml es mayor, conio el servidor es conocedor de sns obligaciones es mayor 

Ja sm1ciú1°1,o c·rnno cuenta con 111m nntigiiedad amplia prcstm1do sus servicios en 

fü~or dcr'Eshído, se to111arla en füvor del servidor p1'il11ico responsable; o bien visto 

desde otro panímetro si el servidor pí1blico aí111 no cumple los tres meses de 

anligiicdad en el servicio se le dispensarla y sería menor su sanción o por el 

co11trario seria mayor para que no vuelva a incurrir en incgnlaridadcs en el 

descmpcilo de sns Hmcioncs como scrvidur pÍlblico. 

VL- J ,a reincidencia en el inc11mpli111ie11to de obligaciones; y 

VII.- El mo11to del bcnelicio, clailo o pe~juicio económico derivado del 

incnmplimiento de obligacioucs. 

Consideramos que dicho precepto legal adolece de una deficiente 

redacción, pues no regula la forma de valoración de los citados elementos, 

debiendo cslahlccl!r en cada uno si se toman'1 en cuenta corno agrnvm1lc o 

alcn11m1tc, ya que como se c11c11e11t1a regulado cu la Ley Federal de 

Responsabilidades de lus Servidores l'l1blicos, deja al arbitrio de la auturidad 

sancinnadorn. el criterio o determinación a seguir respecto H la gravedad en cada 

caso. 

Cousideramos que deberla ser tomada en cucnla como agravante, puesto 

que al que licue 1111ís expcricueia con el cargo, incurre cu aclos delicie11les por 

descuido y no por dcsco11oci111icnlo de sus ohligncioncs 
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CONCLUSIONES 

PIUl\IEI{,\. 

Las visitas, en la épocn coloninl eran las inspecciones ordenmlas por 

m1turidmlcs superiores a li111cionarios públicos o Instituciones. Actualmente se 

cquipanu1 a las umliturins. 

SEGUNDA. 

El juicio tic residencia, en la época colonütl la equiparamos como un 

procedimiento mhninistrativo en nuestra época, ya que dicho juicio se iniciaba 

cuando cualquier persono prcscntnha mrn queja en contra de actos irregulares de 

un servidor público en el desempeiio de sus runcimtcs. 

TERCERA. 

La deno111inaciún de servidor público en lugar de burócrata, runcionario, 

emplcmlo y alto runcionario, constituye un avance indicativo de la evolución que 

se prncma. 
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CUAltTA. 

La creación de h1 Secretaría de la Contrnloría General de la Fcdernciün 

representa una medida que pone las bases para una mejor aplicación de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores i'ilblicos. 

QlllNTA. 

Uno de los motivos m:ís importantes para la creación de la citada Secretarla 

de Estmln, í11c y es el supervisar, evnhmr, vigilar y controlar de una manera m:ís 

clicaz la corrupciÍl11 dentro de la Administrnciú11 i'i1blica Fedcrnl de los servidores 

pilblicos. 

SEXTA. 

1.as Contrnlorias Internas cabezas de sector o conrdi11adnras tienen una 

grn11 fimciún~ ya que lu Scc1 etaria de la Co11ln1loi ía Gc11crnl de la Pcdcraciún les 

delega foeultmlcs como órganos de vigilancia. 

SIWTll\IA. 

l .os objetivos lanto <le la Secretaría de la Cmllrnforía Gcnernl de la 

Feder:'1ción y cmla una de las Contralorías y órganos de eontrol interno son el 

prevenir y combatir la co1n1peión de los servidores pilblieos. 
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OCTAVA. 

La rcsponsahilidml, es sinónimo de compromiso, obligación o deber. 

NOVENA. 

El procedimienlo adminislralivo o disciplinario, se inicia desde el momenlo 

cn que se nolilica legalmenle la inslrnceión del 111is1110 por medio del 

cmplaza111ienlo al servidor pl1blico prcsunlo responsable. 

l>l\Cll\IA. 

La l.cy Federal de Responsabilidades de los Sel vidorcs Públicos tiene una 

gran laguna, y ésla es que 110 regula un Capitulo cspccilíco e.le pruebas 

l>l\Cll\IA l'IUl\mnA. 

En relación a In expuesto en la conclusión anterior consideramos que se 

adicione un arllculo en la ci1ada Ley, en el que eslablezca que en todas las 

cuestiones rdalivas al proccdi111icnto adminislrnlivo no previstas en la Ley, así 

como en lo rclalivo a pruebas, se obscrvanín las disposiciones del Código Federal 

de Proccdi111ienlos Civiles. 
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DF.Cll\IO Sl\GI JNI>,\. 

l'roponemus que en la Ley aludida deheria de esfahlcccrse especifica111enlc 

que cuando se prcsenlen quejas ante la autoridad co111petcntc se ratifiquen por el 

quejoso, y aporte prnehas inhercrlles a los hechos que hace valer. 

l>IWll\IA TF.nCl\llA. 

Según la 1.ey Federal de Rcsponsahilidades de los Servidores Plrhlieos, los 

servidores públicos 1lchcn observar los principios de lcallad, hommlc7., 

imparcialidad, eficiencia y legalidad sin cslahlcccr en que consiste cnda una, por lo 

que debería dar nna definición de cmla 111m de cslos principios o valores. 

l>F.Cll\IA CllAltTA. 

El servidor plrhlico presunlo responsable, licne derecho n la garanlla de 

audiencia que regula el arlicnlo 14 Constitucional, por lo que la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores l'ilblicos concede ese derecho a los mismos, 

la deficiencia de la l.cy considcrmnos es que no scílala un 1ér111ino preciso para la 

pníclica de In notificación que elche hacerse al inculpado para comparecer a la 

mrdicncia. 



150 

DECll\IA QlllNTA. 

Eslimamos que la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

l'íiblicos debería seílalar un término de diez días luibiles contados a 1mrlir de la 

fecha en que se le nolilica el día de la audiencia a eícclo de que en dicho término 

recabe y prepare las probanzas que en dicho acto considere pcrtincnle ofrecer, 

pues el íillin10 p;irmfo de la fracción 1 del mtknlo 6·1 del cilado ordcnamieuto 

scílala que entre la fecha de la citación y la de audiencia 110 dche ser ni menor de 

cinco dins ni mayor e.le quince días, el lér111i110 cinco días resulta demasiado 

reslringido, ya que podría darse el caso de que el inculpado no luvicre la 

uporlunidml de oblcncr las pruebas de su delCnsa, y en el supuesto de que se le 

diera nn término mayor como el de quince días que la Ley scoala 110 seria 

eqnitalivo porque a alg1111os se les olorgarían el mínimo y a olros el nuíximo. 

DECll\IA SEXTA. 

La suspensión en las fuucinoes del servidor público que en forma temporal 

seílala la fracción IV del arllculo M de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servi<lmcs l'íiblicos como medida cautelar al inicio del procedimiento es viulatoria 

de la garanlla indivi<hml de audiencia, pues, no se le olorga al servidor público 

prcsunlo responsable ningim derecho en su defonsa y linalmente no deja de ser una 

sancit'ln impuesta sin que hayn sido oído y vencido en juicio. 
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DECll\IA SEl'Tll\IA. 

Las sm1cio11cs administrativas de apercibimiento privado o público y 

amonestación privada o pública, consideramos sería conveniente suprimir la 

denominación de privado, ya que las dos sanciones son privadas, esto es se 

ejecutan e integran a su expediente pcrsmwl y la pública se especifica en la 

resolución. 

UECll\IA OCTAVA. 

Respecto a la sanción administrativa de suspensión que prevé la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Pühlicos, consideramos serla 

pertinente seiialmse dentro de la Ley de la materia invocada, que la suspensión 

scrú del empico~ y percepciones; ya que no se vería la alCctacil>n del servidor~ sino 

vacaciones con goce de sueldo. 

DECll\IA NOVENA. 

El artículo 5·1 de la Ley de referencia, sefiala elementos que deben tomarse 

en cuenta al imponer las sanciones administrativas; la dclieieneia que hay en la 

Ley es que no determinó si esos elementos se tomarían en cuenta para atenuar o 

agravar la sanción~ dejando ni arbitrio de la nutoridad competente el criterio a 

seguir respecto a la sanción que se le imponga. 
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VIGESll\IA. 

En relación a la anlcrior conclusión creemos que los clcmenlos que seílala 

el arliculo 5,J cilmlo serian agrnvanles, pueslo que al que licnc nuís experiencia en 

el cargo incurre en aclos dcficienles por descuido y no por dcsconocimienlo de sus 

obligacior1cs. 

VIGl~Sll\IA l'IUMEl~A. 

Es necesario que la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Pl1blicos, eslablezca diferencia enlrc las infracciones graves y leves. 

VIGESIMA SEGllNI>A. 

Resulla necesario reformar las fracciones 11 y VI del arlículo 56 de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Público, para evilar confüsiún que 

se gcncrn con Ja c~prcsión de que la sanciún de dcslitución s~ demnndnr;i, 

cmnbi{111dosc por se irn1111111lní, a fin de dmle el car{1cler de ejcculivo que le 

concspondc a la m1luridad. 

Se debe eliminar di!Crenciación en la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos de los empicados de base y de confiauza, reformando para 

lal cfoclo la 111e11ció11 q11c se hace en la fracción 111 del articulo 56 y 75. 
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VIGESll\IA CUARTA. 

De igual forma a lo expueslo en la conclusión anlerior, el cilado arlfculo 75 

y 56 fracción 11, eslablece que la suspensión y llesl illrción se sujetarim a lo 

previslo en la l.l'y c:orrl'spondienfe, sin que se aclare cuúl es esa Ley, por lo que 

deberla eliminarse diclra frase, !oda vez que la írnica 1.ey eorl'Cspondiente o 

respecliva que puede imponer sanciones adminislralivas es la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Pírblicos. 

Sería convcrrierrle mliciorrar un artícrrlo trnrrsitorio en la Ley Federal de 

Resporrsabilidades de los Servidores Pírblicos, que eslahlezca que se derogarr 

!odas las sarrciones mlmirrislrntivas que regulan otras leyes, mits no así las 

obligaciones de los servidores pírblicos, ya que las írnicas sanciones que se 

impondnín son las previstas por la cilada Ley. 
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